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Introducción

La amplitud del concepto nos obliga a delimitarlo puntualmente, para así realizar el análisis desde una perspectiva que se ajuste a los objetivos del trabajo y que consiste en comprender el funcionamiento de las mismas en el marco constitucional y procesal paraguayo.

La Real Academia Española define el vocablo GARANTIA como: "Derechos que la Constitución de un Estado reconoce a todos los ciudadanos.. ", mientras que para Manuel Ossorio son: "Las que ofrece la Constitución en el sentido de que se cumplirán y respetarán los derechos que la misma consagra, tanto en lo que se refiere al ejercicio de los de carácter privado como al de los de índole pública ...., recordando que muchas constituciones dedican incluso un capítulo especial, como ocurre con la nuestra, en sus arts. 134 y ss.- Coutture se refiere a la misma como " tutela, amparo, protección, garantía", transcribiendo la disposición de la constitución uruguaya, que se refiere conjuntamente a los "derechos, deberes y garantías" y recordando el origen etimológico: del francés garantie. -

El Prof. Manuel García Pelayo nos recuerda que no es únicamente la coacción lo esencial en el derecho, "...es decir la posibilidad de obligar a su cumplimiento por el empleo de la violencia física, sino la garantía de su efectividad, o sea que la norma lleve en sí misma la garantía de su cumplimiento regular, que éste no dependa del arbitrio del destinatario de su aplicación... en una palabra, lo que es esencial al Derecho es la seguridad jurídica.

La efectividad del Derecho Constitucional radica precisamente en la relación dialéctica ente norma y poder, para lo cual las normas deben llevar consigo la posibilidad de su cumplimiento y eso, si, que se cuenten con instrumentos para hacer efectivos ciertos y determinados derechos.

Si bien las garantías individuales no están ya restringidas a los individuos, sino que ahora comprenden también a las personas morales de derecho privado y aún en ciertos casos a las de derecho público, que propiamente no son individuos, ya no deben ser designadas estrictamente como individuales, sino más bien como constitucionales o de derecho público, en el presente trabajo se sigue preferentemente la idea de que los derechos humanos adquieren particular relevancia en cuanto constituyen prerrogativas del individuo (y la sociedad) frente al poder estatal, limitando el ejercicio de este último. Es decir los derechos humanos pueden definirse como las prerrogativas que tiene todo individuo diferente a los órganos de poder para preservar su dignidad de ser humano y que también deben ser respetados por todos los particulares. 

Es a esta posibilidad de efectividad de las normas jurídico constitucionales, que descansa en la base misma del poder del Estado y que además cuenta con los órganos encargados del cumplimento, a las que se conocen con el nombre de GARANTIA. En la práctica, es frecuente la confusión terminológica entre derechos y garantías, a tal punto que esa simbiosis se da no solamente en los textos constitucionales, sino incluso en las leyes y en los fallos jurisprudenciales.

Sabido es que lo fundamental en el derecho no es justamente la coacción, pues éste no puede descansar únicamente en la posibilidad de obligar a su cumplimiento por medio de la violencia, sino que la disposición debe contener en si misma su fuerza, la seguridad de su cumplimiento regular, sin depender necesariamente del arbitrio de nadie, lo que significa que lo verdaderamente esencial es la seguridad jurídica, la previsibilidad del Estado de Derecho, dicho en términos weberianos, la racionalidad del sistema. Sin embargo, inexcusablemente se requieren de mecanismos de seguridad, como lo señala García Pelayo: "Esta garantía de efectividad de las normas jurídico constitucionales que radica en la naturaleza misma del poder estatal, puede ir acompañada, y de hecho lo va, de la atribución a sujetos concretos de pretensiones al cumplimiento de las normas por parte de otros órganos, equiparándolos con sanciones de tipo jurídico y político; por la necesidad de cooperación de varios órganos e instituciones y, en fin, por otra serie de garantías de diverso tipo.
De ahí que no resulte extraño que el concepto de "garantía" no pueda limitarse exclusivamente a aquellas de carácter procesal o que estén puntualmente tituladas en algún apartado del texto normativo, sino que se extienden y aparecen en buena parte del capítulo de los derechos y deberes. "Solo así podrá responderse satisfactoriamente a lo que en una sociedad pluralista supone la concurrencia de distintos sistemas de valores. Lo que para unos es justo, para otros no lo es. Cada subcultura tiene sus puntos de vista acerca de la Justicia, porque cada una de ellas tiene su ética. "El único modo de hacer posible la coexistencia democrática de todos los grupos sociales es renunciar a imponer coactivamente exigencias que se originan exclusivamente en una parte de la sociedad, principio por lo demás enteramente coherente con la obligación de interpretar la Constitución en forma estructural, integrada, como sabiamente lo consagra el Art. 15. b del Código Procesal Civil: "Son deberes de los jueces, sin perjuicio de lo establecido en el Código de Organización Judicial, b) fundar las resoluciones definitivas y las interlocutorias , en la Constitución y en las leyes, conforme a la jerarquía de las normas vigentes y al principio de congruencia bajo pena de nulidad".

El sistema interamericano de protección de los derechos humanos

Nuestra ley fundamental cuenta con numerosas disposiciones que apuntan a la creación de un orden jurídico supranacional, especialmente en lo que hace a la protección de los derechos individuales. Así, el Art. 137 de la supremacía de la Constitución dice: "La ley suprema de la República es la Constitución. Esta, los tratados, convenios y acuerdos internacionales aprobados y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en consecuencia, integran el derecho positivo nacional en el orden de prelación enunciado...", mientras el art. 138 dice que los estados extranjeros que se relacionen con un gobierno usurpador no podrán invocar "ningún pacto, tratado ni acuerdo suscripto o autorizado por el gobierno usurpador, para exigirlo posteriormente como obligación o compromiso de la República del Paraguay", cerrando así el círculo jurídico a cualquier intento de consolidar un gobierno de facto. Éste fatalmente tendrá que asumir su naturaleza antidemocrática.

Los tratados internacionales se ubican inmediatamente debajo de la Constitución, lo que confiere especial fuerza al derecho internacional, debiendo sumarse incluso lo dispuesto por el Art. 141 CN: "Los tratados internacionales celebrados, aprobados por ley del Congreso, y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados, forman parte del ordenamiento legal interno con la jerarquía que determina el Art. 137, afirmación enfatizante que influye fuertemente en todo el desarrollo legislativo nacional y que ubica al Paraguay como el país con normativa suprema más abierta al derecho internacional. El Art. 145 habla incluso de la posibilidad de crear un orden jurídico supranacional, que "en condiciones de igualdad con otros estados,...admite la creación de un orden jurídico supranacional que garantice la vigencia de los derechos humanos, de la paz, de la justicia, de la cooperación y del desarrollo, en lo político, económico, social y cultural...”, disposición que permitiría incluso la existencia de una Confederación de Estados, pero siempre que parta primero de los derechos humanos, que es hacia donde se orienta con más fuerza el desarrollo jurídico. Obviamente, esta disposición demuestra una firme voluntad de los constituyentes que intentaban superar una larga noche autoritaria y ubicar al Paraguay en el concierto internacional de las naciones, pero siempre partiendo desde la soberanía nacional, pues invariablemente debe ser aprobado por ley del Congreso.

Nuestro país es probablemente el que más convenios en materia de derechos humanos tiene suscripto y ratificado, desmintiendo de esta manera aseveraciones que quieren ubicamos como rezagados en este campo. Apenas iniciada la era democrática, nuestro país avanzó decididamente en el derecho internacional, pensando que una de las mejores formas de proteger la democracia es justamente saliendo del aislamiento secular a que nos condenó siempre el pensamiento autoritario que se instaló con fuerza en nuestro país en las últimas décadas.

La fuerza ordenadora de la legislación internacional radica justamente en que las obligaciones correlativas recaen en los Estados y no en otros individuos, "aspecto al que la doctrina se ha referido como el efecto vertical de los derechos humanos y si bien los incumplimientos son frecuentes y hasta ostensibles, al existir la posibilidad de recurrir a organismos jurídicos supranacionales las garantías constitucionales tienen siempre la posibilidad de hacerse realidad. En ese sentido, la República del Paraguay ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 24 de agosto de 1989 y aceptó la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en fecha 11 de marzo de 2.003, sometiéndose así a plenitud al régimen jurídico internacional de los derechos humanos, construyendo un escudo de relevancia para las garantías constitucionales.9 La formulación de los derechos humanos en los textos jurídicos internacionales juega un papel fundamental en materia de garantías, pues históricamente se han erigido siempre en una protección ante las arbitrariedades del poder público.

Es así que uno de los temas que mayor transformación ha sufrido últimamente en el campo de las garantías es justamente el ámbito internacional, tanto que aún se encuentra en plena etapa de formación y consolidación, observándose una marcada tendencia de protección hacia lo que se considera grupos vulnerables, hacia el diseño de mecanismos internacionales de protección e incluso hacia la formulación de nuevos derechos. En la actualidad, prácticamente todos los Estados, con mayor o menor énfasis, incorporan en su ordenamiento jurídico interno una lista de derechos individuales "y confieren algunas garantías mínimas para el goce y ejercicio de esos derechos...", justamente en el entendimiento de que resultan imprescindibles para la realización de la dignidad humana y que en caso contrario se les haría muy difícil la convivencia en el orden internacional.

Justamente después de la segunda guerra mundial, a medida que se suscribían los grandes convenios internacionales, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, se hacía patente la necesidad de contar con más documentos y apuntar hacía un sistema de garantías que contribuya en la protección de los derechos, proceso que se dio y se da con enormes resistencias, desde los más diversos países, grupos y sectores, como ocurre con el Tribunal Penal Internacional que nace sin el apoyo de un país fundamental en el mundo contemporáneo: los Estados Unidos". También debe recordarse que en los años más duros de las dictaduras latinoamericanas, fue cuando la concepción garantista de los derechos humanos comenzó a desarrollarse con fuerza, jugando un papel decisivo en esta filosofía la política implementada por el Presidente James E. Carter, en la década de los setenta. Mismo en e1 campo del derecho internacional resulta una constante la creciente asimilación entre derechos y garantías, alcanzando a los mecanismos creados para el efecto. Tal es así que la Convención Europea de Derechos Humanos prevé la fusión de la Comisión y de la Corte Europea de Derechos Humanos, apuntando a la creación de un único organismo judicial de supervisión, ocurriendo algo semejante en otros sistemas continentales. En el continente americano se van completando las posibilidades de lograr una más estrecha coordinación entre la Comisión y la CIDH, perfeccionando gradualmente los mecanismos y procedimientos particulares.

El Dr. Antonio Augusto Cancado Trindade, hasta hace poco Presidente de la Corte Interamericana y actual miembro, dice que: "Las perspectivas delos sistemas regionales de protección deben ser considerados necesariamente dentro del marco de la universalidad de los derechos humanos. En el proceso de construcción de una cultura universal de observancia de los derechos humanos, un rol importante está reservado a los sistemas regionales de protección. Cada uno de éstos pasa por un momento histórico distinto".

Los principales instrumentos que hoy rigen en el sistema regional son:

Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, Convención Americana sobre Derechos Humanos, Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, sociales y culturales, Protocolo a la Convención sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte, Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Estatuto de la Corte Interamericana de

Derechos Humanos y Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Lo que debe quedar bien claro es que estos derechos cobran importancia sólo cuando los hombres viven y desarrollan su actividad en un medio social, y el ejercicio de dichos derechos alcanza la protección contra los abusos o los errores de las autoridades gubernativas, ya: sea por acción u omisión cuando se niega a proteger a alguien perjudicado por un particular, siempre y cuando el sistema legal así lo tenga establecido.

Las constitucionales presentan las siguientes características:

1) Son unilaterales, pues está a cargo del poder público efectivizar su vigencia; 
2) Son irrenunciables, en cuanto hacen a la naturaleza misma del hombre y así ser reconocida en los textos fundamentales; 
3) Son permanentes, implícitos al derecho protegido;

4) Son generales, protegen absolutamente a todos los seres humanos.

Resulta interesante destacar que más allá incluso de su aspecto normativo, los derechos humanos han tenido un efecto político importante, derivado de la interdependencia que existe entre ellos, relacionándose así cuestiones políticas, sociales y económicas con la democracia misma.

Finalmente, cualquier evaluación del sistema interamericano desde la perspectiva de las garantías constitucionales supone analizar los elementos normativos, el funcionamiento de los organismos encargados de la aplicación, la competencia de los mismos y los procedimientos para hacer funcionar la maquinaria garantista, cuanto mejor funcione mayor será la vigencia de las garantías.

Su desarrollo constitucional en el Paraguay

Desde los inicios mismos del liberalismo, los documentos generalmente constaban de dos partes: "una introductoria en donde se establecen los derechos públicos de los individuos, otra en la cual se regulan los órganos supremos del Estado, sus relaciones y sus funcione, significando siempre una garantía para el individuo, consolidando la libertad mediante una serie de resortes declarativos e instrumentales que sucesivamente irán apareciendo, acompañando también las luchas por la libertad. Algo parecido ocurrió en el Paraguay, a un ritmo más conservador, como lo marcaba el fuerte arraigo autoritario local.

El Reglamento de Gobierno de 1813 nada dice sobre las garantías individuales, pudiendo apenas citar un escueto art. 3 que dice: "Su primer cuidado será la conservación, seguridad y defensa de la República con toda la vigilancia, esmero y actividad que exigen las presentes circunstancias...”, mientras el Art. 12 manda la creación de "...Un tribunal superior de recurso, que deberá conocer y juzgar en última instancia conforme a las leyes, según la naturaleza de los casos y juicios que se dejase a su conocimiento..". Resulta evidente que la urgencia era la consolidación del naciente proceso político independentista, de modo que pocas chances tenían de florecer los derechos individuales.

El Congreso General de 1814, en clara decisión regresiva, no hizo otra cosa que nombrar a Rodríguez de Francia como Dictador Supremo de la República, reducir el número de congresales " a la quarta parte", es decir a unos doscientos cincuenta aproximadamente y fijando mayo de 1816 para el próximo congreso. En 1816 Francia es elegido Dictador Perpetuo de la República, con "calidad de ser sin ejemplar" y en el país no se volvió a hablar de normas jurídicas que limitaran el poder y protejan las libertades públicas.

La Constitución de 1844 o "Ley que establece la Administración Política de la República del Paraguay y demás que en ellas se contiene" en su Art. 7 hablaba de un Juez Superior de Apelaciones y en su Título X Ordenanzas Generales contenía algunas referencias a las libertades y a lo que podía denominarse derechos fundamentales: igualdad ante la ley, derecho a ser oído, libre tránsito, mientras otros como la educación y la instalación de imprenta requerían autorización del gobierno. Sin embargo, al no ser desarrollada la prescripción del Art. 7, no existían posibilidad alguna para el desarrollo de las garantías y, como tantas otras veces en nuestro país, las reformas que se hicieron apuntaron directamente a consolidar la fortaleza del Ejecutivo y no a mejorar en materia de libertades.

En noviembre de 1870 se sanciona una nueva Constitución, que recepciona los principios de la democracia liberal y en su capítulo 11 Derechos y garantías los desarrolla ampliamente. Expresamente el Art. 11 consagra "el derecho de ser juzgado por jurados en las causas criminales, será asegurado a todos y permanecerá para siempre inviolable", mientras el Art. 117 decía que "La defensa es libre para todos ante los Tribunales de la República" y se consagraba la obligatoriedad de fundar toda sentencia en la ley”. Es muy importante recordar que el 5 de enero de 1869 las tropas de la triple alianza ocuparon Asunción y todo el debate constituyente se realizó con el territorio ocupado, sin que pueda hablarse de una vigencia de la soberanía política y con una enorme influencia de los principales países en pugna, Brasil y Argentina," sobre los dirigentes paraguayos. Se reconocen todas las garantías y derechos vigentes internacionalmente en la época: "La Constitución de 1870 es hija de su época y su circunstancia; liberal en extremo, individualista al máximo, bicameralista, llena de desconfianza a los gobiernos fuertes, a las dictaduras, ignorando los problemas sociales. Creó, sin embargo, el marco jurídico en que se movería el Paraguay, al menos formalmente, durante setenta años".

Escapa al objetivo de este trabajo analizar históricamente el desarrollo y consolidación de esta Constitución, cuestión que abordamos en otras publicaciones pero no podemos dejar de señalar el papel importante que jugó en la difusión de las ideas republicanas y que sirvió como elemento movilizador en el afán de construir un sistema republicano en un país destrozado por la guerra y ocupado militarmente.

El 10 de julio de 1980 se dicta el Decreto Ley N° 2.242 “por cual se promulga la nueva constitución nacional", que tiene un título denominado "Derechos, Deberes y Garantías", donde desde el Art. 19 al 37 se ocupa de los clásicos derechos del individuo, sin hacer referencia expresa a algún tipo de garantía procesal. Característica fundamental del texto es la incorporación de algunos principios del constitucionalismo social, lo que significa un cambio radical en comparación de la de 1870, cuestión que también se proyecta sobre las libertades públicas y el equilibrio de poderes, ocasionando una evidente restricción a las mismas.

La Constitución de 1967, en lo que hace a la enunciación de los derechos, garantías y obligaciones, va a seguir el modelo de sus pares latinoamericanas, fundamentalmente la Venezolana, recurriendo a clasificar los derechos en individuales, sociales y económicos, a los que añade los de los trabajadores y los derechos políticos. Los derechos individuales se regulan del Art. 48 al 80, se hace una extensa enumeración pudiendo citar: inviolabilidad del domicilio, libertad de pensamiento y de prensa, derecho de petición, protección de la propiedad privada.

En el campo especifico de los instrumentos procesales, se reconoce por primera vez el Hábeas Corpus (hasta entonces solo tenía rango legislativo), en el Art. 78 "Está reconocido y se garantiza el Hábeas Corpus. Toda persona ilegalmente detenida o coartada de cualquier modo en el ejercicio de su libertad individual, o un tercero en su nombre, sin necesidad de poder, tienen derecho a pedir ante la autoridad judicial competente, en forma verbal, por escrito, o por telegrama colacionado, que se le haga comparecer para restituirle su libertad.

Cuando la autoridad judicial lo estimare conveniente, se practicarán las comprobaciones del caso en el lugar en que se hallare el detenido. El procedimiento será breve, sumario y gratuito. La ley reglamentaria rodeará esta institución de las máximas seguridades y se establecerá sanciones para quienes se opongan arbitrariamente".

Al mismo tiempo es recepcionada la Acción de Amparo, cuyo origen procede del derecho mejicano en el Art. 77 se establece el recurso de amparo: "Toda persona que por un acto u omisión ilegítimo, de autoridad o de un particular, se crea lesionada o en peligro inminente de serlo, de modo grave, en un derecho o garantía que consagre esa Constitución, o la ley, y que por la urgencia del caso no pudiera remediarse por la vía ordinaria, podrá recurrir ante cualquier Juez de Primera Instancia a reclamar amparo. El procedimiento será breve, sumario, gratuito, y de acción pública, y el Juez tendrá facultad para salvaguardar el derecho o garantía, o para establecer inmediatamente la situación jurídica infringida. La ley reglamentará el procedimiento".

Tanto el Hábeas Corpus como el Amparo son temas desarrollados por otros colegas en esta misma edición, razón por la cual no nos ocuparemos de las mismas, pero debemos señalar que la incorporación constituye un acontecimiento revolucionario en la historia constitucional paraguaya, país de larga tradición autoritaria.

La Constitución paraguaya de 1992 y el sistema de garantías. Una visión procesal

En 1992 por primera vez en toda la historia del Paraguay unos ciudadanos logran reunirse en convención en un ambiente de libertad, en ejercicio de la soberanía, sin la existencia de fuerzas extranjeras que ocupen el territorio y tutelen el proceso, como en 1870 y sin la existencia de una dictadura que condicionaba desde el inicio mismo el margen de liberalidad, como en 1967. También se estaba muy lejos de tener que soportar un Decreto del Poder Ejecutivo que "otorgaba" al Paraguay una ley fundamental, como en 1940. Reunidos tras unas elecciones libres, discuten en convención poniéndose a tono con los nuevos tiempos, se produce la plena recepción del constitucionalismo social, principio que permea todo el texto y habrá de influir en todo el desarrollo legislativo posterior de los derechos fundamentales en juego. Bien dice Daniel Mendonca que: "...representa la unión de dos fórmulas simples: Estado social y Estado de Derecho. Los problemas planteados por la articulación de los dos elementos de la fórmula no han recibido solución clara y uniforme en la doctrina de los países que la han incluido en sus textos constitucionales. Debe tenerse presente que la fórmula en cuestión, a pesar de haber tenido notable arraigo constitucional, es ante todo, una fórmula destinada a modelar una forma de Estado protector del individuo frente al poder y comprometido con la promoción del bienestar social. 
En otras palabras, se trata de un mandato constitucional que debe impregnar todo el desarrollo legislativo, jurisprudencial y administrativo del país, orientando el accionar de los poderes públicos, cargándole de contenido y concretamente en el caso que nos ocupa, también debe alcanzar al desarrollo procesal constitucional.

En 1992 los paraguayos consagran la norma jurídica fundamental que más extensamente recoge y protege las garantías individuales, en su amplia acepción. En el largo acontecer de la historia política paraguaya, y pese a las marchas y contramarchas que ha sufrido, puede decirse que el Paraguay ha sido capaz de llegar a buen puerto en esta materia, por lo menos en términos de derecho positivo, evidenciando así que la historia del derecho constitucional es también la de la limitación del poder público. Probablemente se encuentre en esta necesidad de vincular permanentemente la protección de las libertades clásicas con el desarrollo de la justicia social donde más se evidencie la pobreza de nuestro constitucionalismo local, dominada por un pensamiento conservador que no atina a enfrentar los grandes cambios que la democracia contemporánea exige.

Esa limitación en parte se evidencia en la forma en que se desarrolla la jurisprudencia penal, donde se privilegia el caudal económico de los procesados en detrimento de los encausados sin recurso, o la protección unilateral de ciertos derechos olvida la extrema pobreza que castiga al país desatando violentas e indiscriminadas represiones o los conflictos sociales del campo prácticamente se criminalizan, mientras grandes defraudadores de bancos y el erario público gozan a plenitud de las ventajas del nuevo sistema. etc. Violentándose el principio de la equidad y la igualdad ante la ley (Art. 46 CN).

En el Titulo II De los derechos, de los deberes y de las garantías se abre una larga serie de artículos, que va desde el Art.4. Del Derecho a la Vida, hasta las puntualmente denominadas en el Capítulo XII De las Garantías individuales. El Art. 131 dice que "Para hacer efectivos los derechos consagrados en esta Constitución, se establecen las garantías contenidas en este capítulo, las cuales serán reglamentadas por la ley" y puntualmente aparecen: La acción de inconstitucionalidad (Art. 132), el Hábeas Corpus, en sus tres versiones: preventivo, reparador y genérico, la Acción de Amparo (Art. 134) y el Habeas Data (Art. 135). Todas estas figuras son objeto de tratamiento especial y particular por colegas en otros capítulos, razón por la cual pondremos énfasis en los derechos y garantías desde una perspectiva procesal, atendiendo también a la innegable actualidad del tema. Como bien señala Carlos S. Nino "la garantía general del debido proceso legal implica una serie de subgarantías: a) las del acceso a la jurisdicción, b) las de las características que debe tener el proceso - larguisima en el Paraguay- y c) las que se refieren a las condiciones generales que debe satisfacer un acto de coacción dispuesto como consecuencia del proceso".
IV.1. El vínculo entre el ciudadano y la Constitución
El constitucionalismo social está firmemente consagrado y desarrollado en nuestro país y el mismo impregna o debe impregnar también todo el desarrollo legislativo y jurisprudencial, razón por la cual "el derecho penal de un Estado social y democrático debe asegurar la protección efectiva de todos los miembros de la sociedad, por lo que ha de tender a la prevención de delitos (Estado social), entendidos como aquellos comportamientos que los ciudadanos estimen dañosos para sus bienes jurídicos -bienes no en un sentido naturalista ni ético individual, sino como posibilidades de participación en los sistemas sociales fundamentales- y en la medida en que los mismos ciudadanos consideren graves tales hechos (Estado democrático).."
Esta constatación nos presenta varios aspectos que no pueden desconocerse en el estudio de las garantías, especialmente de las garantías de carácter procesal penal. En primer lugar, el respeto escrupuloso de las garantías individuales: presunción de inocencia, principio de libertad mientras dure el proceso, el fin de la pena, etc. todo el Art. 17 CN, pero al mismo tiempo deberá considerarse la protección de la sociedad (Art. 19 CN), la seguridad del individuo (Art. 9), y su derecho a la vida (Art. 4). La regla general de análisis de todo magistrado, deberá tener en cuenta siempre las garantías del debido proceso pero también la protección de la sociedad y el derecho a la seguridad y es en este punto en el que se está muy lejos aún de encontrar el justo equilibrio, como veremos más adelante.

Por otra parte el derecho debe contemplar los valores vigentes en una sociedad, no puede legislarse en forma totalmente contraria a los mismos y también debe mantener una comunicación fluida con la sociedad, pues en caso contrario puede alejarse, alienarse del pueblo y perder rápidamente legitimidad y justificación. Un Estado democrático ha de apoyar su derecho penal en el consenso de sus ciudadanos y lograr sus objetivos no solamente en base al miedo sino poniéndose al servicio del sentimiento jurídico del pueblo, que lo debe sentir necesario y justo. El derecho penal debe desarrollarse con estricta sujeción a los límites del principio de legalidad y aparte de servir a la mayoría debe también atender y respetar a toda minoría y a todo ciudadano, siempre que esto sea compatible con la paz social.
No puede negarse que la pena es un instrumento fundamental en la lucha contra el delito y a favor de la seguridad ciudadana, constituye una forma limitada de prevención, pero siempre sometida a garantías básicas conformes a los principios del Estado social, donde "el aumento de la seguridad ciudadana ha de buscarse por otra vía previa, la de una política social adecuada. Ese camino es, como todo camino democrático, más difícil, pero también el único que conduce a soluciones a largo plazo. No se trata de ponerle un parche doloroso al presente, sino de que el mal de hoy sirva de acicate para construir un futuro mejor".
IV.2. La presunción de inocencia
De acuerdo con el art. 17.1 de la Constitución Nacional "En el proceso penal o en cualquier otro del cual pudiera derivarse 1 pena o sanción, toda persona tiene derecho a: a) que sea presumida su inocencia..", institución está que no termina de ser correctamente comprendida en nuestros tribunales, a tal punto que se llega a una aplicación que muchas veces perjudica el debido y, sea en detrimento de la misma, víctima (cuando, por ejemplo, vía exigencia de fianza real se violenta brutalmente el principio de igualdad ante la ley); de la sociedad (cuando invocando esta garantía se conceden medidas sustitutivas incorrectas) o cuando se actúa en desmedro de la protección de la sociedad.

Antes que ocuparnos de algunos casos prácticos, es importante entender la naturaleza jurídica de la figura. Evidentemente nos hallamos ante un derecho fundamental que vincula a todos los poderes públicos28 y que es de aplicación inmediata, sin admitir dilaciones o postergaciones, como derecho público subjetivo que es. El mismo autor lo define como "el derecho a no ser condenado sin pruebas de culpabilidad o sin actividad probatoria realizada con las debidas garantías que en alguna forma pueda entenderse de cargo...”. Se proyecta además como un límite de la potestad legislativa y, a su vez, como criterio de interpretación de las normas vigentes, se presenta la doble vertiente:

I) En el ámbito procesal, donde necesariamente implica una regla de tratamiento, a) Que toda condena necesariamente deberá ir precedida de una actividad probatoria, b) Las pruebas que motiven la condena deberán ser constitucionalmente legítimas y c) La carga de la prueba corresponderá siempre a los acusadores.
II) En las situaciones extraprocesales, el derecho consistiría en recibir la consideración y el trato de no autor o partícipe de los hechos delictivos o análogos a estos, disposición que tiene además una norma expresa en el Art. 22 CN " La publicación sobre procesos judiciales en curso debe realizarse sin prejuzgamiento. El procesado no deberá ser presentado como culpable antes de la sentencia ejecutoriada".

Es posible, por tanto, concluir que el ámbito de eficacia de la presunción de inocencia se restringe al terreno de los hechos, sin que tenga que convertirse en un muro que impida la protección de la sociedad o haga inviable cualquier medida restrictiva que pueda dictar un juez en el marco de una investigación. Un Fiscal puede estar genuina mente convencido de la culpabilidad de un investigado, realizar todo lo que esté a su alcance para producir las pruebas que así lo demuestren, y eso no significa que esté violentando su inocencia presunta.

Resulta indiscutible que una de las garantías básicas de nuestro sistema es que nadie puede ser penado sin juicio previo y por lo tanto debe permanecer en libertad mientras no exista condena, derecho que se restringe con el objeto de asegurar la comparecencia en juicio y garantizar los fines perseguidos en el proceso penal, o que inevitablemente relaciona a la presunción de inocencia con el derecho a permanecer en libertad mientras dure el proceso, a la prisión preventiva (Art. 19 CN) y a la seguridad jurídica de las personas (Art. 9 CN).

Por más que muchos insistan en querer separarlos mecánicamente, en la práctica con enorme frecuencia se presentan estos derechos y en ocasiones generan conflictos que no pueden ser desoídos, debiendo sopesarse razonadamente las garantías individuales del procesado con las garantías de la sociedad y el derecho de los individuos que forman parte de la misma.

Esto significa que a) no podrá exigirse que, en virtud al principio de presunción de inocencia el juez quede obligado a calificar los hechos de una determinada forma. Dicho de otra manera, la calificación jurídica de los hechos queda excluida del ámbito de valoración de la presunción de inocencia, puesto que dicha calificación supone un juicio de valor y b) tampoco cubre la presunción de inocencia los elementos subjetivos de la culpabilidad penal o de la intencionalidad del agente, ni sirve de cobertura a las circunstancias eximentes y atenuantes, ni a la responsabilidad civil. 
Picó i Junoy explica que las medias cautelares no suponen por si mismas vulneración del derecho fundamental a la presunción de inocencia, "pues esa se asiente sobre la idea esencial de que toda condena o sanción se funde en una actividad probatoria suficiente que, practicada con las debidas garantías lleva a la convicción racional de culpabilidad del imputado.
En nuestro derecho sin embargo, como veremos más adelante, es peligrosamente desvirtuada la aplicación de este principio para beneficiar a los delincuentes de cuello blanco que, fianza real de por medio,- escapan del alcance de la justicia mientras las cárceles se hacinan con los pobres, que no tienen recursos para la fianza real y entonces tampoco, en cruel paradoja, tienen presunción a la inocencia. Vemos en este caso como también las personas de escasos recursos ven que la garantía de igualdad consagrada en el Art. 46 se convierte en letra muerta, con lo cual tampoco se materializa el principio básico de la prisión preventiva, que debe ser dictada solamente en los casos estrictamente necesarios paras las diligencias judiciales. Vía dinero, entonces se pervierte un principio básico de la Constitución: la igualdad ante la ley, y entonces aunque existan las condiciones objetivas para que un procesado pobre pueda beneficiarse con las medidas sustitutivas de prisión, al carecer de la posibilidad de dar fianza real supuestamente persiste el peligro de fuga y entonces no hay medida sustitutiva. En el derecho comparado y especialmente en materia penal, el arraigo económico generalmente se limita para suplir la carencia de domicilio del interesado, debiendo siempre concurrir otros factores equilibrantes, de manera a no castigar así la inferioridad económica de los procesados.

Estamos así ante un caso de dudosa constitucionalidad, lo que se materializa cuando los magistrados aplican un criterio estrictamente civilista en materia de fianza y consideran que la suma asegura el resarcimiento económico por el delito investigado si es que se produce la fuga, cuando que en materia penal y más aún, en el campo del constitucionalismo social, también debe protegerse a la sociedad, que así queda nuevamente expuesta cuando el delincuente cuenta con patrimonio elevado y justamente utiliza este recurso para burlar el alcance de la administración de justicia.

En este debate entra en juego también el mismo derecho a la vida, dado que el Art. 34 extiende la protección a la "integridad física y síquica", el derecho a la seguridad (Art.9) y puede hacer añicos el derecho a la tutela judicial efectiva que asiste a las víctimas y a la misma sociedad, que sí es una garantía constitucional reconocida dogmática y procesalmente (Art. 9 CN y arts. 131 y sgts).

Es importante entonces, si concebimos como una garantía que no puede ir en desmedro de otras, intentar acortar los alcances de la misma. El Prof. Diez Picazo dice que "la presunción de inocencia es una presunción iuris tantum, que debe ser desvirtuada, lo cual exige que el órgano judicial penal, sin perjuicio de su facultad de libre apreciación en conciencia de la prueba, se base para condenar en una mínima actividad probatoria que pueda considerarse de cargo y que haya sido practicada con todas las garantías...” Aquí, básicamente actúa como una norma reguladora de la sentencia penal, no de las medidas cautelares o sustitutivas de prisión, si bien no puede negarse que en algo extienden su influencia. Profundizando esta tesis, no es otra cosa que la exigencia de una mínima actividad probatoria y que obliga al Juez a no limitarse a una simple enumeración de los hechos en su sentencia, sino a expresar fundadas razones en que se basa. Yendo más lejos aún en defensa de la presunción de inocencia, hay que señalar que la misma exige aparte de la actividad probatoria mínima, otros derechos y garantías, tanto así que la misma Constitución establece una serie de requisitos que deben cumplirse:

Así, las disposiciones del Art. 17: que se juzgue en juicio público, la posibilidad de ofrecer, practicar, controlar e impugnar las pruebas, el acceso a las actuaciones procesales, etc. y, muy puntualmente, la prohibición de dar eficacia a las pruebas obtenidas en violación de los derechos fundamentales. 

Resulta innegable que la inocencia presunta influye y, particularmente en su vertiente de regla de tratamiento impone una limitación de las medidas restrictivas de derechos durante el proceso, lo que podría conducir a la inconstitucionalidad de las medidas restrictivas por violar la presunción de inocencia, al menos si las mismas resultan desproporcionadas o irracionales, pues no sería así propiamente una medida cautelar sino tendría evidente carácter punitivo en cuanto al exceso.

Ahora bien, por todo lo dicho puede concluirse que la "prisión provisional es, con carácter general compatible con el principio de presunción de inocencia, siempre y cuando dicha medida no suponga la anticipación de medidas de carácter sancionador, con carácter previo a la sentencia. El derecho a la presunción de inocencia trae consigo, por tanto, la inconstitucionalidad de medidas cautelares penales con finalidad punitiva.
Constitucionalmente resulta indiscutible que la prisión provisional es una medida excepcional, que solo puede dictarse cuando fuese indispensable en las diligencias del juicio (Art. 19 CN) y su límite está dado por el mínimo de la pena establecida para el delito en cuestión. La legislación penal fue aún más lejos al poner como límite dos años (Art. 236 CPP), pero esto no debe conducir a una confusión, frecuente en nuestro derecho, en que mecánicamente se invoca la inocencia presunta para poner en libertad a individuos con procesos pendientes, dos o tres a veces, por violación.

IV.3. Los derechos en conflicto
Pero no terminan aquí las tribulaciones surgidas en el desarrollo judicial de estos principios constitucionales, pues frecuentemente entran en conflictos los derechos constitucionales y la jurisprudencia mantiene criterios altamente contradictorios que generan una gran inseguridad jurídica y desconcierto en la ciudadanía, que muchas veces terminan culpando a la democracia por los desarreglos que ocurren, llegando a socavarse la legitimidad misma de las instituciones.

Justo es señalar que el nuevo sistema penal constituye un avance significativo en la protección de los derechos y garantías ciudadanos y por qué no decirlo, en favor de toda la sociedad. Sin embargo, esto no significa que no necesite ajustes, importantes modificaciones que respondan positivamente a la realidad, mejorando la protección del patrimonio público, la integridad física y síquica de las personas, el patrimonio de los clientes del mercado financiero, la integridad de la mujer, etc.

Lamentablemente es en este ámbito donde se encuentra uno de los principales problemas pues, siguiendo una tradición muy paraguaya, la resistencia al cambio es enorme, las posiciones fundamentalistas predominaron durante todo el debate de creación legal y siguen hasta hoy, las descalificaciones son la respuesta a los pedidos de ajustes. Así, en pleno proceso de discusión y ante la enorme resistencia de los autores a introducir modificaciones, en 1998 el Dr. Juan Carlos Mendoca publica un artículo breve, sencillo, pero que está llamado a figurar en los anales del debate jurídico paraguayo por su lucidez e increíble premonición: decía que se atrevió a ingresar en el debate cuando se enteró que uno de los principales proyectistas de la reforma penal conoció el delito de abigeato al llegar al Paraguay y seguidamente pasaba a realizar unas sugerencias de modificaciones. Nadie que se precie de conocer el abc del derecho podrá negar la calidad intelectual del citado profesor, que reclamaba así mayor apertura para el debate.
Algo parecido decía el periodista Antonio Carmona, reclamando la apertura al debate: "En este tiempo de lucha hemos constatado con satisfacción que se han sumado muchos a la tarea de transparentar la información y de mejorar las leyes que la limitan y que hoy se han abierto al debate público al respecto; y aquél Código perfecto e intocable es hoy objeto de propuestas para perfeccionarlos, habiéndose aprendido una lección que creo fundamental en la convivencia cívica y la vigencia del Estado de Derecho, que las leyes son perfectible que son de interés público y, por lo tanto, interesan y comprometen a todos, que son un asunto demasiado serio como para dejarlo solamente en manos de juristas y legisladores, de ahí la necesidad de apoyar con firmeza el debate, abandonando posturas cerradas o autosuficientes, mucho más aun cuando no tienen el soporte de la excelencia intelectual.

El problema se agrava cuando aparecen los argumentos sofistas, buscando dar un ropaje de verdad a la mentira. Es así que, cuando se insiste en la necesidad de introducir ajustes, algunos responden que es incorrecto realizar modificaciones parciales, que el problema no está en la ley, etc. Y es cierto que estamos ante un problema complejo, pero que requiere una respuesta desde diversos ámbitos, sin tener que esperar a realizar nuevamente "la gran reforma", esa es la responsabilidad que n puede rehuirse: afianzar permanentemente el Estado de Derecho.

Volviendo al tema que nos ocupa, podemos citar un sonado caso en que un ganadero da muerte a su vecino, con quién mantenía un conflicto judicial por la servidumbre de paso (un joven de 27 años), disparándole varios balazos, lo deja abandonado en la entrada de la estancia y luego se dirige a la unidad policial donde se entrega. Y es aquí donde la brutal diferencia de criterios entre magistrados emerge con toda fuerza: el Juez de Primera Instancia considera que: 1) Continúa existiendo el peligro de fuga considerando la posible pena, pero puede reducirse con medidas sustitutivas de prisión preventiva, 2) La prisión preventiva resulta gravosa para la libertad y se decreta en casos en que no resulta suficiente asegurar el sometimiento limitado al procedimiento penal que se le sigue, 3) El imputado demostró arraigo y se ha presentado voluntariamente a darse por detenido, lo que permite suponer la voluntad de sujetarse a la investigación. En consecuencia, es procedente el Arresto Domiciliario, con control aleatorio por parte de la policía.
La decisión causó una gran indignación ciudadana, los padres del muerto eran personas de recursos económicos y sus abogados apelan inmediatamente. En tiempo récord, el Tribunal de Apelación, en su Auto Interlocutorio N° 224/13/jun/00 considera que:

1) El imputado se presentó a darse por detenido y entregar el arma homicida, demostrando con ello su voluntad de sujetarse a la investigación, atendiendo a la pena que podría ser impuesta, 3) La importancia del perjuicio causado: pérdida de una vida humana, bien jurídico estimado como el más alto valor y considerado en primer lugar de importancia para la protección legal. Derecho a la vida., 4) Existe peligro de obstrucción de un acto de investigación. Los testigos presenciales trabajan o viven en las cercanías del establecimiento donde reside el encausado, lugar en el que debe cumplir el arresto domiciliario. Esto lleva a la sospecha de la posibilidad de influir sobre los testigos, más aun considerando cierta relación de dependencia, siendo peones de los establecimientos de la zona, y siendo el encausado ganadero de la misma localidad.

2) Por esas razones, el Tribunal revoca la Resolución del Juez de Primera Instancia. 

Tenemos así un caso paradigmático, donde los jueces resuelven, en brevísimo tiempo, en sentido totalmente contradictorio, opuesto. Dos respuestas antagónicas para el mismo caso. No puede decirse aquí que haya existido prevaricación o resolución motivada económicamente, soborno; no, todo lo contrario, se trata de un caso de apreciación judicial totalmente contradictorio y cuya permanencia no puede admitirse por la extrema gravedad de las consecuencias sobre la convivencia ciudadana.

Existe una apreciación equivocada por parte del Juez de primera instancia, que sin mayores fundamentos considera como un dato decisivo, que evidencia la voluntad de someterse a la justicia, el que el procesado se haya presentado voluntariamente. Se menoscaba de esa manera un valor fundamental de la Constitución: el derecho a la vida de la víctima (art. 4 CN), el derecho a obtener reparación que tienen los parientes, el derecho a la tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica consagrada en el art. 9CN. Todo por una visión equivocada de la presunción de inocencia y, consecuentemente, una visión también errada de la prisión preventiva, con lo cual la sociedad puede quedar desprotegida Algo parecido ocurre cuando se dictan medidas sustitutivas poniendo como condición fundamental la "vigilancia aleatoria de la policía", cuando esta institución se encuentra completamente superada en los hechos, sin cumplir siquiera con la seguridad ciudadana en la vía pública, en sus bienes, para además someterla a un control aleatorio que todos sabemos es mentira, de cumplimiento imposible.

O qué decir de la forma en que se aplica el "arraigo", trasladando un concepto estrictamente civil para ciertos tipos de delitos en los que la misma resulta directamente una burla: los narcotraficantes o delincuentes de cuello blanco, que justamente lo que más tienen es dinero para "arraigarse procesalmente", pero no gran voluntad de someterse a la justicia y apenas obtienen la libertad, huyen. De este beneficio los pobres están directamente excluidos, que es una de las razones fundamentales para que las cárceles estén hacinadas de indigentes procesados mientras los delincuentes o presuntos delincuentes ricos gozan de la medida sustitutiva o directamente ya se han fugado. Para hacer compatible con el precepto constitucional de igualdad ante la ley y en el proceso, cuando se trata de personas de escasos recursos, los magistrados deberían buscar otras exigencias alternativas al arraigo, de manera que la falta de dinero no se convierta en un muro para la libertad.

Tampoco puede olvidarse el carácter verdaderamente demoledor sobre la convivencia ciudadana y seguridad social que tienen ciertos delitos: violación, narcotráfico, etc.) Qué decir a los padres de niñas que son violadas y asesinadas por personas que soportan tres o cuatro procesos por la misma causa y que fueron puestos en libertad por la inocencia presunta o la aplicación aislada y errónea del principio de libertad mientras dure el proceso?

Otro ejemplo práctico de cómo se desvirtúa el principio constitucional de seguridad jurídica (Art. 9), protección de la sociedad y se considera exclusivamente una vertiente de la inocencia presunta y una visión unilateral de los derechos en conflicto es en la causa "Ministerio Publico c/ W. B. S/ lavado de dinero", donde una persona implicada en el caso conocido como mega asalto solicitó medidas sustitutivas. Pues bien, el Juzgado recordó lo dispuesto por el Art. 19 CN en materia de prisión preventiva, invoca el Art. 245 del CPP, que "sin prejuzgar sobre la culpabilidad o inocencia de la imputada, el principio es que la misma tenga la oportunidad de soportar un proceso penal en un régimen de mayor libertad y buscando asegurar la misma esté siempre a disposición de la investigación fiscal...”, luego hace consideraciones sobre los inmuebles presentados como garantía (justamente una procesada por lavado de dinero y asalto) y termina disponiendo el arresto domiciliario, bajo custodia policial. Nuevamente aquí se evidencia que en ocasiones se beneficia a quien tiene recursos económicos, aparte de olvidar las deficiencias en recursos humanos que tiene la Policía, tanto que está muy lejos de asegurar la seguridad en la vía pública. Queremos significar que los magistrados deben observar detenidamente este problema, no ceñirse exclusivamente a la caución real, pues muchas veces este es el camino elegido para la fuga, como lo certifican casos sonoros en nuestra historia judicial reciente.

En un excelente ensayo sobre el constitucionalismo social en el Paraguay, Daniel Mendonca dice: "El país padece un marcado estancamiento económico. La distribución de la riqueza se caracteriza por sus grandes disparidades. La propiedad del tierra se halla concentrada en un número cada vez menor de grandes explotaciones, mientras la gran mayoría de las explotaciones campesinas ocupa extensiones ínfimas de la superficie explotable…” e insiste en la necesidad de llenar de contenido el desarrollo jurídico paraguayo, advirtiendo que puede darse un divorcio entre sociedad y Constitución. La gente percibe que en ocasiones hay discriminación en la forma de protección de los derechos, mientras los fiscales recorren los campos con órdenes de detención innominada en los casos de conflictos de tierra, las niñas campesinas son violadas por reincidentes. Y esto se extiende a todas las clases sociales, como puede comprobarse con el caso de un Fiscal que valido de una medida cautelar se instalaba en las aduanas del país y decidía que contenedores podían abrirse y cuáles no, sustituyendo al poder de policía aduanera del Estado. La equidad en el trato es fundamental para la legitimidad del derecho.

Ante el evidente fracaso de corregir por la vía pretoriana los excesos cometidos por muchos magistrados en la concesión de las medidas sustitutivas, a la que debe sumarse la enorme presión ciudadana, que muchas veces podría empujar a reformas no democráticas, los poderes públicos comenzaron a impulsar las modificaciones. La Corte Suprema de Justicia dictó la Acordada N° 3 19/04 "Que reglamenta la concesión o revocación de medidas cautelares personales", donde establecen que los jueces penales deberán contar con los antecedentes penales; " como parte de los datos personales del imputado, para la disposición o revocación de la medida cautelar", con lo cual directamente se insiste en que el magistrado estudie seriamente los antecedentes para la concesión de las medidas cautelares, todo recordando que los magistrados que incumplan serán pasibles de las responsabilidades que en derecho correspondan". Evidentemente se busca que las personas que cuenten con varios antecedentes no puedan beneficiarse con tanta facilidad y, llevada por su prudencia, la máxima instancia judicial se limita a esta exigencia. El Art. 5 de la Acordada señala que los jueces deben conocer la solvencia económica "de manera a tener la certeza suficiente en caso de que sea necesario ejecutar la caución que se presta...”, disposición que no debería cerrar el camino a los insolventes, para quienes, como ya señalé más arriba, deberían buscarse otros requisitos.

Los jueces tendrían que avanzar en el 'desarrollo constitucional y buscar diferenciar los tipos de delitos para analizar las medidas que se solicitan en un expediente. En el caso de una personas procesada por tres o más delitos de violación (verdadero flagelo en todo el Paraguay) debería analizarse con mayor rigor que en el caso de un detenido por robo menor, lesión corporal, etc. apoyándose justamente en el concepto social de nuestra ley fundamental, que manda proteger a cada ciudadano y a toda la sociedad en su seguridad (Art. 9 CN), integridad física y síquica(art.4 ), así como en el momento de dictar sentencia no debe olvidar el fin de la pena: readaptación del individuo y protección de la sociedad, con la conjunción copulativa Y, que impide separar estos conceptos.

Por su parte, el Congreso ya tiene con media sanción un proyecto de ley que establece más requisitos para conceder las medidas sustitutivas, proyecto que lo realizó en medio de una fuerte presión ciudadana y sin que se hubiera estudiado con el tiempo y la precisión requerida.

Lo que sí debe exigirse con fuerza al Estado es que cumpla lo dispuesto en el Art. 20, donde habla de la readaptación del individuo. Con el actual sistema penitenciario las cárceles más bien destruyen al individuo, son escuelas de delito donde violan los más elementales derechos humanos y los poderes públicos poco hacen por mejorar las condiciones materiales de los centros de reclusión. Tal vez este sea un elemento que no pueda desconocerse cuando se estudia un caso y entonces el Fiscal o el magistrado sean más propenso a concederlo.
La garantía del hábeas corpus
   Juan Carlos Mendonca Bonnet

1. LOS ANTECEDENTES
Juntamente con las declaraciones de derechos, en las Constituciones modernas, aparecen las garantías procesales que permiten la vigencia de esos derechos. Suele decirse que aquellas son los "remedios procesales" que hacen posible la efectiva reparación de los derechos consagrados en la Constitución, cuando ellos son desconocidos de alguna manera o, incluso, hasta pueden convertirse en la vía para evitar de manera preventiva dicha violación. Su importancia es tal que sin esas garantías la declaración de derechos podría tener un carácter meramente simbólico o retórico; así, se convierten en el eficaz instrumento que otorga verdadera relevancia a los derechos fundamentales enumerados en la Constitución.

En el capítulo correspondiente a las Garantías Constitucionales (Arts. 131 a 136), nuestra ley fundamental enumera explícitamente a las siguientes: la Inconstitucionalidad, el Hábeas Corpus, el Amparo y el Hábeas Data. No debe olvidarse, sin embargo, que el Artículo 17 consagra otra garantía: la del Debido Proceso. Es posible que también el Artículo 12 constituya una garantía más de las consagradas en nuestra Constitución, aunque no se encuentre entre las expresamente enumeradas en el Capítulo correspondiente.

La más antigua de todas las garantías constitucionales es la conocida bajo el nombre de Habeas Corpus. Se señala que la misma tiene su origen remoto en el Derecho Romano, apareciendo de manera embrionaria en el Digesto bajo el nombre de Interdicto de Homine Libero Exhibendo. Luego, en la Inglaterra medieval surge el Writ of Habeas Corpus, que se convierte en derecho legislado en la Carta Magna de 12 15, aunque adquiere real trascendencia con el Acta de Habeas Corpus de 164 1, en la que la garantía adquiere las características básicas que conserva hasta hoy día. Hay que señalar, no obstante, que sigue evolucionando con interesantes modificaciones en el Habeas Corpus Act de 1679 y en el Statute de 1816.

Se trata de una institución tan importante que solamente tres países de latinoamérica carecen de mención expresa en sus Constituciones; ellos son: Cuba, México y Venezuela.

Hay que indicar que el Hábeas Corpus tal como ha sido concebido en nuestra Constitución tiene características que hacen difícil encontrar en la legislación comparada una consagración más amplia y acabada de la Si bien la redacción en algunos casos no es la mejor, no cabe duda alguna acerca de la intención del legislador constitucional por regular la institución de manera que sea capaz de proteger eficazmente el derecho de fondo que asegura; esto es, la libertad física consagrada en los Artículos 9" y 11 de la Constitución. Hay que agregar que nuestro Hábeas Corpus no se limita a proteger la libertad física de manera preventiva y reparadora, ya que el Hábeas Corpus Genérico (Artículo 133.3) también protege la seguridad personal y la integridad física y psíquica de la persona, cuyos derechos de fondo se hallan previstos en los Artículos 4' y 5' de la Constitución. Así, en nuestro sistema los derechos que caen bajo la égida del Hábeas Corpus son la libertad, la seguridad y la integridad física y psíquica. De este modo, el Hábeas Corpus adquiere una inusual, aunque no inédita amplitud. Decimos que es inusual ya que pocos son los países que le han conferido a la institución semejante alcance a nivel constitucional. Algunos admiten el Hábeas Corpus reparador y el genérico (Honduras 182); otros el reparador y el preventivo (Nicaragua 45); la gran mayoría sólo admite el reparador; y muy pocos admiten tanto el reparador, como el preventivo y el genérico (Argentina 43, Guatemala 263 y Paraguay 133). De lo dicho queda en claro que nuestro sistema constitucional reconoce expresamente en el Artículo 133 tres tipos de Hábeas Corpus: 1) Preventivo; 2) Reparador, y; 3) Genérico.

A continuación haremos algunas apreciaciones generales que pueden ser aplicadas a cualquiera de los tres tipos, para luego adentrarnos en el análisis de cada uno.

II. LA LEGITIMACION ACTIVA
El referido Artículo 133 de la Constitución comienza por establecer que la garantía puede ser interpuesta de oficio, por el afectado, por sí o por interpósita persona, sin necesidad de poder. Lo cual nos indica, a las claras, que la legitimación activa en el Hábeas Corpus es extremadamente amplia y que, en ningún caso cabrá discutirla. Llegándose al extremo de que el órgano jurisdiccional no requiere siquiera de denuncia alguna, pudiendo iniciar el procedimiento de oficio. A continuación el texto constitucional agrega "por cualquier medio fehaciente; como el párrafo no se separa del anterior por signo de puntuación alguno, crea una lamentable ambigüedad. En efecto, no queda claro si la mención a "cualquier medio fehaciente" se refiere a la presentación en sí misma o a la justificación de la representación. De la lectura de las actas de la Convención Constituyente surge que el "medio fehaciente " guarda relación con la presentación y no con la representación. Aquí hay que decir que tal vez haya habido un retroceso con relación al texto propuesto originariamente, el cual decía simplemente "por cualquier medio ", siendo la intención que la garantía pudiese plantearse incluso oralmente. Al agregarse la exigencia de que el medio sea "fehaciente" se impuso una condición que -si se la tomara literalmente- resulta en extremo gravosa, ya que esto exigiría documentos tales como telegrama colacionado, autenticación notarial, instrumento público o similar.

III. LA COMPETENCIA
A continuación la norma constitucional dispone que la garantía puede plantearse ante cualquier Juez de Primera Instancia de la circunscripción respectiva. Aquí también ha habido un cambio importante respecto del proyecto original, ya que, para comenzar, no se hablaba de Juez de Primera Instancia, sino simplemente de Juez, con lo cual se abría la posibilidad de que el Hábeas Corpus fuese iniciado incluso ante Jueces de Paz o de Justicia Letrada. Luego de discutido el tema se limitó la competencia a los Jueces de Primera Instancia. Pero esto no fue todo, se agregó también que tal Juez debía ser el de la circunscripción judicial respectiva. Esto obviamente puede causar problemas de competencia territorial que irían en detrimento de la eficacia de la garantía. Puede imaginarse uno la situación de una persona que es privada de su libertad de manera ilegal y que es trasladada inmediatamente a otro lugar de la República; difícil será decidir si es competente el juez del domicilio del afectado, o el del denunciante, o el del lugar en que se produjo la detención, o el del lugar donde se halla actualmente el detenido, o el del domicilio de la autoridad (si hay tal) que ordenó la privación de libertad ilegal. El trámite del Hábeas Corpus nos induce a pensar que el competente será el Juez de la Circunscripción donde se halla actualmente el detenido (cuando se trate del Hábeas Corpus reparador), lo que puede tropezar con la dificultad de que no sea posible para el denunciante determinar dónde se encuentra la persona en el momento de la interposición de la garantía. Desde ya resulta un obstáculo, que en algunos casos puede resultar insalvable, exigirle a un tercero que se traslade a otro lugar de la República a radicar la denuncia de que alguien ha sido ilegalmente privado de su libertad. La ley reglamentaria (1500/99 QUE REGLAMENTA LA GARANTÍA CONSTITUCIONAL DEL HÁBEAS CORPUS) ha tratado de resolver, al menos parcialmente, el problema planteado. Así dice que el procedimiento de Hábeas Corpus se iniciará ante la Sala Penal de la Cortes Suprema de Justicia, o ante cualquier juez de primera instancia, "según las reglas que determinan su competencia territorial, salvo que el supuesto acto ilegítimo tuviese o pudiese producir sus efecto en todo el territorio de la República o en lugares no determinables de él, en cuyo caso no regirá esa limitación". Como puede observarse el texto de la ley ayuda poco o nada para determinar la competencia, ya que se limita -de manera muy obscura- a remitir a las reglas que determinan su competencia territorial; en suma nos está diciendo que es competente el que resulte ser competente por razón del territorio; lo que resulta ser una explicación circular sin mayor contenidos. Agrega, que si el supuesto acto ilegítimo tuviese o pudiese tener efectos en todo el territorio de la República, o en lugares no determinables, entonces no rige la limitación. Lo que sigue sin decir es quién será en este caso el Juez competente. 
Queremos inferir, aunque sin mucho sustento, que será competente cualquier Juez de Primera Instancia de la República. La última parte del Artículo 3° de la Ley 1500/99 dispone que "cuando un mismo acto prima facie afectase el derecho de varias personas, entenderá en todas las acciones el juzgado que hubiese prevenido, el cual dispondrá, en su caso, la acumulación de autos”. Dice también el referido artículo que la negativa de un juez a intervenir, siendo competente, constituirá causal de enjuiciamiento por mal desempeño, y en su caso, de remoción; con lo cual se trae al Hábeas Corpus la disposición contenida en el Artículo 136 de la Constitución, la cual es aplicable, de manera genérica a todas las garantías constitucionales.

Es interesante remarcar que la Ley 1500/99 comienza el Artículo 3° mencionando la competencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia para entender en el Hábeas Corpus, lo cual tiene su explicación en lo dispuesto en el Artículo 259. 4 de la Constitución que dice respecto de las atribuciones de la Corte Suprema de justicia: "conocer y resolver, en instancia original, los hábeas Corpus, sin perjuicio de la competencia de otros jueces o tribunales;”. Esta competencia superpuesta posiblemente tenga su explicación en la tradición de que la Corte Suprema ha sido en el pasado el órgano competente en la materia; así, no se le quiso privar de tan importante función, pero también se quiso facilitar la interposición de la acción.

Esta doble competencia de jueces tan disímiles, de primera instancia por un lado y de la Corte Suprema por el otro, dio lugar a una situación curiosa en un caso dado. Habiéndose tramitado un Hábeas Corpus ante un Juzgado de Primera Instancia la Sala Constitucional de la Corte Suprema resolvió "avocarse" el caso en una acción de inconstitucionalidad y resolver la cuestión de manera opuesta, revocando la decisión del inferior dictada en el Hábeas Corpus. Hay que indicar que el Hábeas Corpus no llegó ni podía llegar hasta la Corte en circunstancias normales. Como fundamento de dicho "avocamiento" la Sala Constitucional dijo en su Ac. y Sent. No 706/97: La posibilidad de avocamiento de la Corte Suprema de Justicia en un caso de hábeas corpus encuentra su fundamento en la propia Constitución, sin requerir separa el efecto una ley reglamentaria... Lo que es evidente es que la Constitución de 1992 no quitó a la Corte esta competencia originaria en materia de Habeas Corpus sino que la mantuvo "sin perjuicio de la competencia de otros jueces o tribunales". En esas condiciones nos parece claro que la Corte puede recuperar esa competencia como lo hace la Corte Suprema de los Estados Unidos. En efecto, el art. IIí, Sección 2 de la Constitución de ese país, establece en su segundo párrafo "En todos los casos que afecten a Embajadores, otros ministros públicos y cónsules y aquellos en los que el Estado (de los Estados Unidos) sea parte, la Corte tendrá Jurisdicción originaria.

La disposición constitucional invocada para justificar el "avocamiento" dice textualmente:

Artículo 259. De los deberes y de las atribuciones

Son deberes y atribuciones de la Corte Suprema de Justicia:

1)...
4) Conocer y resolver, en instancia original, los hábeas corpus, sin perjuicio de la competencia de otros jueces o tribunales;

En primer lugar, puede verse que la Constitución no habla de "competencia originaria" -como dice la resolución de la Corte-, sino de "instancia original”. La connotación de "competencia originaria" es la de que alguien tiene una competencia primera, fundamental o anterior a la de cualquier otro. La "instancia original” es una expresión mucho más simple y técnica; sólo significa que la acción puede iniciarse ante la Corte, como si fuese una Juzgado de Primera Instancia. Pero nótese todavía que la Constitución agrega: “...Sin perjuicio de la competencia de otros jueces o tribunales”. Lo cual significa, sin lugar a dudas, que la competencia de la Corte no puede perjudicar la competencia de los otros jueces. Esto no favorece precisamente la tesis de la "avocación". Agréguese, además, que la cita del derecho comparado no ayuda a justificar la "avocación" ya que en Estados Unidos lo que se dice es que existen algunas cuestiones que son de exclusiva competencia de la Corte Suprema, exclusividad que ni la Constitución ni la Ley le han otorgado a nuestra Corte Suprema. Como queda claro, no compartimos la supuesta atribución de "avocación" que se auto otorgó la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. El antecedente que mencionamos explica que la Ley 1500/99 haya establecido en su Artículo 4° que la competencia es exclusiva, dejando en claro que ni de oficio ni a petición de parte puede un órgano jurisdiccional intervenir donde otro ya lo hecho. Agrega todavía el artículo que las actuaciones y resoluciones de aquél serán nulas y de ningún valor.

Como la Constitución no establece de manera específica en qué casos será competente la Corte Suprema (ni cuál de sus Salas), debe entenderse que tal regulación ha quedado delegada a la ley común. Por esto, el Proyecto del Ejecutivo que, como tenemos dicho, sirvió de base a la Ley 1500/99, contenía algunas disposiciones en extremo interesantes en materia de competencia. Por ejemplo, establecía que si la acción de Hábeas Corpus era planteada alegándose la ilegitimidad de una orden judicial, sería competente la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. La ley sancionada y promulgada eliminó la disposición, con lo cual dejó la sensación de que en ningún caso podrá impugnarse una resolución judicial por la vía del Hábeas Corpus. El argumento en el senado, fue que la disposición resultaba contraria a la Constitución.

IV. EL HÁBEAS CORPUS CONTRA RESOLUCIÓN JUDICIAL

La interpretación del Senado dio lugar a una disposición contenida en el Artículo 26 de la Ley 1500/99, que establece que si la persona está privada de su libertad en virtud de orden escrita de autoridad judicial, debe dictarse sentencia en el plazo de un día rechazándose el Habeas Corpus. Lamentamos profundamente el cambio hecho al Proyecto del Poder Ejecutivo y consideramos que la omisión de la norma proyectada, así como la inclusión de la nueva, fueron en grave detrimento de la garantía constitucional. En primer lugar, no vemos porqué el órgano jurisdiccional habría de estar exento de atentar de manera ilegítima contra el derecho a la libertad, la seguridad o la integridad física, psíquica o moral de las personas; que son los derechos protegidos por el Hábeas Corpus en nuestro sistema constitucional. Es más, si algún órgano corre el riesgo permanente, por la índole de sus mismas funciones, de violar estos derechos es, precisamente, el Poder Judicial. La garantía está dada para reparar el acto ilegítimo cometido por cualquier agente público o privado, según el propio texto constitucional, de modo que poco favor se le hace a la garantía cuando se saca del ámbito de su protección a todo un poder del Estado. 
El principio de supremacía constitucional hace que no exista acto que no sea revisable por algún órgano jurisdiccional; por ello, resultaba razonable que si la violación le era atribuida a un Juez o Tribunal (al llegar en grado de apelación), la competencia en el Hábeas Corpus le estuviera dada a una de las salas de la Corte Suprema de Justicia. El argumento de la supuesta inconstitucionalidad de la norma proyectada se fundó en el último párrafo del Artículo 133.3 que dice: "...; si hubiese orden escrita de autoridad judicial, remitirá los antecedentes a quien dispuso la detención". Advirtamos que la disposición regula el Hábeas Corpus Reparador. En primer lugar hay que hacer notar que la Constitución no dice en parte alguna que mediando orden de autoridad judicial el Hábeas Corpus debe ser rechazado. En la peor de las interpretaciones posibles habría que concluir que quien debe juzgar en el Hábeas Corpus es el mismo Juez que ordenó la detención, pero ni siquiera en ésta interpretación se da por hecho de que el Hábeas Corpus deba ser rechazado, tal como lo hace la Ley 1500/99. Obviamente que no es de buena técnica hacerle decir a la Constitución lo que ella no ha dicho y menos aun cuando ello conlleva la negación de una garantía constitucional para ciertos casos. Partiendo de la base de que la Constitución no dice que el Hábeas Corpus Reparador debe ser rechazado, sino solamente que deben remitirse los antecedentes a quien dispuso la detención; corresponde ahora determinar si es razonable que resuelva en el Hábeas Corpus aquél cuyo acto se halla impugnado. 
El principio elemental de que nadie puede ser juez y parte indica a las claras que tendrá que ser otro quien juzgue la cuestión. Remitir los antecedentes a quien dispuso la detención debe entenderse, pues –para darle sentido jurídico a la norma y coherencia al sistema-, como una manera de informar al Juez cuyo acto se impugna, que tal cosa está ocurriendo y que su resolución podría ser revocada. Hay que recordar, por otro lado, que la disposición del Proyecto del Ejecutivo que fuera eliminada -por la que se otorgaba competencia a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia para entender en el Hábeas Corpus planteado contra resoluciones judiciales-, se encontraba en la parte General, lo cual significa que era de aplicación no solamente al Hábeas Corpus Reparador, sino también al Preventivo y al Genérico. Y, tratándose de Preventivo y Genérico no puede siquiera invocarse la misma obligación de remitir los antecedentes a la autoridad judicial que dispuso la orden, ya que no hay una regla similar en la regulación constitucional de éstos. Al no haber una disposición análoga en estos dos casos, no cabe de manera alguna una interpretación de la Constitución -ni siquiera forzada- que permita sostener que no hay Hábeas Corpus Preventivo o Genérico coima orden judicial. Así, era saludable determinar que el órgano revisor en estos casos debía ser la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, ya que resulta poco razonable que sea otro Juez de igual grado quien tenga la atribución de revocar la resolución judicial violatoria de los derechos individuales. En suma, aunque más no fuera para que se aplicara a estos dos tipos de Hábeas Corpus, era bueno mantener la norma que establecía dicha competencia para la Sala Penal.

Ahora bien, veamos cómo se ha comportado en esta materia la Corte Suprema de Justicia, y en especial la Sala Penal. Hay que decir que en la gran mayoría de los casos, la Corte Suprema de Justicia ha sido muy renuente a admitir el Hábeas Corpus para revocar decisiones judiciales por las que se disponen restricciones de libertad. Existen numerosos ejemplos al respecto, pero para citar solo algunos podemos empezar por mencionar el Ac. y Sent. No 712/00 de la Sala Penal. En él se dice: "La jurisprudencia tiene establecido que los detenidos en virtud de un auto de prisión preventiva, no pueden beneficiarse -para cuestionar ese auto-, por un Hábeas Corpus, debiendo impugnarse la resolución del juez penal en el expediente respectivo (CSJN, Fallos, 219: 111, y 200: 351). El Hábeas Corpus no autoriza a sustituir en las decisiones que les incumben, a los jueces propios de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio.
En la misma resolución la Sala Penal de la Corte ha sostenido que de admitirse el Hábeas Corpus contra pronunciamiento de jueces, se quebrantaría el orden de los juicios provocando la anarquía judicial. Y agregó que por vía del Hábeas Corpus no está permitido el levantamiento de la detención, la anulación de una orden de captura, y el sobreseimiento libre de la causa." Asimismo, en el Ac. y Sent. Sala Penal N° 249/01, la Corte ha dicho: "No corresponde ordenar la libertad ambulatoria del recurrente porque no se puede sustituir al Juez que entiende en la causa en decisiones que solamente a éste incumbe en una acción de hábeas Corpus genérico, ya que es competencia del Juez estimar, previamente, las posibilidades del peligro de fuga o de obstrucción a-la Justicia de parte del procesado (Art. 245 del Código Procesal Penal), para luego decidir lo que corresponda conforme a la ley."
En el mismo sentido el Ac. y Sent. Sala Penal N° 875101, resolvió: Cuando interviene un órgano judicial competente en la tramitación natural del proceso, no se puede (criterio invariable de la Sala Penal) anticipar ninguna solución por Hábeas Corpus.

Como se advierte en los ejemplos mencionados -que pueden multiplicarse- la Corte no ha querido permitir el uso de ninguno de los tres tipos de Hábeas Corpus para revocar órdenes judiciales. El fundamento de la posición de la Corte puede resumirse en lo expuesto en el Ac. y Sent. Sala Penal N° 1149/O1, en el que ha dicho: Dado que la orden de captura fue dispuesta por un representante del Ministerio Público, ratificada por resolución del Juzgado de Garantías y confirmada por el Tribunal de Apelaciones, no puede ser considerada ilegal, ilegítima ni arbitraria, consecuentemente tampoco puede alegarse que no se ha observado el debido proceso.

En suma, la tesis de la Corte ha sido que si la orden fue dictada por autoridad competente y, eventualmente, confirmada por otra, dicha orden ya no puede considerarse ilegal, ilegítima o arbitraria. La regla general ha quedado clara en el Ac. y Sent. Sala Penal No 112/01, que afirma: El habeas corpus reparador no procede contra decisiones de los órganos jurisdiccionales competentes.
Esto nos indica que el criterio de legalidad utilizado es puramente formal y que la Sala Penal de la Corte se ha negado a revisar los aspectos materiales -de fondo y contenido- de la resolución impugnada. Lo cual coincide con el criterio sustentado por la Ley 1500/99 respecto de las resoluciones judiciales.
Esta posición puede haber tenido su inspiración en los antecedentes doctrinarios y jurisprudenciales de la República Argentina donde se ha sostenido por mucho tiempo que la garantía era ajena a la cuestión de fondo. Según esta teoría, el Hábeas Corpus no es un procedimiento dirigido al examen de la legalidad de la sanción restrictiva de libertad, ni al control del procedimiento que le dio origen, sino que examina sólo la competencia y la forma de la orden de privación de libertad. Hay que remarcar que tal interpretación, tal vez estuviera justificada en la Constitución Argentina antes de su modificación, ya que ella no consagraba de manera expresa la garantía del Hábeas Corpus, a la cual se llegaba por la vía de la interpretación del Artículo 18, que solo hacía referencia a la "orden escrita de autoridad competente”. No obstante, también en la Argentina ha habido un cambio a este respecto, admitiéndose en ciertas hipótesis que el Juez tiene la atribución de juzgar la razonabilidad del acto, sobre todo tratándose de arrestos dispuestos por el Poder Ejecutivo, Juntas Militares, el Congreso, etc.
Nosotros, por nuestra parte, tal como lo tenemos adelantado, disentimos con la tesis formalista de que el Hábeas Corpus es ajeno a la cuestión de fondo. Resulta obvio que la mera comprobación de que la orden fue dictada por autoridad competente, no garantiza que dicha orden esté conforme a las reglas y normas constitucionales; por lo que negarse a analizar la cuestión de fondo, partiendo del supuesto -errado- de que los organismos judiciales no se equivocan y que no violan la Constitución, resulta finalmente en una denegación de justicia.

La tesis sostenida por la Ley 1500/99 y por la Sala Penal de la Corte Suprema en su anterior composición, ha llevado a situaciones absurdas como la que se ve en el Ac. y Sent. No 460/01, en la que se reconoce la razón al peticionante, pero aun así se rechaza el Hábeas Corpus. Dice la referida resolución: Que en consecuencia, y en virtud de lo que dispone los Arts. 2° de la Ley 1.444/99 y 25 del Código Procesal Penal, es procedente la extinción de la acción penal promovida contra JULIO CESAR ESCOBAR ACOSTA. Que, no obstante ello, el Hábeas Corpus Genérico planteado por el defensor del referido procesado no es el camino correcto y legal para modificar o corregir la situación creada por el rechazo del pedido de extinción de la acción penal, desde el momento que las circunstancias procesales que rodean y afectan al susodicho procesado, no se hallan encuadradas dentro de las previsiones del Art. 133, inciso 3), de la Constitución Nacional. Que siendo ello, corresponde desestimar el Hábeas Corpus Genérico planteado en esta Instancia en los autos mencionados.
La buena doctrina enseña que la aplicación de las garantías constitucionales debe liberarse de todo formalismo y que esas garantías tienen que estar al servicio de la persona y no de solemnidades inútiles. La idea que subyace es la de que los derechos constitucionales deben ser protegidos de manera amplísima y sin otras limitaciones que las contenidas en la misma Constitución. En general esta no ha sido la idea dominante en la aplicación de la garantía, puede citarse, por ejemplo el Ac. y Sent. Sala Penal N° 1148/01 que dice: "En resumen, la Acción de Hábeas Corpus, por ser un procedimiento especial, sumarísimo y de excepción, no se le debe otorgar una amplitud mayor de la que surja de sus normas y del espíritu de las normas que la rigen. Estas deben ser interpretadas, en todos los casos, con justeza, sin extenderla a situaciones que deben ser ventiladas en otros ámbitos formales del orden jurídico."
No obstante la posición tan claramente sentada por la Sala Penal, hemos de señalar que algunos pocos casos en lo que se ha atenuado la postura y hasta se hecho lugar al Hábeas Corpus contra resoluciones judiciales.

Para comenzar, algunas veces la Sala Penal de la Corte Suprema ha dejado entrever que, si bien no cabe impugnar resoluciones por la vía del Hábeas Corpus, cabría, sin embargo, hacerlo por la de la Inconstitucionalidad. Así, ha dicho en el Ac. y Sent. Sala Penal N° 712/00: La jurisprudencia tiene establecido que los detenidos en virtud de un auto de prisión preventiva, no pueden beneficiarse -para cuestionar ese auto-, por un Habeas Corpus, debiendo impugnarse la resolución del juez penal en el expediente respectivo (CSJN, Fallos, 219: 111, y 200: 351). El Habeas Corpus no autoriza a sustituir en las decisiones que les incumben, a los jueces propios de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio constitucional, caben los recursos de ley (Fallos, 233: 105).
Hay aquí, nuevamente, un formalismo que no podemos compartir ya que si se advierte violación de derechos constitucionales protegidos por el Hábeas Corpus, resulta poco razonable desestimarlo sólo; porque según cierta opinión, el mecanismo sería el de la Inconstitucionalidad. De existir agravio constitucional, precisamente debe hacerse lugar al Hábeas Corpus, que para eso está, y no obligarle al afectado a deambular por salas diferentes del mismo Tribunal.

En algunos pocos casos la Corte, Sala Penal ha resuelto, a pesar de todo, hacer lugar al Hábeas Corpus contra resoluciones judiciales. En uno de ellos revocó la orden emanada de una Jueza del Menor que había impuesto restricciones a menores mendicantes, derivándolos a ciertas instituciones. En el otro, a través de un Hábeas Corpus Genérico revocó la orden de un Juez en lo Penal. En el primer caso la sala Penal dijo en su Ac. y Sent. No 8/01: Los descuidos, omisiones e incumplimiento de obligaciones que se constatan en el procedimiento practicado por la jueza justifican la procedencia del hábeas Corpus y la restitución inmediata de la menor a sus padres biológicos por considerarse una amenaza contra su seguridad personal la separación dispuesta como consecuencia de dicho procedimiento.

El caso paradigmático en el que excepcionalmente se hace lugar al Hábeas Corpus Reparador contra una orden judicial es el del Ac. y Sent. Sala Penal N° 1150/01 en el que se lee en la parte pertinente: De manera similar la Sala Penal ha revocado por la vía del Hábeas Corpus Reparador una detención decretada por el Ministerio Público (también autoridad competente para hacerlo) en el Ac. y Sent. N° 0l (bis)/0l, por los siguientes fundamentos:

El Juez Penal de Feria de Misiones se inhibió en la causa, sin indicar motivo, y no habiendo otro Juez, remitió el expediente al Tribunal de Apelación de la Circunscripción para desinsacular de la lista de Abogados matriculados un Juez Ad-Hoc para la prosecución de los trámites. De este modo, transcurrió el término legal, no habiendo sido ejercida la jurisdicción por autoridad competente (un Juez). En efecto, el Art. 240, numeral 3, 2° párrafo del Código Procesal Penal, dispone: "...En todos los casos la persona que haya sido detenida será puesta a disposición del Juez en el plazo de veinticuatro horas para que resuelva, dentro del mismo plazo, sobre la procedencia de la prisión preventiva, aplique las medidas sustitutivas, o decrete la libertad por falta de mérito". En el caso, la Fiscal cumplió su obligación, pero no así, el

Juez cuya inhibición sin causa, dentro de un plazo perentorio creó esta situación.

Los ejemplos que anteceden sirven para ilustrar convenientemente que no es buena la regla aquella que afirma que en ningún caso pueden revisarse las decisiones de autoridades judiciales, ya que la misma Corte se ha visto en la necesidad de violarla frente a lo que consideró privaciones de libertad ilegales emanadas de jueces o fiscales.

Resulta mucho más acorde con la protección otorgada por la Constitución admitir que las resoluciones judiciales también caen bajo el control de la garantía; debiendo la Corte, obviamente, ser muy cuidadosa al hacer lugar al Hábeas Corpus en estos caso, para evitar abusos de parte de los peticionantes.

Por poner algunos ejemplos -inspirados en la jurisprudencia Argentina- en los que procedería el Hábeas Corpus aun mediando orden de autoridad judicial: 1) Detención o arresto que no se ajuste a lo dispuesto en el artículo 12 de la Constitución, como podría ser la incomunicación ordenada por Juez respecto del defensor; 2) Prisión preventiva que se prolongue más allá de los límites legales; 3) Privación de libertad más allá del plazo de compurgamiento de la pena; 4) Privación de libertad ordenada por Juez que carece de competencia; 5) Privación de libertad a una persona a quien se pretende encausar dos veces por el mismo delito; 6) Privación de libertad a una persona beneficiada por amnistía o indulto; 7) Privación de libertad a una persona favorecida por la prescripción de la acción o de la pena.
Hacemos votos para que la Corte en su nueva composición modifique el criterio restrictivo anteriormente sustentado.

V. LA URGENCIA Y LA AUSENCIA DE FORMALIDADES
Según tenemos dicho, la interposición de la garantía del Hábeas Corpus debe estar allanada de todo tipo de formalidad innecesaria, de manera que pueda alcanzar su máxima eficacia. A esto responden una serie de disposiciones contenidas en la misma Constitución y en la Ley 1500/99. Ya tenemos dicho que la Constitución admite su interposición por interpósita persona, sin necesidad de poder y por cualquier medio (fehaciente). Además puede hacerse ante cualquier Juez de Primera Instancia o ante la misma Corte Suprema de Justicia.
La ley agrega en su Artículo 5º que el procedimiento será breve, sumario y gratuito. El carácter sumario guarda relación con la eliminación de cualquier dilación propia del juicio ordinario, por lo que no estarán permitidas otras discusiones más que las que guarden estricta relación con la cuestión de fondo. La doctrina habla también de la urgencia, que puede equiparase a la brevedad establecida en nuestra Constitución, con lo cual se quiere establecer que el juicio debe ser en extremo rápido, siendo de responsabilidad del Juez dictar resolución en el menor tiempo posible. Se discute también si el procedimiento del Hábeas Corpus es unilateral o bilateral y, en su caso, en qué consistiría dicha bilateralidad. En el caso de nuestro sistema consideramos que puede considerase como un 
procedimiento bilateral, ya que el Art. 14 de la Ley admite recursos contra la resolución de primera instancia y hasta inclusive la promoción de la acción de inconstitucionalidad contra las decisiones. Obviamente que si el procedimiento fuese unilateral no existiría la posibilidad de que las partes pudieran recurrir. No cabe duda alguna, sin embargo, de que el contradictorio en el Hábeas Corpus tiene características muy especiales y que se halla extraordinariamente limitado. En el caso de la parte actora a una presentación inicial breve y concisa; en el caso del denunciado se limita a un informe que debe ser evacuado en el plazo de veinticuatro horas. La verdadera bilateralidad surgirá, en rigor, en la instancia superior, donde cada parte podrá hacer oír sus argumentos. Es interesante señalar que la Ley 1500/99 ha omitido regular el trámite del recurso en la instancia superior. En efecto, el Art. 14 no regula el traslado que debe necesariamente correrse al apelado, ya que no sería admisible, so pena de indefensión, que si se hizo lugar al Hábeas Corpus el afectado no pueda hacer valer sus razones para que la Sentencia se mantenga. 
Por alguna razón incomprensible la Ley eliminó lo referente al traslado del recurso que contemplaba el Proyecto del Poder Ejecutivo, el cual establecía un traslado dentro del día siguiente y un plazo de dos días para que el Tribunal resolviera. Actualmente, pues, hay una laguna en esta materia ya que no se sabe por cuánto tiempo se dará el traslado. La ley establece, sí, que el Tribunal debe resolver en el plazo de tres días (Art. 14.e.).

Por otro lado, el referido Artículo 5º establece que la errónea calificación del Hábeas Corpus no puede provocar su rechazo, sino la rectificación de oficio por parte del órgano jurisdiccional. El mismo artículo dispone la posibilidad de la acumulación de los Hábeas Corpus preventivo y genérico, así como la acumulación alternativa del reparador y el genérico.
A su vez, el Artículo 7º de la ley establece el contenido de la presentación inicial, pero agrega todavía que si el peticionante ignorase alguno de los datos mencionados, sólo debe proporcionar al órgano jurisdiccional las referencias necesarias para que éste mismo los recabe.

Por su parte, el Artículo 8º de la Ley 1500/99 elimina la posibilidad de todo tipo de incidentes, excepciones o recusaciones, sin perjuicio de la obligación de los jueces de excusarse en caso de existir causa para ello. No obstante, la Sala Penal ha entendido que no se puede dar trámite al Hábeas Corpus cuando se ha planteado también la acción de inconstitucionalidad. En efecto, ha sostenido en el Ac. y Sent. No 381/01, 83 que: Sin embargo, habiendo la acción de inconstitucionalidad, prevenido a la presentación de este Hábeas Corpus, corresponde esperar la decisión que sobre la suspensión de los efectos del A.I. impugnado, se solicitara a la Sala Constitucional. En caso contrario, estaríamos poniendo en riesgo todos los principios que rigen la congruencia y sistemática del orden jurídico y procesal.

El Artículo 9º inviste el Juez de amplias facultades instructorias y disciplinarias, con facultades para allanar cualquier recinto o remover los obstáculos que impidan su acceso al mismo; todo en concordancia con el Artículo 5º que le permite adoptar cualquier recurso que sea conducente para el eficaz cumplimiento de sus mandatos; y también con el Art. 10 que le autoriza a dictar en cualquier estado del procedimiento medidas de urgencia o de mejor proveer. En suma, las atribuciones del Juez interviniente en el Hábeas Corpus son tan amplias que no tienen paralelo en ningún otro procedimiento regulado en nuestra legislación.

Es importante señalar la cláusula interpretativa contenida en el Art. 15 de la Ley, que manda dar el sentido más favorable a la concesión del Hábeas Corpus y a la amplitud de los medios de protección establecidos a favor de los derechos tutelados, en los casos en que se susciten dudas sobre la "inteligencia, de las disposiciones de la ley o de las resoluciones recaídas.

VI. EL HÁBEAS CORPUS PREVENTIVO

En virtud del Hábeas Corpus preventivo la persona "en trance inminente de ser privada ilegítimamente de su libertad física ", u otra en su nombre, puede solicitar el examen de la legitimidad de las circunstancias que amenacen a su libertad y, en su caso, la cesación del acto ilegítimo. Como puede verse fácilmente, este Hábeas Corpus tiene por finalidad adelantarse al acto ilegítimo y evitar que llegue a producirse la privación de libertad. No se requiere, pues, que exista previamente la privación de libertad, sino la posibilidad inminente de que ello ocurra.

Durante la discusión en la Convención Nacional Constituyente se plantearon algunas cuestiones interesantes que permiten establecer más claramente el alcance de la noma. Por ejemplo, se planteó sustituir la idea de "privación ilegal" por la de "sin orden escrita de autoridad competente "; con lo que la disposición hubiese dicho; "alguien que estuviera en trance inminente de ser privado de su libertad sin orden escrita de autoridad competente". Si la moción hubiese prosperado, obviamente que la amplitud del Hábeas Corpus preventivo se hubiese visto enormemente restringida. En efecto, las únicas circunstancias a ser consideradas hubiesen sido; 1) la competencia de la autoridad, y; 2) la existencia de una orden escrita. Al rechazarse la moción, con los fundamentos pertinentes, quedó establecido que el Juez no habrá de someter a su revisión solamente esas dos circunstancias apuntadas, sino que queda facultado a juzgar cualquier otra circunstancia que pudiera afectar la legitimidad del acto. También se discutió si correspondía utilizar la palabra "ilegítima ", o más bien el término "ilegal". Por otro lado, se hizo la propuesta de sustituir lo de "trance inminente de ser privado...", por "peligro inminente... ". La propuesta no prosperó, pero la discusión sirvió para dejar en claro que se trata, en efecto, de un peligro, riesgo o amenaza, cierto, serio, actual y no meramente potencial o eventual. Así lo entendió la Corte Suprema, Sala Penal en su Ac. y Sent. No 190/01, en el que afirma:

Que, en principio, es menester señalar que el Hábeas Corpus Preventivo se concede a toda persona que se halle "en trance inminente de ser privada ilegalmente de su libertad física"; posible privación de la libertad que debe ser real y no presuntiva, a la vez que efectiva y categórica.
Planteado el Hábeas Corpus preventivo el Juez tiene atribuciones para realizar el examen de la legitimidad del acto que amenace la libertad y aquí conviene notar el cambio de terminología ya que se utiliza, ahora sí, del concepto de "legitimidad' en sustitución de "legalidad". Esto nos da a entender que la Constitución los utiliza como sinónimos. Lo importante es que, de acuerdo con el texto constitucional, el Juez no se halla limitado a evaluar la validez formal del acto, sino a hacer juicio de razonabilidad o, en otras palabras, a juzgar el contenido mismo del acto. 
Como consecuencia, el magistrado queda facultado a ordenar la cesación del acto que amenace la libertad física del afectado.

Un caso interesante es el resuelto por la Sala Penal en su Ac. y Sent. Nº 2125/03, según el cual: El hábeas Corpus preventivo es acogido favorablemente cuando la afectada, sobre quien pesa una orden de captura, se ve imposibilitada de ejercitar su defensa debido a que el expediente se encuentra materialmente desaparecido, ocasionado a la misma un verdadero estado de indefensión que puede ser reparado por esta vía.
Para concluir, es interesante indicar que la Constitución no utiliza las expresiones "arresto", "detención" u otras similares que han producido interminables discusiones en la doctrina y en la legislación comparada. En nuestro caso se habla de "privación de la libertad fisica", con lo cual se ha apelado a la expresión más genérica de todas, por lo que su alcance es el más amplio posible. El comentario sirve igualmente para el siguiente tipo de Hábeas Corpus.

VII. EL HÁBEAS CORPUS REPARADOR

El presupuesto de este Hábeas Corpus es que la persona se halle efectivamente privada de su libertad. En este caso el procedimiento se inicia con el llamado Auto de Hábeas Corpus, por el cual el Juez, inmediatamente y antes de ningún otro trámite, ordena la comparecencia del afectado para que sea presentado en el lugar que él indique dentro del plazo de veinticuatro horas. Dicho Auto no debe confundirse con la Sentencia que recaerá al final del procedimiento, haciendo o no lugar al Hábeas Corpus. En el mismo Auto ordena que quien es responsable de la privación de libertad, presente un informe detallado acerca de los motivos, momento, lugar, forma y condiciones de la privación de libertad. Además se debe comunicar si se ha dado cumplimiento al último párrafo del Art. 239 del Código Procesal Penal y, en su caso, quiénes son el Juez y el Fiscal intervinientes; asimismo, si hay orden escrita de autoridad competente debe individualizarse a ésta y acompañarse copia de la orden. 
Si el destinatario del Auto no responde a la intimación, se presume la ilegitimidad de la privación de libertad, según el Art. 21 de la Ley 1500/99. El trámite descrito no es sino el desarrollo de lo previsto en el Art. 133.2 de la Constitución. Ahora bien, si el requerido no presenta al afectado, el Juez debe constituirse en el sitio en que se halle la persona privada de su libertad y en dicho lugar considerará la situación y, si fuese procedente, ordenará la inmediata libertad.

Un punto a poner de relieve tiene que ver con el sujeto pasivo del Hábeas Corpus reparador, ya que aquí se admite que quien es responsable de la privación de libertad puede ser un "agente público o privado". Las situaciones en que el responsable sea un particular no serán obviamente las más comunes ya que las hipótesis no abundan, sin embargo, pueden citarse a modo de ejemplo los siguientes casos: retención de personas internadas en sanatorios u hospicios; retenidas por sectas religiosas; en internados o escuelas; menores retenidos por uno de sus padres, etc. En nuestra jurisprudencia pueden citarse los casos del Ac. y Sent. de la Sala Penal Nº 01/01 y el Ac. y Sent. de la Sala Penal Nº 171/02. En el primer caso ante la retención de un menor por uno de sus padres y en el otro ante actos de restricción de libertad por parte de una compañía de seguridad privada.

Es interesante señalar que en numerosos casos la Corte Suprema, Sala Penal ha hecho lugar a Hábeas Corpus Genérico, pero para ordenar la libertad de personas, lo cual es, en realidad, propio del Hábeas Corpus reparador. Para poner solo algunos ejemplos pueden citarse los siguientes Acuerdos y Sentencias de la Sala Penal: 01/01, 08/01 y 643/02.

VIII. EL HÁBEAS CORPUS GENÉRICO
Las hipótesis de procedencia son numerosas ya que el mismo tiene un carácter residual respecto de los otros dos. En efecto, cabe este Hábeas Corpus siempre que la restricción de libertad no esté contemplada en los casos anteriores. Además, puede interponerse en los casos de violencia física, psíquica o moral que agraven las condiciones de personas legalmente privadas de su libertad. Nuestro Hábeas Corpus Genérico ha reunido en uno lo que la doctrina ha distinguido como los Hábeas Corpus Restringido y Correctivo. El primero busca eliminar restricciones que se consideran secundarias a la libertad, que no constituyen propiamente una privación de libertad; o que amenacen la seguridad de la persona. En nuestra historia política se dieron esas restricciones bajo la forma de seguimientos policiales a políticos, o acosos también por parte de la policía. El Correctivo es el que busca poner fin a tratos indebidos en los locales de reclusión.

La jurisprudencia de nuestra Corte Suprema Sala Penal abunda en casos en los que se ha hecho lugar al Hábeas Corpus ante hostigamientos de parte de la policía a personas supuestamente sospechadas de estar involucradas en actos delictivos. En muchos de estos casos la policía negó dicho hostigamiento, sin embargo la Corte Suprema, aun sin la prueba clara de la acción ilegal, hizo lugar al Hábeas Corpus, haciendo valer el principio de la duda a favor del peticionante. Como ejemplo pueden citarse los siguientes Acuerdos y Sentencias: 688/00, 725100, 61/01. Lo llamativo de estos casos es que a pesar de ser, claramente casos de Hábeas Corpus Genérico, se hizo lugar a ellos como si fuesen Preventivos. Con la lectura de la parte resolutiva de uno de ellos se advertirá mejor cuanto decimos. Señala la Sala Penal en la parte resolutiva de su Ac. y Sent. No 725/00 cuanto sigue: HACER LUGAR, al Hábeas Corpus Preventivo planteado en sentido de recordar a la autoridad policial que deben abstenerse de realizar control o vigilancia a la persona de..., siempre y cuando no tenga fundamentos para ello, y ajustando sus actuaciones a las disposiciones de los Arts. 296 al 300 del C.P.P.

Evidentemente que el "control y vigilancia" son restricciones a la libertad que nada tienen que ver con la inminente privación de libertad que exige el Hábeas Corpus Preventivo, sino más bien con aquellas circunstancias residuales que guardan relación con el Hábeas Corpus Genérico.
En cuanto al agravamiento de las condiciones de privación legal de libertad, el mejor ejemplo jurisprudencia1 está dado por el Ac. y Sent. Nº 1536/02 de la Sala Penal, en el que se hizo lugar al Hábeas Corpus Genérico a favor de los reclusos del Penal de menores de Itauguá, a fin de que el Ministerio de Justicia y Trabajo arbitre los medios necesarios para proveer al citado Correccional en forma urgente, de conexión de agua potable en los pabellones, suministro permanente de alimentos, elementos necesarios de limpieza, y personal idóneo para la dirección, control y educación dentro del Centro.

También se ha considerado como agravamiento ilegítimo de las condiciones de detención el caso resuelto por la Sala Penal en su Ac. y Sent. No 524/03, que establece: Corresponde hacer lugar al hábeas corpus genérico, en razón de que el peticionante quien se encuentro bajo cuidados médicos hospitalarios en tanto se tramita el recurso extraordinario de casación interpuesto contra su sentencia condenatoria, está compensado y a fin de no poner en riesgo su recuperación, los médicos tratantes recomiendan su traslado a un ambiente seguro y confortable, por lo que la alternativa aceptable es el traslado a su domicilio bajo segura custodia.

Otro caso digno de ser mencionado es el del Ac. y Sent. No 1572/02 de la Sala Penal, en el que se hace lugar la Hábeas Corpus Genérico, bajo el fundamento de que es procedente y en consecuencia, dispone la reclusión domiciliaria del recurrente en sustitución de la prisión preventiva, en razón de que sería el tratamiento más adecuado a su condición de persona no condenada, de conformidad con lo dispuesto por el Art. 10 del Pacto de los Derechos Civiles y Políticos. En similar sentido se puede citar el Ac. y Sent. No 315/03.

IX. EL HÁBEAS DURANTE EL ESTADO DE EXCEPCIÓN

La Constitución dispone, expresamente, que:

La ley reglamentará las diversas modalidades del hábeas corpus, las cuales procederán incluso, durante el Estado de Excepción. (Art. 133, in fine).
El Estado de Excepción no interrumpirá el funcionamiento de los poderes del Estado, la vigencia de esta Constitución ni, específicamente, el Hábeas Corpus. (Art. 288).

La norma del Art. 288 parece innecesaria, ya que apenas unos párrafos más arriba establece claramente que durante la vigencia del Estado de Excepción el Poder Ejecutivo solamente puede ordenar: 1) la detención de personas indiciadas de participar en los hechos que motivaron la declaración de Estado de Excepción; 2) el traslado de esas personas de un punto a otro de la República, y; 3) la prohibición o restricción de reuniones públicas y de manifestaciones. Como la Constitución utiliza el adverbio "sólo" cuando se refiere a las medidas que puede adoptar el Poder Ejecutivo, de allí se sigue por razonamiento a contrario que ningún otro derecho puede ser restringido por el Poder Ejecutivo durante el Estado de Excepción. Así, existe una suerte de vigencia limitada o funcionamiento anómalo únicamente de los derechos consagrados en los Arts. 11, 32 y 41 de la Constitución que se refieren -respectivamente-, a la privación de la libertad; la libertad de reunión y manifestación, y; el derecho al tránsito y a la residencia. Pero debemos insistir en que el resto íntegro del sistema jurídico, y principalmente el constitucional, resulta absolutamente incólume y en plena vigencia. Siendo esto así, queda claro que tanto la garantía del Hábeas Corpus, como la Inconstitucionalidad, el Amparo, el Hábeas Data, las garantías procesales, las referidas a la detención y al arrestog0, el derecho a la inviolabilidad de los recintos privados y del patrimonio documental -sólo por mencionar algunos de los derechos que consagra la Constitución- y todos los demás, deben ser rigurosamente aplicados y respetados durante la vigencia del Estado de Excepción. De aquí resulta lo que decíamos al principio: es por completo innecesario reiterar en e1 Art. 288 que no se interrumpe la vigencia del Hábeas Corpus; aunque esto demuestra cierta voluntad inequívoca del legislador Constituyente. Cuando el sistema tiene una redundancia como la que señalamos, puede pensarse que el legislador ha querido remarcar la importancia de la norma y no dejar lugar a posteriores interpretaciones mal intencionadas. Creemos que esto ha ocurrido en nuestro caso, puesto que en tiempos pasados cuando alguna persona interponía un Hábeas Corpus, la Corte Suprema de Justicia tenía sentado el principio de que era improcedente siempre que la persona estuviese detenida por orden el Presidente de la República, lo cual se prestó a lamentables arbitrariedades ya que la detención en esas circunstancias escapaba al control jurisdiccional convirtiendo el tema en una suerte de cuestión política no justiciable. Dicho control jurisdiccional implica, necesariamente, el juzgamiento de la razonabilidad del acto; esto es, que el juez pueda revisar la decisión del Poder Ejecutivo -y en su caso revocarla- cuando no estén dados los presupuestos necesarios para su procedencia. Las condiciones que surgen del Art. 288 de la Constitución para la detención por el Poder Ejecutivo durante el Estado de Excepción, son las siguientes:

1) La vigencia del Estado de Excepción;

2) La existencia de un Decreto para cada caso específico;
3) La existencia de indicios de participación en los hechos que dieron lugar a la declaración del Estado de Excepción, y;

4) El cumplimiento de los demás derechos constitucionales de la persona relativos, por ejemplo, a la detención y arresto (Art. 12 de la Constitución).
La ausencia de cualquiera de estas condiciones debería hacer procedente el Hábeas Corpus en favor del peticionante.

Ahora bien, el Artículo 27 de la Ley 1500/99 dice textualmente:

Si, durante la vigencia del estado de excepción previsto en el Artículo 288 de la Constitución Nacional, el informe a que se refiere el Artículo 20 expresara que la persona se halla detenida en virtud de una orden del Poder Ejecutivo y acompañara copia autenticada del Decreto respectivo, el juez verificará si el Poder Ejecutivo dio cumplimiento a la pertinente información a la Corte Suprema de Justicia, y consultara a la persona si no desea hacer uso de la opción de salir del país; luego de lo cual, dentro del plazo de un día, el Juzgado dictará sentencia definitiva rechazando el Hábeas Corpus reparador, ordenando en su caso la salida del país de la persona y comunicando todo ello a la Corte Suprema de Justicia.
De aquí surge que, si la persona está detenida por orden del Ejecutivo durante el Estado de excepción, el Hábeas Corpus resulta por completo ineficaz, tal como sucedía en tiempos pasados durante la vigencia de la Constitución de 1967, con la diferencia de que en aquél entonces la solución se debía a una reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, y ahora se debe al texto expreso de la ley, lo cual significa una manifiesto retroceso. En una interpretación caritativa del Artículo 27 de la Ley 1500/99 -que en rigor no se ajusta a su estructura-, alguien podría, tal vez, sostener que el Juez puede hacer lugar al Hábeas Corpus si el Ejecutivo no remite el informe con copia del Decreto y de la comunicación a la Corte Suprema de Justicia; lo cual no introduce una diferencia sustancial, ya que sólo se le exige al Ejecutivo el cumplimiento de meros trámites burocráticos (dos informes y la copia autenticada de un Decreto). Como puede advertirse tampoco en esta lectura existe la posibilidad de analizar las condiciones que anteriormente señalábamos como necesarias para la legitimidad de la detención.

Debemos concluir, pues, que el Hábeas Corpus no sirve para reparar la detención ilegal de una persona durante el Estado de Excepción y por orden del Poder Ejecutivo, ya que a éste le basta con el solo cumplimiento de meras formalidades; ello ocurre en razón de que el acto se considera discrecional y no justiciable, sustrayéndose la cuestión de un estricto juzgamiento. Como puede verse claramente, se priva al Juez de la posibilidad de hacer juicio de mérito o, dicho en otras palabras, de juzgar la razonabilidad del acto del Ejecutivo. Al órgano jurisdiccional le es negada la posibilidad de examinar la legalidad de la detención cuando ella es ordenada por el Poder Ejecutivo durante el Estado de Excepción o, puede decirse también que la detención se considera legal, sin admitirse prueba en contrario, por el sólo hecho de haberse cumplido con las formas. Al no permitírsele la prueba de descargo al afectado (o al denunciante) se demuestra que no existe la posibilidad de juzgar el acto del Ejecutivo. De cualquier manera, esté o no motivado el Decreto que ordena la detención, no se les permite a los tribunales revisar dicha motivación. No hay control contra el ejercicio abusivo de la detención.

Esta posición obviamente va en contra de lo que enseña la mejor doctrina, tal como puede advertirse en Sagüés, quien al referirse a la operatividad del Hábeas Corpus durante el Estado de Sitio, dice:
Es factible distinguir, en efecto, dos posibles campos de acción: a) el contralor judicial de las detenciones operadas por el Poder Ejecutivo, evaluación que versa tanto sobre la existencia de orden escrita del Presidente, como sobre la razonabilidad de la detención misma,...
Obviamente nuestra ley se instala en la tesis de que los actos realizados por el Poder Ejecutivo durante el Estado de Excepción son discrecionales y propios del poder político, por lo que no son revisables por el órgano jurisdiccional. En contrapartida está la teoría del contralor judicial completo que, entre otros, cuenta con la adhesión de Germán José Bidart Campos. En la República Argentina esta teoría fue plenamente aceptada a nivel jurisprudencia1 en el caso Timerman.

Así, la noble institución del Hábeas Corpus resulta por completo ineficaz en estas circunstancias y con pérdida de vigencia práctica a través de su regulación legal; lo cual resulta contrario a lo dispuesto en el Art. 288 de la Constitución, el que, a pesar de su redundancia resulta no lograr su objetivo. Nosotros creemos, por el contrario, que debió dejarse al Poder Judicial plena libertad de juzgar la legalidad de la detención, revisando no solamente si existe el Decreto y los informes (en el mejor de los casos), sino analizando acabadamente todas las condiciones de fondo y forma: la precisa fundamentación del Decreto en cada caso; los indicios claramente establecidos que dieron lugar a la detención para que el juzgador revise, no sólo la presencia de los mismos, sino también su vinculación concreta, directa y estrecha con los motivos que dieron lugar a la declaración del Estado de Excepción; el cabal cumplimiento de las formas previstas en la Constitución para la detención de las personas, ya que una detención originariamente inconstitucional debe dar lugar a su reparación por la vía del Hábeas Corpus, independientemente de que sea o no bajo la vigencia del Estado de Excepción. El Estado de Excepción no autoriza al Ejecutivo a detener sin orden escrita previa, ni a incomunicar a las personas detenidas, ni a violar la norma que ordena que todo detenido debe ser puesto a disposición de un magistrado judicial competente en el plazo no mayor de veinticuatro horas, ni a ordenar la detención de personas que gozan de fueros (ya que estos no se suspenden durante la vigencia del Estado de Excepción), ni a violar recintos privados o el patrimonio documental o la comunicación privada.

Con el listado que antecede sólo queremos mostrar algunas de las variadas cuestiones que deberían ser objeto de juzgamiento por parte del Poder Judicial, y que no se le permite por razón de la imposición de rechazar el Hábeas Corpus que establece el Art. 27 de la Ley 1500/99. Ninguna detención que se realice en violación de las normas ejemplificadas, puede ser considerada como legítima y, reiteramos, debería poder ser objeto de revisión judicial. Conviene recordar que en la Argentina, por ejemplo, el juez que entienda en la Hábeas Corpus tiene competencia para comprobar la legitimidad de la misma declaración del estado de sitio o, de oficio, declarar la inconstitucionalidad de la orden de autoridad que contravenga la constitución.

Una de las materias que necesariamente debería quedar sometida a la revisión judicial es si la imputación ha sido concreta y no genérica, de manera que surja de modo verosímil el indicio contra la persona. Hay que hacer notar que la Constitución no le exige al Ejecutivo la prueba fehaciente de la vinculación del detenido con los hechos que han dado lugar al estado de Excepción, pero sí que existan, al menos, indicios al respecto, lo cual debería poder ser controlado por los jueces, ya que, de otro modo, la disposición constitucional pierde toda virtualidad. Obviamente esto implica que a los tribunales se les debe reconocer la atribución de evaluar la vinculación existente entre las razones de la detención y las causas del Estado de Excepción.

Además de otras mencionadas anteriormente, algunas materias que no

pueden escapar al control judicial de la detención por parte del Poder Ejecutivo son: el allanamiento con orden judicial; el respeto a la correspondencia, comunicación y otros documentos particulares99; el respeto a la integridad física de la persona (no tortura ni malos tratos); la garantía efectiva de no obligársele a la persona a declarar contra sí misma ni contra las personas de las cuales se halla exonerado de hacerlo; la detención dentro del ámbito territorial en el cual rige el Estado de Excepción; el plazo eventual de la detención, que no puede ser superior al tiempo de vigencia del Estado de Excepción.
Conforme a la teoría consagrada en nuestra Ley 1500/99, la detención queda legalizada por el solo hecho de que el Poder Ejecutivo tiene competencia para decretarla, lo cual constituye obviamente un grave error en vista de que la competencia es sólo un elemento de la legitimidad del acto, pasándose por alto todos los demás. El mismo error se advierte en el Art. 26 de la Ley -tal como lo señalamos anteriormente- al rechazar toda revisión por vía de Hábeas Corpus cuando la orden de detención emane de autoridad judicial, olvidándose que el Juez, aun siendo competente, puede dictar órdenes de detención que sean flagrantemente inconstitucionales como, por ejemplo, si ordena de detención de un miembro del Congreso que se halla amparado por la inmunidad de arresto, o si ordena la incomunicación del imputado para con su defensor, o si manda guardar reclusión en un establecimiento inadecuado, etc.

No podemos dejar de recordar que el Artículo 133. 2) de la Constitución dice que "toda persona que se hallase ilegalmente privada de su libertad puede recabar la rectificación de las circunstancias del caso". Lo que nos lleva a la necesidad de determinar el contenido preciso de la expresión "ilegalmente”. Pues bien, lo ilegal es todo aquello que sea contrario a la ley, de manera que la sola competencia o el mero cumplimiento de formas vacías (presentación de dos informes y de la copia autenticada del Decreto) no son suficientes para satisfacer la prescripción constitucional, que hace procedente el Hábeas Corpus frente a cualquier ilegalidad. Esto tiene su confirmación unos párrafos más adelante del mismo artículo, que dice:
Si el requerido no lo hiciese así (no presenta al detenido y el informe), el Juez se constituirá en el sitio en el que se halle recluida la persona, y en dicho lugar hará juicio de mérito y dispondrá su inmediata libertad, igual que si se hubiere cumplido con la presentación del detenido y se haya radicado el informe. Si no existiesen motivos legales que autoricen la privación de su libertad la dispondrá de inmediato...
De aquí se sigue claramente que, presentado o no el informe (cualquiera sea la autoridad requerida, incluso el Poder Ejecutivo), el Juez debe en todos los casos hacer juicio de mérito y, en su caso, disponer la inmediata libertad. Además, queda absolutamente claro que la detención debe estar motivada y fundada en la ley, de no ser así, el Juez debe disponer la inmediata libertad del detenido. De modo que resulta más que evidente que suprimirle al magistrado la facultad de revisar los motivos legales de la detención es absolutamente inconstitucional, aun cuando ella fuese decretada por el Poder Ejecutivo durante el Estado de Excepción, ya que la Constitución no hace excepción alguna al respecto. Obviamente dos informes y la copia de un Decreto no pueden considerarse como "motivos legales" que autoricen la privación de libertad de una persona.

Por otra parte, de haberse previsto un control efectivo de la detención de las personas durante el Estado de Excepción y a través del Hábeas Corpus, el mismo debió estar dado a la Corte Suprema de Justicia y no a un juez de primera instancia, puesto que en estos casos se hallan en juego los principios fundamentales de separación de poderes, equilibrio y mutuo control. En vista de que se trata de una atribución privativa del Presidente de la República es necesario que el control de la detención ordenada en dichas circunstancias le quedara reservado al árbitro máximo de control que es la Corte Suprema de Justicia.

En suma, consideramos que el Artículo 27 de la Ley 1500/99 es inconstitucional y en algún momento debería plantearse su declaración ante la Corte Suprema de Justicia, ya sea por vía de acción o excepción, según el caso.
X. EL DERECHO DE OPCIÓN

No queremos terminar el presente trabajo sin hacer una breve referencia al derecho de opción regulado en el Artículo 27 de la Ley 1500/99. Lo primero que debe decirse es que -a pesar de su obvia buena intención-, puede crear problemas de interpretación por su impropia ubicación sistemática. En efecto, el derecho de opción de salir del país corresponde a la institución del Estado de Excepción y no a la del Hábeas Corpus, ya que se halla regulado en aquella y se goza de él solo durante la vigencia del Estado de Excepción y cuando la detención fue ordenada por el Poder Ejecutivo en virtud de los indicios de participación en los hechos que dieran lugar a la declaración del mismo. Así como se encuentra ahora regulado, pareciera que para poder hacer uso del derecho de opción es necesario plantear previamente el Hábeas Corpus reparador, lo cual implica la detención previa de la persona por orden del Poder Ejecutivo. Consideramos que el derecho de opción no puede estar vinculado ni subordinado a la promoción del Hábeas Corpus, ya que se trata de un derecho autónomo e independiente, del cual la persona puede hacer uso en cualquier momento y por cualquier medio, si bien es verdad que en caso de que el mismo sea negado por el Poder Ejecutivo, el remedio será el Hábeas Corpus.
La acción de amparo. Perspectivas de la acción de amparo
                              Enrique Sosa Elizeche
PERSPECTIVAS DE LA ACCIÓN DE AMPARO

La Constitución en el Capítulo XII, Título II, Parte 1 establece garantías específicas que tienen por objeto hacer efectivos los derechos consagrados en la ley fundamental. Se trata de la declaración de inconstitucionalidad. Del hábeas corpus, del amparo y del hábeas data.

El amparo constituye así uno de los pilares fundamentales sobre los que descansa el sistema de aseguramiento de los derechos establecidos en la Constitución y, por ende, de todo el ordenamiento jurídico nacional.

El término "amparo" ha sido objetado por alguna parte de la doctrina para la cual dicha voz "no sugiere la idea de un derecho exigible mediante una acción sino más bien la actitud mendicante de un ser indefenso que solicita ruega o impetra se lo ampare como si ese amparo fuese una gracia o favor susceptible de ser concedido o negado”. Se alega que lo que es un deber para quienes ejercen autoridad no necesita rogarse o impetrarse, especialmente si se trata de la libertad, condición inherente a la naturaleza humana. Sin embargo el término, amparar, del latín amparare y éste del latín, in, en, y parare, disponer, significa favorecer, proteger (Diccionario de la Lengua Española), significado que refleja la función que ejerce el amparo judicial cual es la "protección" de los derechos.

Es necesario sin embargo precisar los términos y no confundir las garantías con los derechos que éstas protegen. Según Sánchez Viamonte, garantía es la institución creada en favor del individuo, para que, armado con ella, pueda tener a su alcance inmediato el medio de hacer efectivo cualquiera de los derechos individuales que constituyen en conjunto la libertad civil y política.

Del término garantía pueden darse cuatro acepciones, según señala Linares, a saber: a) Una acepción estrictísima, que comprende solamente los procedimientos sumarios judiciales y reglas procesales, tales el hábeas corpus, el amparo, etc.; b) las garantías en sentido estricto, que abarcan además de los anteriores, todos los procedimientos judiciales protectores de la libertad jurídica, como la demanda y la excepción de inconstitucionalidad; c) un concepto más amplio, incluye además las garantías políticas, como la división de poderes, etc.; d) una acepción amplísima, que comprendería, todas las instituciones liberales, incluso la Constitución escrita, rígida o flexible y la inclusión de un bill of rights en la misma.

Las garantías a que hace referencia la Constitución en el Capítulo XII que estamos comentado corresponden a la primera de las acepciones; se refieren más a los medios de protección jurisdiccionales de los derechos que a las garantías políticas que se consagran para asegurar, por medios también políticos, la vigencia de los derechos reconocidos; pero no obstante, no deben desconocerse las otras acepciones que con mayor o menor frecuencia se utilizan en la terminología jurídica.

II. LA NORMA CONSTITUCIONAL
La Constitución vigente del año 1992, siguiendo las pautas de nuestra anterior ley fundamental establece la acción de amparo en los siguientes términos.
El Art. 134 de ese cuerpo legal dispone:

"Toda persona que por un acto u omisión, manifiestamente ilegítimo, de una autoridad o de un particular, se considere lesionada gravemente, o en peligro inminente de serlo en derechos o garantías consagrados en esta Constitución o en la ley, y que debido a la urgencia del caso no pudiera remediarse por la vía ordinaria, podrá promover amparo ante el magistrado competente. El procedimiento será breve, sumario, y gratuito y de acción popular para los casos previstos en la ley.

El magistrado tendrá facultad para salvaguardar el derecho o garantía, o para restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida.

Si se tratara de una cuestión electoral, o relativa a organizaciones políticas, será competente la justicia electoral.

El Amparo no podrá promoverse en la tramitación de causas judiciales, ni contra actos de órganos judiciales, ni en proceso de formación, sanción y promulgación de las leyes.

La ley reglamentará el respectivo procedimiento. Las sentencias recaídas en el Amparo no causarán estado."
El texto tiene como antecedente constitucional el Art. 77 de la Constitución de 1.967 en el que se incorporó por primera vez en el ordenamiento jurídico nacional este instituto con raíces profundas en el derecho latinoamericano, aunque ligada igualmente a otros remedios similares establecidos en el derecho europeo y en el derecho anglosajón.

III. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

Debemos recordar que el amparo es un remedio que tuvo su origen en la protección de los derechos fundamentales, en el resguardo de los Derechos Humanos, y que con ese objetivo nació históricamente, pero con el tiempo el área de protección se extendió a todos los demás derechos que se encuentran en el ordenamiento jurídico. Es conveniente en ese sentido, recordar los instrumentos internacionales que hacen referencia a ese derecho tan importante que es el derecho a la jurisdicción, con el que se vincula estrechamente el amparo.

Así, la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su Art. 8 establece: "Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley".

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su Art. XVIII dispone: "Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrado constitucionalmente."

Y la Convención Americana sobre Derechos Humanos expresa en su Art. 24, primer apartado, "Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

IV. EL AMPARO Y LAS OTRAS GARANTIAS CONSTITUCIONALES
1º.- Amparo y Hábeas Corpus
Tanto el amparo como el hábeas corpus son institutos de derecho público creados para la protección de la libertad; tienen ambos el mismo fundamento constitucional y se basan en los mismos presupuestos jurídicos: la protección de la libertad ante las restricciones injustificadas de que puede ser objeto.

Existen dos concepciones con relación al amparo y el hábeas corpus: para una de ellas el amparo no es sino la proyección del hábeas corpus, esta última garantía extendida a todos los derechos y libertades individuales; mientras que la otra, a nuestro criterio más acertada, considera a los dos institutos equiparados, garantizando ambos los derechos y libertades. En este caso, afirma Bidart Campos, debemos decir que hay identidad entre hábeas corpus y amparo, en vez de relación de especie a género como en el primero.

Para Sánchez Viamonte, el amparo es la perfección y amplificación del hábeas corpus extendido a todos los derechos de la persona humana. Señala el citado autor ciertos principios del hábeas corpus, entre ellos: 1") que el hábeas corpus es una acción y no un recurso; 2") se da en "amparo" de la libertad arbitrariamente restringida y con "contra" detenciones ilegales; 3º no ampara la libertad contra la ley (inconstitucionalidad), la ampara contra actos de autoridad o de particulares, y 4") abarca todos los derechos personales que forman la libertad (derechos de la persona humana, no del propietario ni del contratante, que pueden ser personas jurídica. Para Bielsa, sin embargo, el amparo difiere del hábeas corpus por su régimen funcional, su estructura procesal, e históricamente.

En nuestra opinión, si bien ambos institutos son garantías establecidas por la Constitución para proteger la libertad, no puede considerarse a uno como proyección del otro, sino a ambos como remedios de igual categoría con distintos ámbitos de aplicación. El amparo tiene mayor amplitud que el hábeas corpus, pues éste garantiza únicamente la libertad física, mientras que el primero protege todas las otras manifestaciones de la libertad.

En el recurso de hábeas corpus, señala Bielsa, se indaga solamente la causa de la detención y competencia del que la ordenó. Se resuelve en una orden de presentación del detenido ante el juez, para ponerlo en libertad. En el amparo se cuestiona, - prosigue-, la lesión de un derecho, o garantía, y la legitimidad del acto que determina esa lesión.

Expresa Sagüés: "Existen pues, múltiples situaciones conectadas con la libertad física, que no quedan cubiertas por el hábeas corpus pero que, en última instancia, podrían ser tuteladas por la acción de amparo. Debe apuntarse, recordando antiguos criterios jurídicos, que en la violación de varios derechos constitucionales media, a menudo, una perturbación a la libertad corporal (por ejemplo, si se niega autorización para celebrar un acto público, afectándose el derecho de reunión, también se impide la presencia física de los interesados en el lugar del caso, lesionándose así-mediatamente- su libertad personal de circular por el territorio argentino). En estas hipótesis, convendrá atender al derecho primaria e inmediatamente restringido: si es la libertad corporal procederá el hábeas corpus; si es otro derecho constitucional, el amparo".

La Constitución brasileña fija expresamente la órbita de aplicación de cada instituto, estableciendo el hábeas corpus como garantía de la libertad de locomoción, dejando al "mandado de seguranca", Art. 5, Apartado LXIX, la tutela de todo derecho individual líquido y cierto no amparado por el hábeas corpus o el hábeas data.

Igual separación consagra la Ley Argentina Nº 16.986 en la que establece la acción de amparo para proteger "los derechos o garantías explícita o implícitamente reconocidos por la Constitución Nacional, con excepción de la libertad individual tutelada por el hábeas corpus (Art. 1).
El juicio de amparo mexicano, sin embargo, protege la libertad física al igual que los otros aspectos de la libertad, estando comprendidos en él tanto el hábeas corpus como el "amparo" propiamente dicho.

En el derecho paraguayo se reserva el hábeas corpus para garantizar la libertad física, mientras que el amparo protege todos los otros derechos no tutelados para aquél. La Constitución consagra dos artículos distintos: el Art. 133 que establece el Hábeas Corpus y el Art. 134 que se refiere al Amparo. El primero protege la libertad física contra la privación ilegítima de la misma, en cualquiera de sus formas, preventivo, reparador o genérico. El amparo protege todos los demás "derechos o garantías consagrados en esta constitución o en la ley". Además, existiendo en el ordenamiento jurídico un remedio eficaz para proteger la libertad física cual es el Hábeas Corpus, ello excluye necesariamente al amparo, que es, como dijimos, excepcional y residual.

El Código Procesal Civil vigente desde el año 1989 establece que la

Acción de Amparo no procederá: "...b) cuando se trate de restricción a la libertad individual en que corresponda a la interposición del hábeas Corpus"

(Art. 565). Este Código reglamenta el "Juicio de Amparo". En tanto que la garantía constitucional del Hábeas Corpus está reglamentada por la Ley 1.500/99.

2º- Amparo y control de la constitucionalidad
Nuestro sistema constitucional, que consagra la supremacía de la Constitución, establece como corolario de dicho principio, el control de la constitucionalidad mediante órganos del Poder Judicial, siguiendo la doctrina norteamericana. Nuestra Carta Magna atribuye a la Corte Suprema de Justicia la facultad de declarar la inconstitucionalidad de las leyes y de otros instrumentos normativos así como de sentencias definitivas e interlocutorias. (Art. 259, inc 5 y Art 260). Estatuye igualmente la Constitución el amparo para proteger a toda persona lesionada en sus derechos consagrados en la misma o en la Ley (Art.134).

Como puede verse, ambos institutos defienden la supremacía de la

Constitución, pues, como sostiene Bidart Campos, la inconstitucionalidad no es privativa de las leyes o de las normas que vulneran la Constitución sino de toda actividad pública o privada que no se ajusta a la constitución, pero mientras el amparo protege en primer lugar a la persona individual o colectiva y luego a la Constitución, el control de constitucionalidad garantiza principalmente la Constitución. El amparo requiere un acto en sentido genérico o una omisión que lesione un derecho consagrado por la Constitución o por la ley, mientras que la inconstitucionalidad exige de la existencia de una disposición legal contraria a una norma constitucional. Juan Carlos Mendonca enseña que, además de la ley, están sujetos al control de constitucionalidad, la sentencia y el proceso.
El amparo restaura el derecho afectado mediante la inaplicabilidad del acto lesivo, en tanto que en la declaración de inconstitucionalidad la lesión cesa merced a la inaplicabilidad de la ley o la nulidad de la sentencia. Y siendo el amparo un proceso sumario, procede cuando la violación el derecho es clara y manifiesta, requisito que no se exige en la inconstitucionalidad cuyo procedimiento permite una más amplia investigación y discusión.

Declaración de inconstitucionalidad en el amparo.

Puede darse la circunstancia de que el acto violatorio haya sido realizado en cumplimiento de una norma legal contraria a disposiciones constitucionales. En tal caso cabe preguntarse si es procedente, dentro del juicio de amparo, declarar la inconstitucionalidad de tal norma.

En el Derecho Mexicano, el amparo comprende igualmente la declaración de inconstitucionalidad, siendo aquella por tanto la vía normal para lograr la inaplicabilidad de la ley inconstitucional.

La ley argentina de amparo, por el contrario no admite dicha acción cuando "la determinación de la eventual invalidez del acto requiriese... la declaración de inconstitucionalidad de leyes, decretos u ordenanzas" (Art. 2, inc. d de la Ley 16.986).

La principal objeción que se opone a la declaración de inconstitucionalidad dentro del amparo es la de que la inconstitucionalidad de las leyes debe ser apreciada y decidida en procedimientos ordinarios donde las partes expongan sus razones y fundamentos con todas las garantías que el debido proceso implica y que ello conspiraría contra la sumariedad del amparo.

No obstante, debe tenerse presente la obligación de orden constitucional y legal impuesta al Poder Judicial, de aplicar en primer lugar la Constitución (Arts. 256, 2do. párrafo, de la Constitución y también Art. 9 O del Código de Organización Judicial) y no existe razón alguna para dejar de cumplir con ese deber en el juicio de amparo.

Basta que surja en el amparo, en forma evidente y manifiesta, una pugna o un enfrentamiento entre la norma legal que funda el acto violatorio y una norma constitucional, para que se opte por la última y se declare la inaplicabilidad de la primera, aun cuando se trate de un juicio sumario y excepcional. Obviamente debe exigirse la concurrencia de los otros requisitos necesarios, para que el amparo proceda, por ej. que el acto, y por ende la norma, fueran clara y manifiestamente inconstitucionales, que el empleo de la vía ordinaria o normal, -la acción de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia,- produjera por su dilación, un daño grave e irreparable.

Se presenta sin embargo, en nuestro derecho, un problema de competencia para la admisión de dicha tesis. La Constitución establece la competencia de la Corte Suprema de Justicia para la declaración de inconstitucionalidad de las leyes (Art. 132, 259 inc. 5 y 260 inc. 1); en tanto que para la acción de amparo, que de acuerdo con la Constitución se puede promover "ante el magistrado competente', dicha competencia está asignada por el Código Procesal Civil a "...cualquier Juez de Primera Instancia con jurisdicción en el lugar en que el acto, omisión o amenaza ilegitimo tuviere o pudiere tener efectos "(Art. 566). Les está vedado, por tanto, a los magistrados que entienden originariamente en el amparo pronunciarse sobre la inconstitucionalidad de las leyes.

Hemos sostenido que nada obsta a que, cuando se trate de actos fundados en leyes contra las cuales se alegue su falta de conformidad con una norma constitucional, los jueces remitan a la Corte Suprema de Justicia los antecedentes, la que, toda vez que de la confrontación de ambas normas surja en forma manifiesta la inconstitucionalidad, deba pronunciarse en tal sentido, en término breve.

El Código Procesal Civil, en su versión original, facultó al juez para pronunciar la inconstitucionalidad de leyes, cuando ello fuere necesario para la concesión del amparo. Pero esa disposición fue modificada por la Ley Nº 600/95 con lo que el artículo 582 del referido código quedó redactado de la siguiente manera: "Si para decidir sobre la acción de amparo fuere necesario determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de alguna ley, decreto o reglamento, el Juez, una vez constatada (debió decir contestada) la demanda, elevará en el día los antecedes de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, la que en la mayor brevedad declarará la inconstitucionalidad si ella surgiere en forma manifiesta. El incidente no suspenderá el juicio que proseguirá hasta el estado de sentencia".
Esta disposición concuerda con la regla general establecida en el Código Procesal Civil que concede a los Jueces y Tribunales la facultad de, aún sin requerimiento de parte, "Remitir el expediente a la Corte Suprema de Justicia, ejecutoriada la providencia de autos, a los efectos previstos por el Art. 200 de la Constitución, siempre que a su juicio una ley, decreto u otra disposición normativa pueda ser contraria a reglas constitucionales" (Art. 1 8, inc. a).

A partir de la vigencia de la modificación del Código Procesal Civil en su Art. 582, la Corte Suprema de Justicia en su Sala Constitucional se pronunció sobre la constitucionalidad de disposiciones normativas en el amparo. En un fallo, señaló que la actuación de la Sala en esos casos (se refiere a la declaración de inconstitucionalidad dentro del amparo), es bastante limitada. Se expresa en la referida sentencia que "En efecto, en primer lugar, ella debe analizar si la ley, decreto o reglamento es o no inconstitucional, no pudiendo pronunciarse sobre cuestiones que hacen al fondo del amparo y cuya consideración corresponderá al Juez de la causa, quien, en el presente juicio, aún no se ha expedido sobre la petición de amparo. A esta circunstancia, se agrega otra limitación: la inconstitucionalidad debe surgir en forma manifiesta.

En otros casos, en los que se obvió la remisión a la Corte Suprema para la declaración de inconstitucionalidad y se planteó posteriormente la acción ante la Corte Suprema de Justicia impugnando los fallos recaídos, la Sala Constitucional señaló que el procedimiento era inconstitucional en razón de que se había obviado lo prescripto en Art. 582 del Código Procesal Civil (en su redacción actual). Pero advirtió que ello significaría eventualmente tener que anular las dos sentencias impugnadas (la de Primera y la de Segunda Instancia) y remitir el expediente a Primera Instancia en cuyo caso el Juez, por imperio de lo impuesto en el referido artículo, no tendría otra alternativa que devolverlo al máximo Tribunal, lo cual, se sostiene en el fallo "no sería más que una pérdida de tiempo" y que "dados los extremos mencionados precedentemente, en este momento carece ya de toda relevancia la cuestión procedimental y no se puede pretender el absurdo de que por un apego excesivo al formalismo, el expediente tenga que descender a Primera Instancia, cuando en definitiva deberá recalar necesariamente en esta Corte". Como consecuencia la Sala Constitucional resolvió estudiar y pronunciarse sobre el fondo.

3º- Amparo y Hábeas Data
El Art. 135 de nuestra carta fundamental dispone: "Del Hábeas Data. Toda persona puede acceder a la información y a los datos que sobre sí misma, o sobre sus bienes, obren en registros oficiales o privados de carácter público, así como conocer el uso que se haga de los mismos y de su finalidad. Podrá solicitar ante el magistrado competente la actualización, la rectificación o la destrucción de aquellos, si fuesen erróneos o afectaran ilegítimamente sus derechos”.

Algunos autores consideran que este instrumento procesal constitucional configura un amparo especializado que tiende a asegurar la información con respecto al acceso y a la rectificación o destrucción de registros oficiales o privados de carácter público. El hábeas data constituye así una vía para la protección de esos derechos, vía cuya existencia cierra obviamente la del amparo que, como Sien se ha dicho, tiene un carácter residual. En el derecho brasileño, el mandado de seguranca no es procedente cuando el derecho está amparado por el hábeas data conforme lo dispone el Art. 5, Apartado LXIX de la Constitución.

V. EL AMPARO Y EL ESTADO DE EXCEPCIÓN
Nuestra Constitución prevé en el Art. 288 la declaración del estado de

excepción en los casos de conflicto armado internacional, formalmente declarado o no, o de grave conmoción interior que ponga en inminente peligro el imperio de la Constitución o el funcionamiento regular de los órganos creados por ella.

Dispone el referido artículo que el estado de excepción no interrumpirá el funcionamiento de los Poderes del Estado, la vigencia de la Constitución, ni específicamente el hábeas Corpus.

El estado de excepción es una medida extrema que se adopta ante peligros graves para las instituciones públicas en el que se permite la suspensión de ciertas garantías; pero como se ha visto, la Constitución declara expresamente que queda vigente la garantía del hábeas corpus. Corresponde agregar que, aunque no lo disponga expresamente, tampoco pierde vigencia la garantía del amparo establecida también en la misma Carta fundamental.

Debe recordarse que, si bien el Art. 27 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) permite la suspensión de garantías en caso de guerra, de peligro público que amenace la independencia o seguridad del Estado parte, en el párrafo 2 establece expresamente que no queda autorizada la suspensión de determinados derechos, ni de las garantías judiciales indispensables para la protección de esos derechos.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha calificado al amparo y al hábeas corpus como garantías indispensables para la protección de los derechos, aún en estado de excepción y sirven, además, para preservar la legalidad en una sociedad democrática y que por lo tanto esas garantías no pueden ser suspendidas. Así lo ha expresado en la opinión consultiva OC-8/87 de la referida Corte Interamericana.

VI. CARACTERES DEL AMPARO
Antes de entrar al análisis de los presupuestos del Amparo que surgen del texto constitucional, es preciso señalar los caracteres del remedio procesal:

Se trata de un remedio excepcional. La disposición constitucional exige que el caso no pueda remediarse por la vía ordinaria, vale decir, que solo cabe ante la inexistencia de otros remedios o ante la ineficacia de los que existieren. Este carácter debe ser articulado por el interesado al promover la demanda y acreditado en forma clara en el momento de dictarse sentencia.

Es un proceso autónomo pues no depende de ningún otro proceso promovido o a promoverse como lo sería en el caso de las medidas cautelares. El amparo no es una medida cautelar aunque muchas veces se lo ha entendido de esa manera, aun cuando durante el curso del proceso puedan adoptarse medidas cautelares como veremos más adelante.

Por último se trata de un procedimiento sumario, breve como lo indica el texto constitucional, y ello es así porque los elementos que compone el instituto deben surgir en forma clara y manifiesta de tal manera que no requieran mayor debate. De ahí que si se trata de una cuestión que no reviste ese carácter de claridad, la sumariedad del Amparo no sería apta para resolver la cuestión.

VII. PRESUPUESTOS FUNDAMENTALES
De la lectura de la primera parte de la norma constitucional surgen los presupuestos fundamentales de este instituto. Estos presupuestos son:

 - El acto lesivo,

- El daño o agravio;
- Los derechos protegidos y

- La ausencia de remedios ordinarios.

Es importante tener presente que para la procedencia del amparo se requiere la concurrencia de todos y cada uno de los elementos. Por lo tanto, cuando nos referimos a uno de ellos en particular damos por supuesto que también deben concurrir los demás elementos.

1) El acto lesivo o acto violatorio
La expresión acto debe ser tomada en su sentido amplio, vale decir cualquier acto, jurídico o no, o cualquier hecho o conducta que puedan producir un daño. El derecho mejicano lo describe como "cualquier hecho voluntario, consciente, negativo o positivo, desarrollado por un órgano del Estado, consistente en una decisión o en una ejecución o en ambas conjuntamente, que produzcan una afectación en situaciones jurídicas o fácticas dadas y que se impongan imperativamente".
a) Requisitos del acto lesivo:

1) Ilegítimo. Ilegitimidad-ilegalidad
De acuerdo con la Constitución el acto debe ser ilegítimo. Esa ilegitimidad debe surgir en forma manifiesta, tal como lo exige la ley fundamental por lo que no debe requerir un análisis exhaustivo. Debe advertirse que ese carácter manifiesto, debe surgir ya sea al promover la demanda o ya con posterioridad, mediante el aporte de las pruebas pertinentes. Pero lo importante es que la manifiesta ilegitimidad debe presentarse en el momento de dictarse sentencia en el cual debe surgir en forma clara y evidente dicho carácter.
Se ha distinguido la ilegitimidad de la mera ilegalidad. Son dos conceptos similares aunque no idénticos puesto que un acto puede ser legal pero no legítimo y viceversa. Por legalidad se entiende todo aquello que sea conforme al derecho positivo en tanto que por legitimidad se entiende el acto conforme al derecho natural, a la justicia o a la equidad. Se ha expresado que "la legitimidad de cualquier institución es su conformidad con la ley en toda la extensión de la palabra, y por lo tanto, con la ley divina, natural y positiva, y con la humana ya consuetudinaria, ya escrita".

Sin duda, la cuestión está vinculada con la polémica positivismo versus iusnaturalismo, porque como señala Legaz y Lacambra, "el respeto a la dignidad del individuo, implica la inserción de la legalidad en un orden iusnaturalista, realizado en la Constitución, pero reconocido por ésta como trascendente. De ahí la posibilidad de hablar no ya sólo de anticonstitucionalidad, sino de antijusnaturalidad de una disposición legal." La legalidad aspira a ser legítima ya que la norma positiva se inspira en la Justicia y en tal sentido debe ser interpretada. La norma positiva tiene la pretensión de legitimidad y a veces la presunción por lo que lo legal sería sinónimo de lo legítimo. Pero puede no ocurrir esa coincidencia. Por ejemplo, siempre en casos hipotéticos, una ley dictada con todas las formalidades requeridas, por un parlamento democrático, que consagrara la esclavitud podría ser considerada una norma legal pero no legítima.

Sin embargo en nuestro derecho no se admite la ley ilegítima dado que ella sería inconstitucional. El deber de asegurar las libertades, los derechos humanos, la justicia conforman el espíritu de la Constitución y se materializa en normas expresamente consagradas en dicho cuerpo jurídico por lo que todo acto que viole estos principios podría dar lugar al Amparo aunque aquel se funde en una norma legal. Esto está vinculado evidentemente a la inconstitucionalidad de la norma y su posibilidad de declararla dentro del amparo, lo cual veremos más adelante.

2) Acto subsistente
Existen otros requisitos para el acto lesivo. Debe tratarse de un acto subsistente, vale decir que no haya cesado ni que hayan cesado sus efectos porque en caso contrario el amparo, que busca precisamente el restablecimiento de la situación jurídica infringida, no tendría objeto. En algunas legislaciones, se establece expresamente este principio, como la ley mejicana que dispone en su Art. 73: "El juicio de amparo es improcedente...XVI. Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado."

3) Acto no consumado de modo irreparable
Por la misma razón debe tratarse de un acto no consumado de modo irreparable puesto que si el acto fue consumado y no es posible restablecer el derecho solo cabrán las reparaciones indirectas, de carácter económico o de otra índole como las indemnizaciones que no constituyen el objeto del amparo.

4) Acto no consentido
Por último debe tratarse de un acto no consentido, ya sea en forma expresa, ya tácitamente por la no interposición de recursos o del propio amparo dentro de los plazos establecidos. En este punto sería interesante analizar la cuestión relativa a ciertos derechos irrenunciables en cuya vigencia está interesado el orden público. En mi opinión no es posible admitir que el derecho a la libertad, en sus múltiples manifestaciones, a la igualdad, al libre tránsito dentro del territorio nacional, a habitar el suelo patrio, a la libertad de conciencia, de pensamiento, de opinión, de expresión y información, de reunión, etc. queden definitivamente conculcados por haberse dejado transcurrir un plazo sin reclamar su restauración. Ellos son derechos permanentes, inalienables, irrenunciables e imprescriptibles cuya vigencia es independiente de la voluntad de los beneficiarios. Toda manifestación de dicha voluntad, expresa o tácita, en el sentido de la renuncia de los derechos o del consentimiento de la restricción, es nula de nulidad absoluta.

5) Actos justiciables. La cuestión en nuestro derecho
Sostienen algunos autores que el amparo no es procedente cuando se trata de actos no justiciables. Debemos recordar que la Corte Suprema sostiene desde hace más de diez años que no existen actos no justiciables. Por actos no justiciables se entiende aquellos que por ser realizados en virtud de facultades privativas de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, por pertenecer a las denominadas "zonas de reserva" están exentos de la autoridad de los jueces por lo que no podrían ser objeto de ningún juzgamiento en ningún tipo de juicio y por lo tanto tampoco a través del Amparo.

La cuestión ha dado lugar a opiniones divergentes en nuestro medio sobre todo en aquellos casos en que se afectaron cuestiones muy sensibles de carácter político especialmente cuando se refería a la revisión judicial de los llamados "actos de gobierno".

En nuestra opinión, la justiciabilidad significa la posibilidad de que un juez examine si la cuestión sometida a su consideración puede ser objeto de

revocación eventual o si debe respetarse la decisión adoptada por un órgano no judicial o una persona privada por ser una cuestión atingente exclusivamente a ese órgano dentro de una zona de reserva o relativa a cuestiones que atañen exclusivamente a la voluntad de las personas privadas.

Como sabemos existen actos que son dictados en ejercicio de facultades discrecionales, facultades que les han sido otorgadas a determinadas autoridades administrativas o legislativas para la adopción, de acuerdo al criterio de esas autoridades, de determinadas medidas alternativas. La ley somete al criterio de esas autoridades la adopción de una u otra medida y si la revisión de esos actos por el juez pudiera significar la sustitución del criterio de la autoridad administrativa por la del criterio del juez, estaríamos convirtiendo a los jueces en autoridades administrativas y legislativas, convirtiendo al sistema en el gobierno de los jueces o en la dictadura judicial ya que éstos reunirían en sí, todos los poderes. Esto es lo que se quiere evitar cuando se afirma que existen casos no justiciables.

Similar situación se da en el ámbito del Derecho Privado en el que rige el principio de la autonomía de la voluntad en materia de contratos o el de la libertad testamentaria en materia de actos de última voluntad. El juez no puede intervenir sustituyendo la voluntad de las partes o la voluntad del testador. Ellos serían actos no justiciables desde ese punto de vista.

Pero es sabido que los actos discrecionales no son ilimitados, que la discrecionalidad no es absoluta; que cuando la ley otorga esas facultades discrecionales establece límites a la misma pues en caso contrario sería inconstitucional. Esos límites están establecidos en la Constitución, en las leyes, en los reglamentos. Dichos límites deben ser respetados por la autoridad a quien se confirió la facultad discrecional. Además de esos límites existe un límite lógico vinculado a la razonabilidad del acto, es decir la proporcionalidad, ya que discrecionalidad no significa facultad para actuar arbitraria y caprichosamente.

Del mismo modo los particulares que contratan de acuerdo al principio de la autonomía de la voluntad, no pueden alterar leyes de orden público ni pueden realizar contraprestaciones desproporcionadas que vicien el principio de equilibrio que preserva la teoría de la lesión consagrada en nuestro Derecho Positivo. 
Por eso cuando se habla de actos no justiciables ello no significa que los jueces no pueden examinar si las facultades discrecionales no han traspasado los límites establecidos por la Constitución, la ley y el principio de razonabilidad, como asimismo que los jueces no puedan examinar si en esos contratos no se han violado normas de orden público o si el testador no ha afectado por ejemplo, la legítima de los herederos forzosos.

En ese sentido podemos afirmar que todos los actos son justiciables porque cuando se plantea una cuestión a un juez, cualquiera sea la naturaleza del acto, aquel está obligado a examinar la legitimidad del mismo. Lo que no podrá hacer el juez, una vez constatada la adecuación del acto a las potestades que le han sido conferidas, es reemplazar la decisión de la autoridad, o de las partes en los contratos o del testador, por la suya propia por tener criterios distintos.

Existen casos en la jurisprudencia nacional donde dentro del amparo se examinó la cuestión relativa a la justiciabilidad del supuesto acto lesivo. En un caso se planteó ante la justicia electoral el amparo contra una resolución de la Cámara de Diputados por la que ante el permiso concedido a uno de sus miembros lo sustituía por el suplente en la lista de la alianza electoral que había sido electa. Quien planteó el amparo pretendía que el cargo le correspondía en su carácter de suplente del partido que integraba la alianza. Se preguntaba el Tribunal si la cuestión era justiciable o si la sustitución de un parlamentario por el suplente era cuestión privativa de la Cámara. En otro caso se presentó el amparo por un senador suplente que pretendía a través del amparo su incorporación a la Cámara de Senadores bajo apercibimiento de prestar juramente ante la autoridad electoral competente. Entendió, e1 Tribunal que la reunión de los miembros de la Cámara para constituirse en quórum legal es de competencia exclusiva de aquella así como los medios para compeler a sus miembros a concurrir a las sesiones. Consideró que era una cuestión no justiciable.

b) Actos de las autoridades
En primer lugar el Amparo cabe contra actos de autoridades. Analicemos cuales y de qué autoridades.

1) Actos del Poder Ejecutivo
Con respecto al mismo, el Poder Ejecutivo, cabe contra todo tipo de actos, sean estos actos administrativos o de otra naturaleza, conductas o vías de hecho. Evidentemente en ellos el magistrado debe analizar la legitimidad de dichos actos sin perder de vista las esferas propias de la administración, es decir las zonas de reserva de la administración, aquellas actividades que la Constitución reserva para el Poder Administrador.

2) Actos del Poder Legislativo
Con respecto al Poder Legislativo obviamente cabe el Amparo contra los actos administrativos de dicho poder o simple vías de hecho provenientes del mismo que lesionan derechos de los particulares.

En cuanto a la actividad legislativa propiamente dicha, el cuestionamiento del típico acto legislativo, la ley, está muy vinculado a la declaración de inconstitucionalidad dentro del amparo. Pero si la lesión por el acto ilegítimo se produce por la sanción de una ley, violándose un derecho constitucional, vale decir de jerarquía superior y si por las particularidades del caso las vías normales existentes no fueren idóneas para restablecer el derecho violado, el amparo podría ser el medio adecuado para la salvaguarda de ese derecho.

Esta cuestión se presta a mucha reflexión ya que existiría otra vía, la acción de inconstitucionalidad. Por otra parte es necesario distinguir aquellas leyes inmediatamente operativas o autoejecutables que por su sola sanción pueden afectar directamente al quejoso, de aquellas leyes que requieren para ejecución un acto posterior de aplicación para que surja la afectación o el supuesto daño.

Con relación a este tópico debe recordarse que la Constitución prohíbe promover el amparo en el proceso de formación, sanción y promulgación de las leyes. Con anterioridad a la vigencia de nuestra actual Ley Fundamental, un juez pretendió ordenar, dentro de un amparo, al Presidente de la República que no promulgara una ley.
3) Actos del Poder Judicial
En cuanto a los actos del Poder Judicial, la Constitución establece expresamente que el amparo no podrá promoverse en la tramitación de causas judiciales ni contra actos de órganos judiciales. Se ha discutido mucho sobre la procedencia del amparo contra actos del Poder Judicial. No corresponde referirnos extensamente al debate doctrinario suscitado al respecto, pero debemos decir que se cuestionó por unos o se propició por otros la procedencia del amparo contra actos judiciales, distinguiéndose incluso entre actos jurisdiccionales y actos administrativos del Poder Judicial. Nuestra Constitución es categórica, prohíbe el Amparo en la tramitación de causas judiciales y concordantemente el Código Procesal Civil lo prohíbe contra resoluciones y providencias dictadas por jueces o Tribunales, lo cual incluye a todos los actos jurisdiccionales. Pero la Ley Fundamental extiende la prohibición al amparo contra actos de órganos judiciales sin distinguir la naturaleza de los mismos por lo que dicho remedio constitucional es improcedente contra cualquier acto del Poder Judicial, sea jurisdiccional o administrativo o simples vías de hecho.

Actos de los particulares

El amparo no solo protege los derechos por violaciones de las autoridades sino también de los particulares. La tutela debe proceder cualquiera sea el origen del acto lesivo.

La omisión

El acto lesivo puede consistir en una conducta o actuación positiva como en una omisión o abstención vale decir un acto negativo.

Cuando la autoridad o los particulares tienen el deber de obrar o de pronunciarse y no lo hacen, la abstención o, el silencio pueden causar la violación de un derecho y la Constitución extiende la protección del amparo contra este tipo de conductas.

Relacionado con este tópico se encuentra el tema referente al silencio de la Administración y a lo que se ha dado en llamar "amparo de pronto despacho" con el cual se busca que el autor del acto lesivo revierta su conducta hacia un acto positivo. No debemos olvidar en lo que respecta al silencio de la Administración la disposición del Art. 40 de la Constitución que consagra el derecho de peticionar a las autoridades y el deber de éstas de dar respuesta a las peticiones, dando un valor denegatorio al silencio de la autoridad cuando ésta no se pronuncia en las condiciones y en los plazos establecidos en la Ley, efecto que dejaría sin sustento el amparo de pronto despacho ya que por imperio de la norma constitucional existiría un pronunciamiento, ficto es cierto, pero un pronunciamiento al fin que es lo que se buscaría con el mencionado amparo. El problema surgiría cuando la Ley no estableciera plazos; en ese caso sí el Amparo podría caber para emplazar a la autoridad a pronunciarse, incluso bajo apercibimiento de darle un sentido denegatorio al silencio.

La amenaza
También la amenaza puede dar lugar al Amparo. La Constitución lo autoriza cuando el quejoso se encuentra en peligro inminente de ser lesionado en su derecho. Esa expresión nos revela que debe tratarse de una amenaza seria, el peligro claro de una lesión futura de futuridad inmediata. Deben existir indicios ciertos y no un mero temor hipotético.

2. El daño o agravio
Es el segundo elemento al que nos hemos referido. El acto lesivo o acto violatorio debe producir una afectación, un agravio, una merma en los derechos del quejoso.

a) Daño personal. Intereses difusos
Ese daño debe ser personal. La Constitución establece ese requisito para atribuir el amparo a la persona cuyo derecho es violado. No obstante debemos recordar que la propia Constitución convierte al Amparo en Acción Popular en los casos previstos en la Ley y también debemos recordar el Art. 38 de la misma Ley Fundamental que confiere el derecho a la defensa de los intereses difusos a toda persona individual o colectivamente. Es en lo referente a la defensa del ambiente, de la integridad del hábitat, de la salubridad pública, del acervo cultural nacional, de los intereses del consumidor, etc.

b) Daño real y tangible

El daño debe ser un daño real y tangible, no un mero daño hipotético. También debe ser grave, vale decir que es un remedio para cuestiones trascendentes y no para cuestiones ligeras. La Constitución habla de lesión grave. Indudablemente la apreciación con respecto a la gravedad del daño, a su entidad corresponde a la persona lesionada lo cual responde mucho a criterios subjetivos. No debe perderse de vista la importancia del caso concreto y las condiciones personales del actor pues lo que es grave para una persona de condición humilde puede no serlo para otra persona. El juez debe recurrir a su sentido de prudencia y a su sabiduría para poder determinar la gravedad de la lesión en el caso concreto.

3. Los Derechos protegidos
- Constitucionales o legales: El amparo protege todos los derechos fundados en el ordenamiento jurídico. Se pasa de la protección de los derechos constitucionales a la protección de toda la legalidad.

- Subjetivos públicos o privados.

- Individuales, sociales y políticos. Derechos humanos.
- Patrimoniales. En lo que respecta a estos derechos es evidente que ellos se encuentran muy bien protegidos por los medios ordinarios y es casi imposible encontrar algún caso en que aquellos resulten ineficaces. Derecho de propiedad (acción de reivindicación, posesoria, interdictos, medidas cautelares, etc).
- Derechos explícita e implícitamente consagrados. La protección abarca a todos los derechos tanto a los que se encuentran establecidos explícitamente en la Constitución y en las Leyes como aquellos que están implícitos a los cuales hace referencia el Art. 45 de la Constitución cuando establece: "De los derechos y garantías no enunciados. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en esta Constitución no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la personalidad humana, no figuren expresamente en ella. La falta de ley reglamentaria no podrá ser invocada para negar ni para menoscabar algún derecho o garantía."

- Garantías. Aparte de los derechos se encuentran también protegidas las garantías consagradas en el ordenamiento jurídico tomadas ellas en su acepción amplia, como seguridades o promesas establecidas en la Constitución.

Ausencia de remedios ordinarios

Hemos señalado anteriormente que el amparo es un remedio de carácter residual, vale decir que sólo es procedente cuando debido a la urgencia del caso no pudiera remediarse por la vía ordinaria. Este requisito es fundamental y se ha entendido que constituye la llave del amparo. Es importante para que se abra la vía del amparo que no existan otras vías hábiles para restablecer el derecho conculcado o proteger el derecho amenazado. No pretende el sistema superponer la vía del amparo con otras vías para la protección del mismo derecho lo cual acarrearía gravísimas perturbaciones al sistema procesal. Lo que se pretende es que en aquellos casos en que las vías normales y ordinarias sean inadecuadas, el derecho conculcado no quede sin reparación y por esa razón se crea la vía extraordinaria o residual del amparo.

Cuando la Constitución se refiere a la vía ordinaria no se está refiriendo sólo al juicio ordinario, sino a todos los remedios que el derecho procesal pone a disposición de los justiciables para hacer valer sus derechos.

Vinculados con este tema se encuentran dos principios, el de las vías previas y el de las vías paralelas.

a) El principio de las vías previas
De acuerdo al principio de las vías previas el amparo será improcedente si no se han utilizado previamente los remedios o recursos de carácter administrativo de que dispone el quejoso para hacer rever la resolución que considera violatoria. Estas vías deben ser agotadas para lograr que el acto sea definitivo y poder en consecuencia promover el amparo. Si el acto no es definitivo, si existen esos remedios administrativos en trámite, el Amparo no será procedente.

Debe recordarse que estos recursos o medios de defensa administrativos rigen no solamente para la Administración Pública sino también en el ámbito privado. En el derecho societario, por ejemplo, donde muchas veces se contemplan recursos internos contra las resoluciones dictadas en ese ámbito.

b) El principio de las vías paralelas
Este principio exige la inexistencia de un medio idóneo de carácter jurisdiccional, ya que de existir ese medio idóneo, es a ésa vía ordinaria a la que debe recurrirse y no a la vía extraordinaria del amparo. A diferencia de las vías previas, cuya utilización es requerida para promover con posterioridad el amparo, no se requiere la utilización de las vías paralelas. Al contrario, su mera existencia, haya sido utilizada o no, determina la inviabilidad del amparo.

Y cuando hablamos de las vías paralelas nos referimos a todos los remedios existentes de carácter jurisdiccional: el juicio ordinario, los juicios especiales, las medidas cautelares, los procedimientos sumarios, el juicio contencioso-administrativo, se encuentran a disposición de los interesados y son en la mayoría de los casos hábiles para proteger los derechos.

c) Ineficacia de las vías existentes
Dentro de este tópico de las vías ordinarias, que constituye como he dicho la llave del amparo, reviste singular importancia el referente a la eficacia de las vías existentes. Pueden darse casos en que esas vías normales existentes sean ineficaces para reparar o salvaguardar el derecho conculcado en la forma rápida que se requiere. La tardanza puede en algunos casos ocasionar perjuicios graves de carácter irreparable pudiendo lograrse sólo una reparación tardía e insuficiente. En estos casos, a pesar de la existencia de vías paralelas, se abre la vía del amparo para otorgar con prontitud la reparación que se requiere. Ello surge del texto constitucional.

Este tema ha dado lugar a excesos en la utilización del amparo. Muchas veces la necesidad de lograr una reparación rápida o el deseo de no someterse a la duración de los trámites de los procedimientos normales ha llevado a letrados a promover indebidamente el amparo como medio para satisfacer esa necesidad. Debe advertirse que ese perjuicio grave e irreparable que autoriza la acción de amparo no obstante la existencia de vías ordinarias no consiste ni puede consistir en la simple dilación que el tránsito por las vías existentes implique, dilación a la que se encuentra sometido necesariamente todo litigante. No pueden sustituirse lisa y llanamente las vías normales por la excepcional del amparo; ello acarrearía el caos procesal. La celeridad en el proceso debe buscarse por otros medios y no por la utilización indiscriminada del amparo. Este es un remedio que sirve para complementar el sistema procesal pero no para sustituirlo.

Pero tampoco puede negarse el remedio ante la mera existencia de las vías normales sin examinar adecuadamente la eficacia o la idoneidad de ellas para la protección del derecho. 

Por eso es fundamental el equilibrio en la apreciación de las condiciones del amparo y no convertir al amparo ya en un instrumento anarquizante, ya en un remedio de uso imposible.

VII. BREVES COMENTARIOS SOBRE EL PROCEDIMIENTO
El Código Procesal Civil, siguiendo las pautas constitucionales establece un procedimiento breve, sumario, bilateral, con facultades del juez y deberes de las partes, excluyendo del amparo aquellos casos de restricción de la libertad individual que corresponden al hábeas corpus.

El juez competente es cualquier juez de primera instancia donde tuviere efectos el acto lesivo. En materia electoral, la Constitución ha otorgado competencia a los jueces de ese fuero.

Para evitar la elección de jueces la Corte Suprema estableció una Mesa de Entrada de Garantías Constitucionales en la jurisdicción de Asunción y luego ampliado a otras jurisdicciones con un sistema de sorteo y distribución de expedientes de tal manera que pueda recaer en cualquier juez que resulte sorteado pero no en el que elija el interesado, garantizándose más la imparcialidad.

Admite el Código el rechazo in límite cuando la petición fuera de notoria improcedencia, debiendo por tanto el juez al recibir el amparo realizar un doble examen previo: uno sobre los requisitos formales, y otro sobre las condiciones de admisión.

Un tópico aparte merece el relativo a las medidas cautelares. El amparo admite la adopción de medidas de urgencia como la prohibición de innovar, la realización del acto omitido y cualquier otra medida cautelar compatible.

Pero es preciso que el juez, como en la adopción de toda medida cautelar, extreme las exigencias a fin de evitar la adopción de medidas improcedentes ya que se han cometido abusos con ellas pues los jueces las han otorgado sin analizar adecuadamente los requisitos para su procedencia. No debe olvidarse que como toda medida cautelar se requiere el peligro en la demora, la verosimilitud del derecho y la contracautela adecuada.

En cuanto a los medios de prueba debe señalarse que existe libertad probatoria, por lo que debe admitirse toda prueba compatible con la naturaleza sumaria. En cuanto a la prueba confesoria de la autoridad administrativa ella no es admitida en la jurisdicción contencioso-administrativa por las diversas razones que no las referimos por la naturaleza de este trabajo, pero es una restricción que convendría analizarla en cuanto a su aplicación en el procedimiento de amparo.

Debe recordarse que la sentencia debe contener, -aparte de todos los requisitos propios de toda sentencia: el examen de la prueba, de las condiciones de la acción, el principio de congruencia, etc.-, la disposición referente a la salvaguarda del derecho o garantía o el restablecimiento inmediato de la situación jurídica infringida. La demora maliciosa en el cumplimiento de la sentencia o la obstaculización a la substanciación del amparo impone al juez la obligación de pasar los antecedentes al juez del fuero penal o al Ministerio Público para los fines previstos en el Código Penal. Debemos tener en cuenta que la sentencia no causa estado conforme lo dispone la Constitución y el Código Procesal Civil, vale decir que no hace cosa juzgada material pero sí formal.

La disposición que autoriza la sentencia inmediata sin substanciación ha sido derogada por la Ley 600/95 la cual modificó igualmente el art. 582 del Código Procesal Civil en lo que respecta a la acción de inconstitucionalidad por parte del juez.

Cabe destacar por Último la disposición del Art. 136 de la Constitución que establece:

"De la competencia y de la responsabilidad de los magistrados.

Ningún magistrado judicial que tenga competencia podrá negarse a entender en las acciones o recursos previstos en los artículos anteriores; si lo hiciere injustificadamente, será enjuiciado y, en su caso, removido.

En las decisiones que dicte, el magistrado judicial deberá pronunciarse también sobre las responsabilidades en que hubieran incurrido las autoridades por obra del proceder ilegítimo y, de mediar circunstancias que prima facie evidencien la perpetración de delito, ordenará la detención o suspensión de los responsables, así como toda medida cautelar que sea procedente para la mayor efectividad de dichas responsabilidades. Asimismo, si tuviese competencia, instruirá el sumario pertinente y dará intervención al Ministerio Público; si no la tuviese, pasará los antecedentes al magistrado competente para su prosecución. Ello no significa que el juez deba admitir y dar trámite a todos los amparos que le sean presentados sino que el juez no puede negarse a recibir el escrito de promoción de la acción, debiendo admitirlos si procede o rechazarlos fundadamente en caso contrario".

Para finalizar solo me resta señalar que el amparo es un noble instrumento que ha sido puesto al servicio de la ciudadanía para ser utilizado adecuadamente y conforme a su capacidad. La eficacia de este remedio para el goce efectivo de los derechos que conforman las libertades del hombre depende de la probidad y el equilibrio de quienes lo utilizan y fundamentalmente de los magistrados quienes en este caso tienen un amplio poder discrecional para la apreciación de los casos concretos en el que es importante el criterio jurídico y la probidad del juzgador.

La acción de Hábeas Data, garantía constitucional de derechos fundamentales
      María Elodia Almirón Prujel

1. CONCEPTOS PRELIMINARES
El Hábeas Data tiene una doble consideración. A veces se lo trata como derecho constitucional de las personas, con raíces en el derecho a la intimidad; en otras, se atiende a su función como garantía o proceso constitucional.

En ambas cuestiones, el punto de partida puede ser correcto aunque debe tenerse en cuenta que es el producto de una serie de transformaciones y evoluciones que de soslayarse producen inconsistencias claras en la explicación del fenómeno que reproduce este proceso constitucional.

En efecto, se observa como punto de partida el objeto de esta garantía procesal o los contenidos de este nuevo derecho, según la tutela que se pretenda abordar, y de inmediato aparecen sucesivas alternativas.

El Hábeas Data, dicen algunos, protege el derecho a la intimidad; pero al mismo tiempo se afirma que la defensa es de la privacidad, o de la dignidad humana, o el derecho a la información, o bien la tutela del honor, o de la propia imagen o perfil personal, o el derecho a la identidad, o simplemente acotada a la autodeterminación informativa. Es así, son multifacéticas y distintas las proyecciones en cada caso. De allí, lo necesario de efectuar algunas consideraciones previas.

La preocupación, en términos generales actuales, por la intimidad, es el resultado de un largo proceso histórico de transformación de la conciencia que comienza con la Contrarreforma, pasa por la desvalorización de la conciencia religiosa por los filósofos del siglo XVII (Hobbes, Locke, Descartes, Spinoza), y desemboca en la construcción de la conciencia moral, preparada por Thomasius y concluida por Kant. Con éste la libertad del hombre es la que permite enjuiciar por sí mismo sus acciones y determinar su voluntad a partir de una inclinación a la moralidad que le es innata. Sobre esta concepción del hombre adquiere sentido la noción actual de intimidad como atributo necesario de su nuevo status de libertad-autonomía. La dualidad de la personas (interioridad y socialidad) se traslada a la intimidad que es bidireccional: ad se y ad alteros.

La intimidad si bien hace referencia primariamente a un espacio propio, privativo, del individuo, éste sólo adquiere su pleno sentido frente a los otros, tanto para oponerlo a ellos como para compartirlo con los demás. Así, la intimidad es simultáneamente condición de la personalidad individual y de la personalidad social.

Si se quiere delimitar el contenido esencial de este o cualquier otro derecho fundamental, antes es preciso definir los intereses jurídicos o bienes que se encuentran en su ámbito de tutela. Así, por lo que respecta al derecho a la autodeterminación informativa, los instrumentos o medios directamente relacionados con la protección de la intimidad personal y familiar, el honor y el pleno ejercicio de esos derechos, comprenden su contenido esencial. No cualquier aspecto o garantía de la protección de datos integra el contenido esencial del citado derecho, aquel se circunscribe al conjunto de instrumentos o garantías indisponibles en una defensa de los intereses jurídicos propios o naturales de este derecho.

Junto al derecho a la información del afectado de los diversos aspectos relacionados con el tratamiento informático de los datos, otras facultades de obligado reconocimiento serán: la necesidad de contar con el consentimiento del afectado para el tratamiento de sus datos, la posibilidad de exigir la cancelación o rectificación de datos inexactos o incompletos, o el derecho a exigir que el tratamiento de la información se adecue a unos fines legítimos previamente determinados. Estas facultades constituyen las principales garantías que dan vida y sentido al derecho a la autodeterminación informativa; sin ellas no sería posible asegurar el respeto a los derechos individuales que se amparan bajo la protección de datos personales.

Asimismo, es de advertir que, tal como sucede en los sistemas para el control de constitucionalidad, tambi6n en esta materia las aguas se dividen en dos direcciones.

Mientras en Europa se persigue la defensa de la persona a través de normas que especifiquen los límites del Estado y de los particulares para el tratamiento de los datos, en los Estados Unidos, principalmente, no hay políticas constitucionales sobre el tema, prefiriéndose la remisión judicial de aquellos actos que agreden, eventualmente, el derecho a la privacidad, y que dieron lugar en el año 1974 a la Privacy Act.

En términos parecidos, la distinción que hacen los primeros entre derechos personalísimos (titular de los datos) y portadores o administradores de ellos (bancos de datos) busca ampliar el panorama de derechos de las personas y limitar el uso de los datos que tienen las empresas cuando está ausente el consentimiento del titular para la aplicación de ellos a un fin determinado.

El Hábeas Data es un instituto relativamente reciente, vinculado con el auge de la informática y es consecuencia de la multiplicación de los archivos de datos acerca de las personas. Constituye una garantía que tiende a que todos los habitantes puedan acceder a las constancias de los archivos y a controlar la veracidad de los mismos.

Es una de las garantías constitucionales más modernas, aunque se la denomine mitad en latín y mitad en inglés. Es así, que su nombre se ha tomado parcialmente del antiguo instituto del Hábeas Corpus, en el cual el primer vocablo significa "conserva o guarda tu..." y del inglés "data", sustantivo plural que significa "información o datos". En síntesis en una traducción literal, significaría "conserva o guarda tus datos".

La acción de Hábeas Data se define como el derecho que asiste a toda persona -identificada o identificable- a solicitar judicialmente la exhibición de los registros -públicos o privados- en los cuales están incluidos sus datos personales o datos sobre sus bienes.

Su fundamento consiste en otorgar una garantía especial al derecho a la intimidad de las personas (el derecho a la privacidad o a la intimidad, es una consecuencia o derivación del derecho a la dignidad). Mediante esta acción, todo individuo tiene derecho a solicitar judicialmente la exhibición de los registros -públicos o privados- en los cuales se hayan incluido datos sobre su persona o sobre sus bienes, para tomar conocimiento de su exactitud y a requerir la rectificación o supresión de datos inexactos.

Esta garantía ha cobrado gran importancia en la actualidad, con el auge de los bancos informáticos de datos, a los cuales puede accederse fácilmente de diversos modos (por ejemplo a través de una línea telefónica), lo cual multiplica la posibilidad de propagar datos personales, que de cualquier modo pudieran perjudicar a su titular, agraviando así su derecho a la intimidad.

Cada persona es un plexo de diversos estados o vínculos con otras personas (nacionalidad, sexo, antepasados, estado civil, nombre, situación económica y financiera, profesión, religión, costumbres, familia, etc.) que forman su circunstancia. Todos estos datos, plasmados en un registro informático, podrían servir para el chantaje o la discriminación.

2. BREVE RESEÑA DEL DERECHO COMPARADO
El Hábeas Data ha sido incorporado en varias Constituciones y legislaciones europeas y americanas. En las nuevas Constituciones del Brasil, Venezuela, Colombia, Perú y Argentina.

La denominación del mismo proviene de la Constitución brasileña de

1988, que lo regula en su Artículo 5º, inc. LXXII, que expresa: "Se concederá hábeas data: a) para asegurar el conocimiento de informaciones relativas a la persona de quien lo pide, que consten en registros o bancos de datos de entidades gubernamentales o de carácter público; b) para la rectificación de datos, cuando no se prefiera hacerlo por un proceso judicial o administrativo". El trámite del Hábeas Data es el del "mandato de seguranca" (acción de amparo).
También el derecho anglosajón europeo se ha ocupado de esta garantía: en el Reino Unido se sancionó en 1984 la "Data Protection Act", y en los Estados Unidos de Norteamérica la "Privacy Act" de 1974, ya mencionada en párrafos anteriores, reformada está en 1978 por medio de otra ley la "Freedom of Information Reform Act", que facilita a los particulares el acceso a informaciones que consten en registros públicos o particulares librados al público.

En España se ha sancionado en la Ley Orgánica 511992 denominada de "Regulación del tratamiento automatizado de datos", cuyo artículo 1 O protege a las personas físicas (no a las jurídicas) contra la denegación de datos de carácter personal incluidos en cualquier registro autorizado.

En Austria, Noruega, Dinamarca, Suecia, las leyes de 1978; en Alemania la ley de 1977; en Portugal el Artículo 35 de la Constitución Nacional, etc., regulan el Hábeas Data. La Unión Europea se ha ocupado de esta garantía en el "Convenio para la protección de las personas respecto al tratamiento de datos de carácter personal".

Por último, el Pacto de San José de Costa Rica, consagra el Hábeas Data en sus Artículos 11 y 12. El inciso 2º del Artículo 11 establece que nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, etc. Por su parte el inciso 2º del Artículo 12 prescribe que nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias.

En la doctrina comparada se advierten también algunas polaridades. Mientras algunos fundamentan la necesidad de proteger el derecho desde la

Constitución y con la creación de una garantía específica, otros sostienen que solamente se trata de problemas vinculados con la denominada libertad informática, que pueden resolverse a través de leyes claras y precisas.

La figura del Hábeas Corpus tiene fuerte influencia en el Hábeas Data. No se trata, únicamente, de aplicar similitudes de nombre, sino de señalar que así como una persona tiene derecho a la plenitud de su libertad corporal, también se debe reconocer el derecho a disponer de sus propios datos, sea como atributos de la personalidad o en su calidad e ciudadano que lo convierte en un ser social.

La libertad consecuente caracteriza ambos derechos, y en sí mismo es un poder del hombre sobre la naturaleza y sobre la sociedad para oponerse a cualquier acción que posibilite un límite a su condición natural. Por ello la libertad tiene una connotación que excede la libertad física, o de movimientos, o de defensa para evitar detenciones arbitrarias o prisiones sin causas, o, en definitiva, de cualquier cercenamiento a los derechos humanos. La libertad también se ocupa de otras situaciones subjetivas de naturaleza defensiva, como son la libertad de expresión, de información, de conciencia, de religión y culto, de asociación, etc., las que potencialmente persiguen anular las restricciones a través de acciones precisas como son los procesos constitucionales.

El Hábeas Data sirve a la defensa del hombre en la era informática, así como el Hábeas Corpus puso límites al Estado para consagrar la libertad física o de movimientos de las personas.

El paralelismo es evidente; por ejemplo, el derecho de acceso a los bancos de datos persiguiendo reconocer la información personal que se tiene archivada se parece a la acción exhibitoria del Hábeas Corpus.

El Hábeas Corpus surge como réplica frente a los fenómenos abusivos de privación de la libertad física de la persona, que había perturbado a la antigüedad y el medioevo proyectándose a través del absolutismo hasta las diversas manifestaciones totalitarias de nuestros días.

El Hábeas Corpus aparece como un recurso procesal por el que se solicita del juez que se dirija al funcionario que tiene a una persona detenida y la presente ante él. Se trata, por tanto, de una garantía judicial específica para la tutela de la libertad personal.

Al cotejar el Hábeas Corpus y el Hábeas Data se comprueba una inicial coincidencia en lo referente a su naturaleza jurídica. En ambos casos no se trata de derechos fundamentales, stricto sensu, sino de instrumentos o garantías procesales de defensa de los derechos a la libertad personal, en el caso del Hábeas Corpus, y de la libertad informática en lo concerniente al Hábeas Data.

El Hábeas Corpus y el Hábeas Data representan, además, dos garantías procesales de aspectos diferentes de la libertad. Así, mientras el primero se circunscribe a la dimensión física y externa de la libertad, el segundo tiende a proteger prioritariamente aspectos internos de la libertad: la identidad de la persona, su autodeterminación, su intimidad. Si bien no debe soslayarse que, en las sociedades informatizadas actuales, también la libertad de actuación pública de los ciudadanos se halla condicionada por sus posibilidades de acceso a la información.

No se debe olvidar que el clásico instituto del derecho a la locomoción surge en 1215 con el Carta Magna como una clara manifestación en pro de la libertad corporal, ratificada en 1679 con el Hábeas Corpus Act. Traer el cuerpo tenía un significado para el juez y también para quien lo requería. En ambos casos, se pueden encontrar funciones similares en el Hábeas Data, en el primero tiene más sentido privilegiar la pretensión de quien reclama antes que asegurar el conocimiento judicial, de forma tal que los objetivos de ambas garantías serían diferentes.

En efecto, la libertad física es producto de un tiempo muy distinto de la era informática; son diversas las agresiones recibidas en la esfera de los derechos personales, y hasta se podría afirmar que en el Hábeas Data no es preciso tener lesión constitucional alguna, en la medida en que uno de los aspectos tutelados en la dimensión protectora es el derecho a conocer los datos que tienen sobre uno mismo.

4. LOS DERECHOS QUE PROTEGE EL HÁBEAS DATA
El bien jurídico protegido lo constituye sustancialmente la veracidad de la información. En primer lugar, protege a los individuos contra la información falsa o incompleta. Según Vanossi "el hábeas data protege lo más inherente a la propia persona, que es el derecho a su perfil y el derecho a su imagen.

Numerosos constitucionalistas sostienen que el Hábeas Data protege esencialmente la intimidad o privacidad de las personas. Ekemekdjian lo funda en la "protección a la intimidad".

 Badeni expresa que "el propósito de la cláusula constitucional es evitar que mediante el uso de la información se pueda lesionar el honor, la intimidad de las personas, sus derechos como consecuencia de una información errónea o incompleta, obrante en el banco de datos".

Por otra parte, el derecho a la protección de datos tiene la naturaleza de un derecho genérico; significa que esto constituye un plexo de derechos específicos u obsoletos y el derecho de réplica. El primero se genera, por ejemplo, cuando un banco de datos contiene datos erróneos sobre algún aspecto de una persona (por ejemplo sus antecedentes penales, estado civil o religión). En tal caso el particular afectado tiene derecho a rectificar tal error, aun cuando no hubiera dolo o culpa del titular del registro. La réplica surge, en cambio, cuando se trata de un ataque contra la honra o contra aspectos fundamentales de la persona.

Como punto de referencia, el maestro Carlos Santiago Nino, hace una

Interesante distinción entre privacidad e intimidad"... la privacidad comprende el ámbito de las acciones de los individuos que no afectan a terceros. Pertenecen a una esfera personal y autorreferente. Son privadas aun cuando no haya limitaciones para el acceso público a su conocimiento. Por el contrario la intimidad es una esfera de la persona que está protegida del conocimiento generalizado y abarca de tal suerte la protección contra la violación de la correspondencia privada, la intercepción de comunicaciones telefónicas, el allanamiento de domicilios, etc..
Se podría decir entonces, que la intimidad indica una zona que está libre de toda interferencia tanto de los poderes públicos como de los individuos. Lo principal de la privacidad es que establece una esfera que está libre de toda interferencia estatal, en tanto no perjudique a terceros, pero puede ser interferida por los demás individuos como ocurre con toda crítica que se realiza a una conducta privada, que inclusive puede ser sancionada por las instituciones privadas pero no por los poderes públicos.

Los derechos a la privacidad y a la intimidad se hallan relacionadas en forma directa y profunda con la libertad individual. NO hay ejercicio pleno de la libertad si no existe una zona ajena a la interferencia de terceros.


Para lograr una aproximación más o menos certera al objetivo que persigue el proceso constitucional de Hábeas Data es necesario tomar desde el comienzo una posición específica: o se centra la tutela en la protección de los datos, o se expande a derechos defendidos hacia todo el universo que supone el derecho a la intimidad.

La relación entre el derecho a la intimidad y el derecho a la protección de los datos personales o a la autodeterminación informativa ha sido analizada de forma diferente por la doctrina. Permiten su consideración como un derecho de defensa; se trata de una defensa en principio ilimitada y frente a toda injerencia en la esfera de la persona que debe permanecer reservada en su interior.

Tanto se permite reclamar por la defensa de la intimidad violada o amenazada, cuanto se puede exigir del Estado que prevenga eventuales intromisiones que lesionen ese derecho personalísimo.

En este sentido, el Hábeas Data puede ser la garantía procesal adecuada para ciertos aspectos del derecho a la intimidad, pero el proceso es un remedio ex post facto que ofrece soluciones a situaciones ya padecidas; lo importante será actuar en la etapa previa, formando y concienciando para que los derechos se promuevan y se ejecuten conforme sus premisas e ideales lo contemplan.

Sostiene el Tribunal Constitucional español que "los derechos fundamentales no incluyen solamente derechos subjetivos frente al Estado, y garantías institucionales, sino también deberes positivos de parte de éste. Pero, además, los derechos fundamentales son los componentes estructurales básicos, tanto del conjunto del orden jurídico objetivo como de cada una de las ramas que lo integran, en razón de que son la expresión jurídica de un sistema de valores que, por decisión del constituyente, ha de informar el conjunto de la organización jurídica y política. La garantía de su vigencia no puede limitarse a la posibilidad del ejercicio de pretensiones por parte de los individuos, sino que debe ser asumida también por el Estado. Por consiguiente, de la obligación de sometimiento de todos los poderes a la Constitución no solamente se deduce la obligación negativa del Estado de no lesionar la esfera individual o institucional protegida por los derechos fundamentales, sino también la obligación positiva de contribuir a la efectividad de tales derechos, y de los valores que representan, aun cuando no exista una pretensión subjetiva por parte del ciudadano.
En suma, asentar el piso de marcha del proceso de Hábeas Data, a partir de la tutela de la intimidad, supone privilegiar la libertad de las personas para resolver qué aspectos de su vida permite que se hagan públicos a través de la información compilada o la difusión consecuente.

A estos fines, la sola invasión en la vida privada o en la esfera de la intimidad permite considerar afectado el derecho a la intimidad, sin que resulte necesario buscar dónde se encuentra la lesión individual.

Esta sustentación reconoce la exigencia constitucional para que el Estado garantice dicha libertad, y como acción frente a otro, a quien se reclama para que revele el conocimiento de los datos archivados, y, en su caso, para que los conserve actualizados, los reserve en el marco de la confidencialidad o los suprima como un derecho derivado de la potestad de autodeterminación informativa.

El fundamento que sustenta este derecho no supone caracterizarlo, estrictamente, como un derecho subjetivo. Vale decir, como una potestad exclusiva y excluyente de la actividad de otros; ni exigir de ello la mentada relación entre daño directo y efectivamente sufrido que admite la intervención jurisdiccional.

Si fuera mantenida la condición para el ejercicio del derecho, evidentemente poco se habría avanzado, porque la lesión a la intimidad, muchas veces, es ocasional o circunstancial, y hasta puede no existir, toda vez que se trata de una estimación puramente subjetiva.

La defensa que promete el Hábeas Data no está circunscripta al daño, ni siquiera lo exige, como tampoco se requiere ilegalidad o arbitrariedad para los actos que recopilan la información individual. En los hechos, si la garantía pervive en la libertad de decidir sin interferencias sobre la vida privada o familiar de las personas -entre otros-, es evidente que el derecho se proyecta también a determinados aspectos de otras personas con las que se mantiene una estrecha vinculación, sea familiar o de amistad, y que como tales inciden en la esfera de la personalidad.

Ahora bien, este diseño obliga a investigar la naturaleza de la defensa que trae el Hábeas Data y la legitimación procesal que admite y reconoce, porque si no es un derecho personal ni colectivo, tampoco difuso o de incidencia colectiva, aun cuando sea personalísimo con ampliaciones en la cobertura "hacia otros", es evidente que se está ante un nuevo derecho, una novedosa garantía que no puede capturar su naturaleza jurídica tras la silueta del amparo tradicional.

Un ejemplo de las causas que obligan a sincerar la amplitud del Hábeas Data se muestra con el fenómeno de las redes mundiales de comunicación y el ámbito del comercio electrónico que, por su propia globalización, necesitan una respuesta igualmente universal.

Informa Ulf Bruüehann (miembro de la Comisión Europea y Director de la Unidad "Libre flujo de la información y la protección de datos, incluyendo aspectos internacionales") que el trabajo de la World Wide Web Consortium se orienta hacia la elaboración de una tecnología de filtración (conocida como P3P), gracias a la cual los usuarios de Internet podrían regular su propio acceso a páginas web en función de sus propias preferencias de intimidad. Los protocolos técnicos que se trabajan tienen un efecto directo en el nivel de intimidad del que disfrutarán los usuarios de la línea en años venideros.

Lo mismo, aunque desde otra perspectiva, ocurre con los organismos que se ocupan de la defensa de los derechos humanos, sean organizaciones no gubernamentales o el propio Defensor del Pueblo (Ombudsman), en la medida en que tienen legitimación procesal suficiente basada en las actividades que celebran. Además, es obvio que la soledad intrínseca del derecho individual no puede ir contra los retos continuos de la acumulación de datos admitidos a sabiendas o sin ella, pues la utilización de tecnologías cada vez más avanzadas impone un tratamiento general que juzgue la pertinencia de esa actividad recolectora que invade permanentemente la intimidad de las personas.

El Parlamento Europeo ha manifestado, reiteradamente, que el tratamiento de datos no puede referirse a una mera defensa de los derechos individuales ofreciendo al afectado la única posibilidad de accionar, pues esa actitud significaría dejarlo auténticamente solo, sin ninguna defensa comunitaria. 

Resumiendo -agrega Estadella Yuste-, se puede decir que en un primer momento los instrumentos internacionales de derechos humanos no recogían expresamente el derecho a la protección de datos o autodeterminación informativa, sino tan sólo un derecho "a la vida privada" o a la intimidad personal. Posteriormente éste se ha ido desarrollando y paulatinamente se han adoptado otros instrumentos internacionales reconociendo el derecho a la protección de datos. Ello es importante en los ámbitos jurídicos internos, por la exigibilidad de los tratados internacionales de Derechos Humanos, pues habría sido más difícil que la comunidad internacional lo considerara como un derecho individual.

La vida privada que atiende el Hábeas Data se vincula con todas aquellas manifestaciones que se registran o archivan con alguna finalidad sin tener consentimiento expreso de la persona.

El derecho a la vida privada contrae, al menos, las siguientes obligaciones:

· Recrear la doctrina del derecho a estar a solas, evitando que la persona humana sea invadida por intromisiones de cualquier naturaleza que afecten su vida íntima o privada.

· Auspiciar una defensa efectiva del individuo contra la publicidad de actos personales que se ponen a disposición del público interesado sin conocimiento permiso del afectado.

· Propiciar un régimen de control sobre el almacenamiento de datos personales y el destino que a ellos se asigne.
· Formular un criterio economicista respecto a la vida privada, a cuyo fin se la puede analizar como resultado de la difusión y retención de la información en el contexto comercial y personal.

· Dar un sentido amplio al derecho a tener una vida privada, para evitar el egoísmo de considerar únicamente el problema del tratamiento de datos, sin relacionar otras situaciones tan o más importantes que ella, como son las intercepciones telefónicas, la penetración de los correos electrónicos, la invasión domiciliaria de publicidad, etc.

El derecho de exclusión que pervive en la defensa de la vida privada, en cuanto a evitar o prevenir las intromisiones en la dimensión de lo que resulta absolutamente reservado y secreto de las personas, se extiende a la vida familiar como una proyección del derecho a la privacidad.

En este aspecto, la tutela constituye un avance necesario en la forma de resolver la invasión o perturbación en el reducto de lo íntimo, si se tiene en cuenta que la protección estuvo dirigida a salvaguardar la familia de la indiscreción y las consecuencias que traía a ella ese conocimiento de hábitos o costumbres.

Sostuvo Lyon que constituye una realidad que, si bien en sus comienzos la protección de la vida personal se salvaguardaba frente a la indiscreción ajena que, con más curiosidad que malicia, interfería en la intimidad de quienes por su profesión, condición o deseo se consideraban personas públicas, hoy la protección de la intimidad o de la privacidad de las personas adopta una nueva dimensión, más social, menos individual, y que se proyecta en las circunstancias más cotidianas e irrelevantes de la existencia humana. Negar que la protección de la persona en la era de las computadoras ha superado el estricto ámbito de la intimidad representaría la negación de una realidad constatable, pero, igualmente, podría calificarse de parcial un estudio de la protección de la persona en la que la intimidad, como aspecto de la personalidad individual, no fuera reconocida en cuanto ámbito personal digno de tutela frente a las agresiones informáticas.

La vida familiar representa un sinnúmero de comportamientos que identifican el perfil del diario acontecer. Existen gustos, tolerancias, manifestaciones que identifican el carácter de los miembros, preferencias, etc., que, observados y registrados, definen el ser cultural y económico del grupo. Cuando esa vigilancia es producto de intromisiones directas o indirectas, debe existir un control sobre ellas y una forma de prevenir el uso de ese archivo de costumbres.

A veces, la familia se encuentra invadida sin saberlo, .aunque de hecho lo admite. El caso de medios electrónicos que conviven con ella es habitual. Por ejemplo, la televisión representa hábitos, promueve usos y costumbres. La utilización de la red Internet obliga a dejar datos y otros registros cuando se practica el comercio electrónico; el uso del teléfono es también un medio indirecto de invasión a la intimidad (por eso, saber quién nos llama antes que un servicio es un derecho).

Cierto que, en principio, el conocimiento de los comercios donde una persona adquiere sus enseres o el vestuario parecen datos irrelevantes y sin trascendencia, no obstante, adviértase que el conocimiento de estos datos debidamente relacionados puede ofrecer una imagen de la persona, de sus gustos, aficiones, o puede revelar, por ejemplo, su desmesura en el gasto. Datos todos ellos que pueden perjudicar a la persona, no por su falsedad o por el desmerecimiento de su reputación, sino por el solo hecho de que el individuo no ha consentido su almacenamiento y, menos aún, su utilización por terceros.

La utilidad para otros de estos hechos cotidianos seguramente es inasible o probablemente difusa. También es cierto que esa ausencia de daño, peligro o incertidumbre no puede solaparse tras la defensa de la intimidad o la privacidad como derechos de contenido personal (subjetivos).

Lo que se procura mantener en la mira del Hábeas Data es el control sobre los registros, antes que evitar la recopilación propiamente dicha. Toda información de la persona, familia y amistades, ese reducto o círculo de "los íntimos", no puede ser observada con desinterés y tolerancia, seguramente tiene un fin y un objetivo. En consecuencia, es una amenaza y necesita una herramienta de control.

La correspondencia particular y los papeles privados deben interpretarse con sentido amplio que admita el desarrollo tecnológico y evite la zona de grises que se encuentra aún sin definir.

En efecto, el caso de las cartas misivas debe capturar en su alcance los mensajes del correo electrónico, los informes del pager o beeper (pese a la intervención de un tercero que mediatiza el mensaje pero que participa de la con En primer lugar se debe partir de la base de sostener que el concepto no está limitada a las cartas misivas, sino a todo tipo de comunicaciones que emitan información privada y que no importa que en el intercambio participen terceras personas. Esta actuación necesaria o contratada de otro individuo, o de un medio técnico controlado por otro, no significa publicitar o dar sentido público al envío.

En segundo término, hay que resguardar y asegurar el derecho a mantener secreta cierta información que le concierne, de modo tal que no esté al alcance de persona alguna, a excepción de autorizaciones judiciales expresamente indicadas.

Un aspecto más se vincula con las nuevas modalidades de información que una persona investiga y que, sin saberlo ni quererlo, tiene "buscadores" que siguen sus preferencias para utilizar ese dato obtenido.

Existen cuatro acciones calificadas como muy graves en la utilización de la red Internet: a) seguimiento de qué sitios en la red visita cada persona y utilización indebida de esa información; b) introducción en Internet de información sobre personas presente en registros públicos que permite identificación de las mismas; c) lectura de mensajes de correo electrónico por personas a las que no van dirigidos: d) sitios de la red que recopilan direcciones de correo electrónico de sus visitantes para obtener listas de comercialización sin consentimiento ni autorización algunas.

Todas las manifestaciones de la libertad de intimidad asumida como derecho fundamental de las personas, o bien del derecho a la intimidad interpretado como derecho subjetivo, permiten desplazar cada uno de los enunciados anteriormente mencionados.

Es decir, desde la intimidad uno puede llegar al honor, a la propia imagen, a la fama o reputación a la reserva y confidencialidad, al secreto, al derecho al olvido y a la verdad, etc.; pero el marco donde ha de ubicarse el proceso de Hábeas Data requiere, siempre, del tratamiento de datos de una persona que por esa causa tiene interés.

Luego de observar el uso y destino de ese archivo sobre alguien, se podrá colegir si está afectado el honor, la fama, el secreto, cualquiera de los derechos antes enumerados. Y, en todo caso, si la vía procesal que se implementa es, efectivamente, la garantía constitucional creada y en estudio, para recién allí determinar la condición del acto lesivo.

Sobre esta base la cuestión parece demasiado compleja, cuando en realidad no lo es.

La defensa de la intimidad puede ser el género que amplía las fronteras del Hábeas Data, pero el derecho a la privacidad resulta más adecuado para recibir los bienes a tutelar por el proceso.

En efecto, privacy tiene un sentido activo que tiende a concretar la protección de los particulares impidiendo que terceros se ocupen de la vida privada de otros. Al mismo tiempo, implica que si el banco de datos es legal y permitido sea también "privado", en el sentido de lograr confidencialidad y secreto, seguridad y privacidad en la transmisión que se efectúa.

No se trata de bienes jurídicos diferentes, pues la privacidad que la persona prefiere a veces no es posible, porque los registros se toman en diversas formas y manifestaciones (por ejemplo ofrecer datos personales en un requerimiento de crédito o completar una planilla de inscripción para un sorteo ofrecido) y pocas veces puede conocerse el uso posterior que se dará a esos datos.

Si se interpreta la privacidad en ambas dimensiones, los intereses se pueden conciliar. Tanto los del hombre y su derecho a la libertad de intimidad, como los de la empresa que en ejercicio de un comercio lícito debe resguardar la seguridad del sistema (privacidad en las comunicaciones).

El ámbito natural del Hábeas data es el derecho a la privacidad, en dos sentidos: uno se dirige como mensaje impeditivo o barrera que se pone para evitar que la vida personal sea accesible a otros cuando el titular no lo admite; el restante, como acción positiva tendiente a obrar preventivamente frente a las agresiones provenientes de la informática.

La privacy se concibe por un sector doctrinal como una libertad positiva para ejercer un derecho de control sobre los datos referidos a la propia persona que, si bien han emergido al exterior, fuera de la esfera íntima de la persona, y se han incorporado a un archivo electrónico, nada impide que puedan continuar bajo control y salvaguarda de su titular. En definitiva, se identificaría con el mismo derecho a la autodeterminación informativa, porque ése es el significado y contenido de este derecho. Se confunde, pues, el derecho en sí mismo como medio y respuesta jurídica de tutela de la persona, con el ámbito o bien jurídico tutelado; si la privacidad se identifica con los aspectos o ámbitos de la existencia personal que se preservan del tratamiento informatizado, no puede identificarse con el derecho que lo tutela.

Si en la defensa de la intimidad el fin fue evitar las intromisiones en la vida privada y espiritual de alguien; en la tutela que ofrece el Hábeas Data (derecho actúa, antes que previene. Es un ejercicio plenamente dispositivo de la libertad de control sobre los datos que le conciernen.

En definitiva, no se trata de defender a la persona en su hábitat individual, en su soledad absoluta o en la confidencia más extrema, porque el Hábeas Data no es una cuestión de hermetismo o secreto, sino de otorgar un recurso la privacidad, permitiendo con ello una vía de control a la esfera de reserva.

Sin embargo, no es bueno auspiciar que esta vía permita eludir todo tipo de registros o transmisión de datos que son necesarios para la vida social y para los intereses del Estado.

No es posible instaurar un recurso a la privacidad para ocultar datos de carácter económico, patrimonial o penal, impidiendo con ello aquellas forma de control social que tutelan los intereses de la comunidad. Se trata, por tanto de la defensa de la persona frente a la intromisión, recogida, difusión y utilización de aspecto de su vida perteneciente a su privacidad, actos que hoy solo frecuentes y ante los cuales no podría oponerse un conjunto de instrumentos jurídicos eficaces.

Vinculado al proceso constitucional de Hábeas Data aparece el derecho a la información que representa varias cosas importantes.

En tomo a los fundamentos que le ofrece a la garantía constitución: creada, es evidente que el derecho, desde esta perspectiva, permite al individuo exigir al banco de datos la información que tenga sobre su persona.

Sin embargo, se debe recordar que en el conjunto de posibilidades que
encuadra el derecho a la información aparecen la libertad de expresión, la libertad de prensa y de imprenta, la libertad de opinión y otras que, confrontada con las potencialidades que ofrece el Hábeas Data, pueden ocasionar alguna reservas. Quizás, pensando en ellas, el convencional constituyente protegió en secreto de las fuentes periodísticas (Art. 29 de la Constitución).

Ahora bien, como el derecho a la información resume en los hechos tres actividades: a) la libertad de investigar; b) la libertad de difundir, y c) la libertad de recibir información y opiniones, cada una de ellas tiene el correlato de la responsabilidad, razón por la cual existe otro derecho persona a no recibir ir formación distorsionada, y su reflejo en el derecho a no ser objeto de una ir formación falsa o abusiva.

Se puede agregar que por libertad de investigar se entiende la posibilidad irrestricta de utilizar toda la información obtenida legalmente y todos los medios existentes en procura de información. La libertad de difundir es la consecuencia de la facultad de investigar. Toda esa información obtenida, en la medida en que no perjudique el legítimo interés de los terceros, goza de la facultad de ser difundida por cualquiera de los medios de comunicación. La libertad de recibir información es la faceta pasiva de la ecuación. Así como el ser humano, por ser tal, goza de la libertad de investigar y de difundir, él mismo es titular del derecho a ser informado, a exigir que la información le sea brindada. El derecho a la información comprende pues la faceta de quien tiene la facultad de acceder a la información cuanto la del sujeto pasivo de esa información de que no sea distorsionada o no sea revelada en tanto afecte su intimidad y no exista cuestión de orden público o de seguridad del Estado que lo justifique.

De esta manera el derecho afianza la potestad de control sobre el derecho a la verdad, tanto para el sujeto activo que está en el archivo o registro, como para quien recibe la información.

El problema se plantea en un conflicto de intereses, es decir, no sólo de legalidad, sino sobre todo de legitimidad, vale decir de justicia y racionalidad en el ejercicio de un derecho. Por decirlo de otro modo, ambos derechos valen; el de quien informa y el de quien se informa. Pero valen dentro de límites razonables, de modo que cuando se abusa del derecho de informar éste se ejercita ilegítimamente, o sea, no es que un derecho se imponga a otro por su mayor peso, sino que no pueden coexistir dos conductas lícitas y legítimas contrapuestas; una debe ceder en el caso concreto ante otra y cuando se cede o es porque no se tenía derecho (legalidad) o porque se llegó a su límite razonable (legitimidad).

5. EL PROCESO CONSTITUCIONAL DEL HÁBEAS CORPUS
La calidad de proceso constitucional del Hábeas Data resulta discutible cuando la configuración normativa de origen no es la norma fundamental, situación problemática que no presenta el orden jurídico nacional, pues el Hábeas Data se encuentra contemplado en el Art. 135 de la Carta Fundamental de derechos de la República del Paraguay.

También su regulación es autónoma en la Constitución del Brasil, no así en la Argentina, donde se cataloga como subtipo de amparo, o subsidiaria de otros procesos menos específicos pero de mayor cobertura como el recurso de protección chileno, la tutela colombiana o el amparo del Perú.

Así, el Brasil fue el primero en introducir el Hábeas Data en su Carta

Constitucional, y otros lo han seguido. Y lo han hecho como figura autónoma, como ya se ha dicho es el caso de Paraguay, en su Carta Constitucional de 1992. Pero en otros casos, como lo es la reforma argentina de 1994, existe como subtipo de amparo.

En cada caso la originalidad latinoamericana muestra paralelos en la condición constitucional que tiene la figura, pues casi todos los países coinciden en darle un lugar al proceso dentro del capítulo de garantías constitucionales.

La diferencia con Europa es evidente; allí la protección sobre los datos personales se toma de la tutela fundamental al derecho de intimidad, donde los Tribunales Constitucionales y los jueces comunitarios tienen una cobertura normativa amplia y completa desde las directivas de la Unión.

Por su parte Estados Unidos de Norteamérica sigue la línea de sus enmiendas en materia de derechos subjetivos y colectivos, prefiriendo las acciones individuales cubiertas por una ley que defiende la privacidad de los hogares y las personas.

La posición legal donde el Hábeas Data se instala no es una cuestión menor. Siguiendo el esquema enumerado se podría afirmar que América ha creado un "proceso constitucional" propio (autónomo) o derivado (como modalidad del amparo); Europa tiene derechos y deberes a partir de las leyes de tratamiento de datos personales, y Estados Unidos de Norteamérica una acción especial que difiere en poco de las pretensiones destinadas a la defensa de la intimidad.

El derecho a la intimidad como género que caracteriza la defensa de la privacidad, del honor, la imagen, la reputación, la identidad, entre otros de los derechos ya mencionados, es el fundamento de la garantía que tutela el Hábeas Data.

A1 ser garantía, es la herramienta procesal que la Constitución dispone para afianzar el cumplimiento de los derechos fundamentales.

El Hábeas Data no es un derecho fundamental stricto sensu, sino que se trata de un proceso constitucional. Es un instrumento procesal destinado a garantizar la defensa de la libertad personal en la era informática.

La calidad de los derechos a proteger le otorga la Constitución, que toma al Hábeas Data como un instrumento procesal irremplazable e incondicionado.

En América, la fortaleza del proceso constitucional se mide por la finalidad a cumplir como un derecho fundamental que a todos corresponde. Es decir, la libertad de controlar los archivos que contiene datos personales y disponer sobre ellos el destino de la información que utilizan permite extender la figura a personas físicas e ideales, sin acotar la tutela al derecho consagrado en Europa como "autodeterminación informativa", que sólo se interpreta como un derecho humano.

La autonomía del Hábeas Data como proceso diferente al Amparo se sostiene por la identidad propia que tiene el objeto a demandar. Se tiende a proteger los datos personales de la persona que se han ingresado en un archivo, registro o banco de datos.

6. PROCEDIMIENTO Y SU RECEPCIÓN EN NUESTRA CONSTITUCIÓN
El texto constitucional en su Artículo 135 dispone lo siguiente: "Toda persona podrá acceder a la información y a los datos que sobre sí misma, o sobre sus bienes obren en registros oficiales o privados de carácter público, así como conocer el uso que se haga de los mismos y de su finalidad. Podrá solicitar ante el magistrado competente la actualización, la rectificación o la destrucción de aquellos, si fuesen erróneos o afectaran ilegítimamente sus derechos".

En consecuencia toda persona tiene derecho a conocer lo que conste de ella en los archivos o bancos de datos. La Constitución hace referencia a registros oficiales o privados de carácter público, en este último caso, para que sea pertinente la acción de Hábeas Data es necesario que el registro esté destinado a proveer informes. Esta acción es de carácter individual, en consecuencia no es admisible cuando se trata de datos procesados con fines estadísticos que no están identificados en forma individual.

Con respecto a si los datos son erróneos o afectasen ilegítimamente los derechos de las personas, es necesario aclarar que todo dato tiene por objeto distinguir o sea discriminar: entre quién es solvente y quién es insolvente; quién es buen o mal pagador; quién ha terminado o no sus estudios y en qué nivel; quién tiene antecedentes penales y quién no los tiene. Lo que puede ser discriminatorio no es el archivo, sino el uso que se haga del mismo. La discriminación está prohibida en nuestro sistema constitucional en el Artículo 46, y constituye uno de los conceptos fundamentales que subrayan los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos.

La última parte del Artículo 135 establece la actualización, la rectificación o la destrucción de los datos; las mismas constituyen tres peticiones interrelacionadas y vinculadas con la veracidad de la información. Si los datos son falsos se puede optar por su rectificación o su destrucción. Si los datos son verídicos pero incompletos, se puede pedir la actualización de los mismos. Pero no puede solicitarse su rectificación o destrucción si los datos son comprobadamente exactos.

El Hábeas Data es una garantía que tiene dos fases. Una primera permite que todos los habitantes puedan acceder a las constancias de los archivos y por lo tanto puedan controlar su veracidad. La segunda tiene por objeto la modificación de dichas constancias específicamente en dos casos: cuando los datos obrantes en las constancias son falsos o cuando requieran actualización.

Los presupuestos establecidos en la Constitución, para la procedencia de esta garantía son los siguientes: - debe tratarse de información sobre una persona o sobre sus bienes; - esta información debe constar en registros oficiales o privados de carácter público; - su finalidad consistiría en primer lugar en acceder a la información y a los datos, y conocer el uso que se haga de los mismos y su finalidad; y, eventualmente en la actualización, rectificación o destrucción de esos datos, y los datos deben ser erróneos o deben afectar ilegítimamente el derecho del peticionante de la acción.

La protección de la intimidad se confiere, en miras a evitar que la intromisión informática complique la vida privada de las personas, supone pensar que se está frente a un derecho personalísimo que solamente le corresponde al individuo afectado por el almacenamiento, conservación y transferencia de sus datos personales.

Así se tomaría la noción de derecho subjetivo como base de la acción, y ante una hipotética demanda, habría que demostrar la relación existente entre la titularidad de quien propone la pretensión y el perjuicio efectivamente sufrido.

Asimismo, se tendría que verificar la relación causal y el derecho a las medidas que solicita.

Sin embargo, la explicación que precede no es absolutamente cierta. En efecto, la titularidad de los datos contrae algunas dificultades de intelección, porque una cuestión son los derechos que tiene la persona afectada por el tratamiento de sus datos personales, y otra es la legitimación procesal que se debe acreditar en el proceso constitucional de Hábeas Data.

Inclusive, hay algunos que sostienen que una vez que los datos llegan y se incorporan a la base ocurre una suerte de legítima apropiación que le asigna la titularidad sobre ellas al responsable del archivo. La idea se basa en que existe un derecho a la información diferente al de titularidad sobre los datos.

Dado que alguna doctrina sostiene que podría ser ejercido una suerte de derecho de propiedad sobre los datos, cabría entonces distinguir entre el derecho a la información y el derecho sobre la información recabada. La posición que recurre al concepto de propiedad sobre los datos plantea ciertos debates nada pacíficos en la doctrina entre quienes sostienen la propiedad colectiva de toda información con independencia de su fuente y aquellos que, por el contrario, entienden que en los supuestos en que a partir de determinados datos y por el obrar de alguien se logra generar determinada información, a quien la generó se le debe reconocer su derecho de propiedad sobre ella, salvo en el caso de los datos personales, que pertenecerían a aquel a quien se refieren.

Cuando se relaciona el derecho a tener protección de los datos personales con el derecho a la intimidad se refleja una visión individual que se asienta en un concepto civilista de la garantía. Pero cuando en la misma dimensión se cubren los derechos colectivos que persiguen evitar el abuso en el almacenamiento, recolección y procesamiento de datos personales, la intimidad queda en un segundo plano porque el derecho garantizado adquiere alcance social. 

La dificultad de encuadrar como derecho subjetivo (propio e intransferible) la noción de privacidad que pervive en el concepto de datos personales está en que no se puede reparar el daño con la sola concesión de una indemnización reparatoria. La invasión a la intimidad se relaciona con las posibilidades reales que se tengan para controlarla, de manera que los derechos emergentes de la protección de datos no pueden ser atendidos únicamente desde la visión economicista que mida el daño con la vara del resarcimiento. Es necesario que la protección del derecho se plantee como un problema social.

La socialización del derecho puede ampliar las fronteras tradicionales de la legitimación procesal, y por eso la diferencia entre derecho subjetivo y representación del interés a defender; es evidente que la afectación de la privacidad por cualquier medio, además de lo que pertenece a los datos en sí mismos, se puede exigir no sólo por el afectado, sino por otras personas que con iguales motivos persigan una decisión judicial al respecto.

Según lo establecido en el Auto Interlocutorio No 649 de fecha 25 de junio de 1996, emanado de la Corte Suprema de Justicia, deben reunirse los siguientes requisitos para la interposición del Hábeas Data: - puede interponerla cualquier persona física o jurídica, afectada por la existencia de datos que pudieran ser erróneos, falsos o indebidamente difundidos (se debe acreditar, aunque sea en forma sumaria el contenido del registro o la constancia que afecte los derechos del recurrente). Su objeto primordial según el Artículo 135 de la Constitución, es el conocimiento o la modificación de los datos existentes en el registro en cuestión.

El primer requisito que debe acreditarse es que existe algún registro en el que consten datos relativos a una persona. Con respecto a esto debe existir un previo juicio de méritos, ante el magistrado competente, para que se pueda poner en evidencia la legitimidad del reclamo, antes que se pase a una fase de discusión.

Establecida la existencia del registro, y los datos relativos a la persona que solicita su examen, se pasa a la segunda etapa, esto es la contrastación de tales datos con los manifestados y justificados por la persona.

Finalizada la etapa descripta, la cuestión queda en manos del juez, quien debe realizar una labor meritoria de la validez de las evidencias presentadas a su juzgamiento. Si las anotaciones del registro ilegítimamente afectan los derechos de la persona recurrente, o fuesen erróneos, y en función a ellos, adoptar una decisión que solamente puede tener como contenido: a) No hacer lugar a la petición porque los datos son correctos; b) Disponer, en su caso, la corrección de los datos asentados en el registro, ante la constatación del error existente; y c) Disponer la destrucción de lo que estuviere indebidamente asentado en el registro, supuesto que tales datos, aparte de erróneos, afectaran ilegítimamente los derechos del recurrente.

Toda petición de Hábeas Data debe identificar el registro del que se trata; expresar si se conoce o no su contenido y en la primera hipótesis enunciar en qué consiste; presentar pruebas u ofrecer probar el error o la inexactitud de lo registrado y expresar en qué consiste el error que afecta sus derechos.

La Constitución no especifica, cuál sería el juzgado competente para entender en la acción de Hábeas Data, sólo menciona la frase "... podrá solicitar ante el magistrado competente... ". La práctica de nuestros tribunales nos señala que esta acción (anterior a la creación de la Mesa de Entrada de Garantías Constitucionales), se interponía indistintamente ante juzgados civiles como penales, dependiendo del contenido de la petición (por ejemplo al solicitar la destrucción de los archivos referentes a la persona peticionante, obrantes en una firma que proporciona informes confidenciales de la iniciación de juicios de contenido patrimonial, se interponía la acción ante un juzgado en lo civil y comercial; sin embargo, al solicitar la actualización o rectificación de datos obrantes en la Policía Nacional o un Centro de Documentación determinado, se interponía la acción ante un juzgado penal).

La Mesa de Entrada de Garantías Constitucionales fue creada por la Acordada Nº 83 de fecha 4 de mayo de 1998, para la ciudad de Asunción, y reglamentada por la resolución Nº 694 de fecha 3 de marzo de 2000.
El 15 de octubre de 2001, de conformidad a la Acordada No 227/2001 de fecha 7 de septiembre de 2001, y la Resolución No 929/2001 de reglamentación, de la Corte Suprema de Justicia, se habilita la Mesa de Entrada de Garantías Constitucionales para las siguientes localidades: a) San Lorenzo, Lambaré y Luque; b) Ciudad del Este y Hernandarias; y c) Encarnación. Dichas reparticiones dependerán directamente de la Corte Suprema de Justicia, bajo la Supervisión de la Jefatura de la Mesa de Entrada de Garantías Constitucionales de la Capital.

Haciendo referencia al Artículo 136 de la Constitución, el cual prescribe: " ... Ningún magistrado judicial que tenga competencia podrá negarse a entender en las acciones o recursos previstos en los artículos anteriores; si lo hiciese injustificadamente, será enjuiciado y, en su caso, removido… "; esto constituye un avance respecto del sistema constitucional anterior, en el cual no existía una obligación por parte de los magistrados, y no existía el enjuiciamiento y remoción de los mismos, por este motivo. Por ende, este artículo tiene como finalidad hacer efectivos y operantes los Derechos Humanos, por medio de una eficaz defensa.

El Hábeas Data no autoriza a solicitar la destrucción de un archivo por el solo hecho de contener datos de una persona, siendo de rigor expresar en que consiste el daño inferido a la imagen o a la intimidad de la persona. El derecho a la intimidad no tiene un carácter absoluto, y debe ser interpretado en concordancia con los otros derechos protegidos por la Constitución, como ser el derecho a la información (Art. 28).

Es importante mencionar el Proyecto desarrollado por el Grupo Consultivo para Simplificación de Procesos, en el cual el Hábeas Data encuentra regulación, haciendo referencia a los Artículos 135 y 136 del texto constitucional, y dispone que el Hábeas Data será tramitado por la vía ordinaria, facultando al Juez la adopción de las medidas provisorias que correspondieren, y relacionándolo a su vez con el Amparo Provisorio (regulado también en el Anteproyecto de Código Procesal General).

La jurisprudencia nacional ha desarrollado una serie de ideas en relación al Hábeas Data. En primer lugar, señala que esta garantía constitucional no constituye un recurso propiamente dicho, ya que desde el punto de vista estrictamente procesal, los recursos constituyen mecanismos que han sido legislados para impugnar resoluciones judiciales a fin de lograr ante la Alzada su nulidad, su revocación y su modificación. Por el contrario, con el Hábeas Data no se pretende impugnar una resolución judicial por cuanto que, como garantía constitucional que es, ha sido legislado únicamente como medio para asegurar la defensa de los derechos fundamentales de las personas, finalidad que, a su vez, exige no la interposición de un recurso, sino la promoción de un juicio a través del cual se canaliza la demanda o pretensión de quien se considera afectado ilegítimamente en sus derechos, es decir se constituye en una garantía autónoma.

Además también se puede leer en la jurisprudencia una clasificación del Hábeas Data en: l) Hábeas Data Informativo, que a su vez, puede ser: a) Exhibitorio, en virtud del cual se pretende conocer la información misma, o el dato mismo; en otras palabras, qué es lo que ha sido objeto de registración; b) Finalista, por el cual se pretende conocer el uso concreto de tales datos o elementos informativos, en otras palabras: para que se registran dichos datos; 2) Hábeas Data Aditivo, por el cual se pretende agregar datos faltantes en el registro, o simplemente actualizarlos; 3) Hábeas Data Rectificatorio, que, como su denominación lo indica, persigue la corrección de errores en el registro respectivo; 4) Hábeas Data Cancelatorio o Exclutorio, cuyo objetivo es lograr la supresión, eliminación o destrucción del registro de la llamada "información sensible", vale decir, aquella que, sin que esta enumeración pueda ser conceptuada como taxativa o restrictiva, concierne a la intimidad de la persona, como por ejemplo, la información relativa a las ideas políticas, religiosas, gremiales, filosóficas o ideológicas, el comportamiento sexual de los individuos, el estado de salud de las personas, sus enfermedades pasadas y presentes, datos sociales (color, raza, etc.) situación económica, entre otras.

La Ley Nº 1682/01 y su modificatoria Ley Nº 1969/02, que reglamentan la Información de Carácter Privado, no hacen referencia estrictamente al Art. 135 de la Constitución, pero si hacen relación con él, con respecto a la reglamentación de la materia en su contenido.

Dar publicidad a los datos sensibles de la persona (Art. 4 de la Ley Nº 1682/01) se refiere a la afectación ilegítima de derechos, lo cual está emparentado con la intimidad de la persona, o su privacidad, a la vez, a su imagen, a los valores familiares, al honor, etc.; en otras palabras aquello que corresponde a cada persona decidir en qué medida va a compartir sus sentimientos, pensamientos y los hechos de su vida personal, todo en consonancia con la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos.

7. OBSERVACIÓN FINAL
Muchas Constituciones del mundo han incorporado el derecho a la intimidad, al honor y a la imagen como derecho del hombres; de este modo, se persigue establecer una igualdad de trato y consideración que evite diferencias escandalosas entre el significado que unos y otros puedan dar a cada uno de los intereses.

En relación estricta a los datos personales (protegidos por el Hábeas Data), debe aplicarse esta inteligencia porque la intromisión a la vida privada se realiza en el preciso momento en que alguien usa o conoce información personal que concierne al interés general, adquiriendo un conocimiento que puede estar reservado, ser confidencial o secreto).

Se puede afirmar que la acción de Hábeas Data constituye una garantía constitucional protectora de derechos, tales como: el derecho a la intimidad, a la imagen, a la honra, a la dignidad, al honor y a la identidad personal, el derecho que tiene toda persona a ser protegida contra la discriminación, etc. Todos estos derechos, son derechos fundamentales del individuo, y por ser derechos inherentes al ser humano deben encontrar una protección efectiva por parte del Estado, por medio del Poder Jurisdiccional.

La extensión del Hábeas Data a la protección del honor y la buena reputación, la intimidad familiar y personal, la voz e imagen propias y al derecho de rectificación en los medios de comunicación social, podría configurar un hecho delicado. Siendo que conceptualmente el Hábeas Data busca proteger la intimidad personal y la privacidad frente a posibles abusos del poder informático, mediante el registro y difusión de datos sensibles, la aplicación genérica de este remedio procesal constitucional a cualquier clase de afectación a la intimidad y, lo más serio, la inclusión de otro conjunto de derechos que podrían verse afectados a través de los medios de comunicación, entrarían en el mismo concepto, y puede inducir a errores.
La extensión del Hábeas Data, con lo anteriormente mencionado, puede resultar en el impedimento de la difusión de datos o informaciones obtenidos a través de la investigación periodística, alegando la afectación de la buena reputación o intimidad de ciertos personajes públicos, con lo cual se estaría desnaturalizando el objetivo propio de la garantía constitucional estudiada.

SEGUNDA PARTE

Legislación aplicable
GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

CAPÍTULO XII

DE LAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

Artículo 131

DE LAS GARANTÍAS
Para hacer efectivos los derechos consagrados en esta Constitución, se establecen las garantías contenidas en este capítulo, las cuales serán reglamentadas por la Ley.

Artículo 132

De la Inconstitucionalidad

La Corte Suprema de Justicia tiene facultad para declarar la inconstitucionalidad de las normas jurídicas y de las resoluciones judiciales, en forma y con los alcances establecidos en esta Constitución y en la Ley.

Artículo 133

Del Hábeas Corpus
Esta garantía podrá ser interpuesto por el afectado, por sí o por interpósita persona, sin necesidad de poder por cualquier medio fehaciente, y ante cualquier Juez de Primera Instancia de la circunscripción judicial respectiva.

El Hábeas Corpus podrá ser:

1) Preventivo: en virtud del cual toda persona, en trance inminente de ser privada ilegalmente de su libertad física, podrá recabar el examen de la legitimidad de las circunstancias que, a criterio del afectado, amenacen su libertad, así como una orden de cesación de dichas restricciones.

2) Reparador: en virtud del cual toda persona que se hallase ilegalmente privada de su libertad pueda recabar la rectificación de las circunstancias del caso. El magistrado ordenará la comparecencia del detenido, con un informe del agente público o privado que lo detuvo, dentro de las veinticuatro horas de radicada la petición. Si el requerido no lo hiciese así, el Juez se constituirá en el sitio en el que se halla recluida la persona, y en dicho lugar hará juicio de méritos y dispondrá su inmediata libertad, igual que si se hubiere cumplido con la presentación del detenido y se haya radicado el informe. Si no existiesen motivos legales que autoricen la privación de su libertad, la dispondrá de inmediato; si hubiese orden escrita de autoridad judicial, remitirá los antecedentes a quien dispuso la detención.

3) Genérico: en virtud del cual se podrán demandar rectificación de circunstancias que, no estando contempladas en los dos casos anteriores restrinjan la libertad o amenacen la seguridad personal. Asimismo, esta garantía podrá interponerse en casos de violencia física, psíquica o moral que agraven las condiciones de personas legalmente privadas de su libertad.

La Ley reglamentará las diversas modalidades del hábeas corpus, las cuales procederán incluso, durante el estado de excepción. El procedimiento será breve, sumario y gratuito, pudiendo ser iniciado de oficio.

Articulo 134

Del Amparo

Toda persona que por un acto u omisión, manifiestamente ilegítimo, de una autoridad o de un particular, se considere lesionada gravemente, o en peligro inminente de serlo en derechos o garantías consagradas en esta Constitución o en la Ley, y que debido a la urgencia del caso no pudiera remediarse por la vía ordinaria, puede promover amparo ante el magistrado competente. El procedimiento será breve, sumario, gratuito, y de acción popular para los casos previstos en la Ley.
El magistrado tendrá facultad para salvaguardar el derecho o garantía, o para restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida.
Si se tratara de una cuestión electoral, o relativa a organizaciones políticas, será competente la justicia electoral.
El Amparo no podrá promoverse en la tramitación de causas jurídicas, en contra actos de órganos judiciales, ni en el proceso de formación, sanción promulgación de las leyes.

La Ley reglamentará el respectivo procedimiento. Las sentencias recaídas en el Amparo no causarán estado.

Artículo 259

De los deberes y de las atribuciones

Son deberes y atribuciones de la Corte Suprema de Justicia:

1) Ejercer la superintendencia de todos los organismos del Poder Judicial y decidir, en instancia única, los conflictos de jurisdicción y de competencia, conforme con la Ley;

2) Dictar su propio reglamento interno. Presentar anualmente, una memoria sobre las gestiones realizadas, el estado, y las necesidades de la justicia nacional a los Poderes Ejecutivo y Legislativo;

3) Conocer y resolver en los recursos ordinarios que la Ley determine;

4) Conocer y resolver, en instancia original, los hábeas corpus, sin perjuicio de la competencia de otros jueces o tribunales;

5) Conocer y resolver sobre inconstitucionalidad;

6) Conocer y resolver en el recurso de casación, en la forma y medida que establezca la Ley;

7) Suspender preventivamente por sí o a pedido del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados por mayoría absoluta de votos de sus miembros, en el ejercicio de sus funciones, a magistrados judiciales enjuiciados, hasta tanto se dicte resolución definitiva en el caso;

8) Supervisar los institutos de detención y reclusión;

9) Entender en las contiendas de competencia entre el Poder Ejecutivo y los gobiernos departamentales y entre éstos y los municipios, y

10) Los demás deberes y atribuciones que fije esta Constitución y las leyes.

Articulo 260

De los deberes y de las atribuciones de la Sala Constitucional

Son deberes y atribuciones de la Sala Constitucional:

1) Conocer y resolver sobre la inconstitucionalidad de las leyes y de otros instrumentos normativos, declarando la inaplicabilidad de las disposiciones contrarias a esta Constitución en cada caso concreto y en fallo que sólo tendrá efecto con relación a ese caso, y

2) Decidir sobre la inconstitucionalidad de las sentencias definitivas o interlocutorias, declarando la nulidad de las que resulten contrarias a esta

Constitución.

El procedimiento podrá iniciarse por acción ante la Sala Constitucional de la corte Suprema de Justicia, y por vía de la excepción en cualquier instancia, en cuyo caso se elevarán los antecedentes a la Corte.

LEY Nº 01/89

PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA

QUA APRUEBA LA CONVENCIÓN AMERICANA O PACTO DE 
SAN JOSÉ DE COSTA RICA"

- Art. 7. Derecho a la Libertad Personal. 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrario.

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ellas.

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un Juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que este decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o detención fueren ilegales.

En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que este decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimiento de deberes alimentarios.
LEY Nº 1.337/88

CÓDIGO PROCESAL CIVIL

LIBRO IV

DE LOS JUICIOS Y PROCEDIMIENTOS ESPECIALES

TÍTULO I

DE LA IMPUGNACION DE INCONSTITUCIONALIDAD

- Art. 538.- Oportunidad para oponer la excepción en el proceso de conocimiento ordinario.

La excepción de inconstitucionalidad deberá ser opuesta por el demandado o el reconvenido al contestar la demanda o la reconvención, si estimare que éstas se fundan en alguna ley u otro instrumento normativo violatorio de alguna norma, derecho, garantía, obligación o principio consagrado por la Constitución.
También deberá ser opuesta por el actor, o el reconviniente, en el plazo de nueve días, cuando estimare que la contestación de la demanda o la reconvención se funda en una ley u otro acto normativo inconstitucional por las mismas razones. Este plazo se computará desde la notificación de la providencia que tiene por contestada la demanda o la reconvención.

- Art. 539.- Traslado de la excepción y remisión a la Corte. 
Promovida la excepción el juez dispondrá la formación de expediente separado, el cual estará integrado con las compulsas de las actuaciones cumplidas hasta el momento de la oposición inclusive, y dará traslado a la otra parte y al Fiscal General del Estado, en este orden, por el plazo de nueve días, respectivamente.

Contestados los traslados o vencidos los plazos para hacerlo, el juez remitirá sin más trámite dicho expediente a la Corte Suprema de Justicia.

- Art. 540.- Allanamiento a la excepción. 
Aun cuando la contraparte se allanare a la excepción, el incidente seguirá su curso. Al resolver, la Corte Suprema de Justicia impondrá las costas en el orden causado.

- Art. 541.- Desistimiento de la excepción. 
En cualquier estado de la tramitación del incidente, el excepcionante podrá desistir del mismo.

Si el desistimiento se produjere en primera instancia, el juez dictará resolución poniendo fin al incidente y ordenando su archivo, sin perjuicio de la facultad que le confiere el Articulo 18, inciso a), de este Código. Si se produjere ante la Corte Suprema de Justicia, ésta podrá hacer uso de su facultad de declarar de oficio la inconstitucionalidad.

Las costas serán siempre aplicadas al que desiste, salvo que fuese declarada de oficio la inconstitucionalidad, caso en que serán impuestas en el orden causado.

Cuando la excepción hubiese sido opuesta por el Agente Fiscal, podrá desistir de ella el Fiscal General del Estado al corrérsele traslado de la misma.

- Art. 542.- Forma y contenido de la decisión. 
La Corte Suprema de Justicia dictará resolución bajo la forma de sentencia definitiva, dentro de los treinta días de recibido el expediente. Si hiciere lugar a la excepción declarará la inconstitucionalidad de la ley o del instrumento normativo de que se tratare, y su consecuente inaplicabilidad al caso concreto.

Cuando se tratare de interpretación de cláusula constitucional, la Corte establecerá su alcance y sentido.

- Art. 543.- Efecto de la excepción. 
La interposición de la excepción no suspenderá el curso del proceso principal, que llegará hasta el estado de sentencia.

- Art. 544.- Del desistimiento, del allanamiento y de las costas en el principal. 
Resuelta la excepción y notificada la sentencia, la parte perdidosa podrá desistir, dentro del plazo de cinco días, de la demanda o reconvención, o allanarse a ella, total o parcialmente, según el caso. Este plazo se computará a partir de la notificación de la providencia del "cúmplase". No se requerirá para ello conformidad de la contraparte ni se aplicarán las costas del juicio.
- Art. 545.- Oportunidad para promover la excepción en segunda o tercera instancia. Trámite.

 En segunda o tercera instancia el recurrido deberá promover la excepción al contestar la fundamentación del recurso, basado en las causas previstas en el Artículo 53.
El recurrente deberá hacerlo en el plazo de tres días, cuando estimare que en la contestación se haya incurrido en dichas causas. A los efectos del cómputo de este plazo, el Tribunal dispondrá que se notifique la contestación del recurso.

Opuesta la excepción, regirán, en lo pertinente, las reglas previstas en los artículos precedentes.

- Art. 546.- Oportunidad para oponer la excepción en los juicios especiales.

En los juicios especiales de cualquier naturaleza, el accionado deberá oponer la excepción al contestar la demanda, o ejercer el acto procesal equivalente a la misma.

El accionante deberá promoverla en el plazo de tres días, desde la notificación de la providencia que tenga por contestada la demanda o por ejercido el acto procesal equivalente.

- Art. 547.- Oportunidad para oponer la excepción en los incidentes. 
El interesado deberá oponer la excepción al contestar el incidente; el incidentista deberá hacerlo en el plazo de tres días de notificada la contestación.

La promoción de la excepción en los incidentes no impedirá que prosiga el curso del principal. Sólo se suspenderá el pronunciamiento de la sentencia definitiva si se tratare de incidente que afecte el fondo y tenga reconocido carácter suspensivo. En los demás casos, el juez o tribunal podrá dictar sentencia definitiva, aunque la Corte no hubiese resuelto la excepción.

- Art. 548.- Notificación. 
La interposición de la excepción deberá ser siempre notificada por cédula a la otra parte y al Fiscal General del Estado en la forma prevista por este Código, salvo el caso de los juicios o actuaciones orales, en que se tendrá por notificada a la contraparte en el acto de la audiencia.

- Art. 549.- Remisión. 
En los juicios especiales y en los incidentes se aplicarán las reglas de este capítulo en lo pertinente.

- Art. 550.- Procedencia de la acción y juez competente. 
Toda persona lesionada en sus legítimos derechos por leyes, decretos, reglamentos, ordenanzas municipales, resoluciones u otros actos administrativos que infrinjan en su aplicación, los principios o normas de la Constitución, tendrá facultad de promover ante la Corte Suprema de Justicia, la acción de inconstitucionalidad en el modo establecido por las disposiciones de este capítulo.

- Art. 551.- Imprescriptibilidad de la acción y su excepción. 
La acción de inconstitucionalidad contra actos normativos de carácter general es imprescriptible, sea que la ley, decreto, reglamento u otro acto normativo de autoridad, afecte derechos patrimoniales, tenga carácter institucional o vulnere garantías individuales.

Cuando el acto normativo tenga carácter particular, por afectar solamente derechos de personas expresamente individualizadas, la acción prescribirá a los seis meses, contados a partir de su conocimiento por el interesado.

- Art. 552.- Requisitos de la demanda. 
Al presentar su escrito de demanda a la Corte Suprema de Justicia, el actor mencionará claramente la ley, decreto, reglamento o acto normativo de autoridad impugnado, o, en su caso, la disposición inconstitucional. Citará además la norma, derecho, exención, garantía o principio que sostenga haberse infringido, fundando en términos claros y concretos la petición.

En todos los casos la Corte Suprema examinará previamente si se hallan satisfechos estos requisitos. En caso contrario, desestimará sin más trámite la acción.

- Art. 553.- Efectos de la demanda. 
La interposición de la demanda no suspende los efectos de la ley, decreto, reglamento, acto normativo o disposición impugnada, salvo cuando la Corte Suprema así lo dispusiere, a petición de parte, porque su cumplimiento podría ocasionar al reclamante un perjuicio irreparable. Dicha resolución, se dictará de inmediato y sin sustanciación.

En los mismos términos podrá conceder medidas cautelares, de acuerdo con las disposiciones de este Código.

- Art. 554.- Sustanciación. 
La Corte Suprema sustanciará la demanda oyendo al Fiscal General del Estado, cuando se trate de actos provenientes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo o Judicial. Se oirá además, en su caso, a los representantes legales de las Municipalidades o corporaciones; o a los funcionario: que ejerzan la autoridad pública de la cual provenga el acto normativo, citándolos y emplazándolos en el asiento de sus funciones, para que la conteste dentro del plazo de diez y ocho días.

Si hubiere cuestiones de hecho que requieran ser aclaradas o probadas, la Corte ordenará las diligencias para mejor proveer que sean necesarias.

La Corte pronunciará su fallo bajo la forma de Acuerdo y Sentencia Definitiva en el plazo de treinta días.

- Art. 555.- Efectos de la sentencia. 
La sentencia de la Corte Suprema sólo tendrá efecto para el caso concreto. En consecuencia, si hiciere lugar a la in constitucionalidad, deberá ordenar a quien corresponda, a petición de parte que se abstenga de aplicar en los sucesivos, al favorecido por la declaración de inconstitucionalidad, la norma jurídica de que se trate.

- Art. 556.- Acción contra resoluciones judiciales. 
La acción procede contra resoluciones de los jueces o tribunales cuando:

a) Por sí mismas sean violatorias de la Constitución; o

b) Se funden en una ley, decreto, reglamento u otro acto normativo de autor dad, contrarios a la Constitución en los términos del Artículo 550.

- Art. 557.- Requisitos de la demanda y plazo para deducirla. 
Al presentar escrito de demanda el actor constituirá domicilio e individualizará claramente la resolución impugnada, así como el juicio en que hubiese recaído. Citar además la norma, derecho, exención, garantía o principio constitucional que sostenga haberse infringido, fundado en términos claros y concretos su petición.

El plazo para deducir la acción será de nueve días, contados a partir de la notificación de la resolución impugnada, sin perjuicio de la ampliación por razón de la distancia.

En todos los casos, la Corte examinará previamente si se hallan satisfecho estos requisitos. En caso contrario, desestimará sin más trámite la acción.

- Art. 558.- Trámite. 
Presentada la demanda, la Corte dispondrá que se traiga la vista el principal y ordenará que se saquen compulsas del mismo, disponiendo la devolución de aquél para su prosecución, salvo que se trate de sentencia definitiva o de resoluciones con fuerza de tal o recaída en un incidente de los que suspenden el juicio.

Del escrito de demanda correrá traslado a la otra parte por el plazo de nueve días, y de los presentados por las partes se dará traslado por igual plazo al Fiscal General del Estado.

Con los escritos de referencia, o transcurridos los plazos para presentarlos, quedará conclusa la causa para definitiva. Se observarán además, en lo pertinente, lo dispuesto por este Código para la demanda y su contestación.

- Art. 559.- Efectos de la demanda. 
La interposición de la demanda tendrá efecto suspensivo cuando se tratare de sentencia definitiva, o de interlocutoria con fuerza de tal. En los demás casos no tendrá ese efecto, salvo que, a petición de parte, la Corte Suprema así lo dispusiere para evitar gravámenes irreparables.

- Art. 560.- Forma y contenido de la decisión y plazo para dictarla. 
La Corte Suprema pronunciará su fallo en la forma y en el plazo previsto en el Artículo 554. Si hiciere lugar a la inconstitucionalidad, declarará nula la resolución impugnada, mandando devolver la causa al juez o tribunal que se le siga en orden de turno al que dictó la resolución para que sea nuevamente juzgada. Las costas sólo se impondrán al juez o tribunal en el caso previsto por el Artículo 408.

El juez o tribunal a quien fuere remitida la causa, podrá resolverla, si correspondiere, aplicando una norma jurídica diferente a la declarada inconstitucional.

- Art. 561.- Interposición previa de recursos ordinarios. 
En el caso previsto por el inciso a) del Artículo 556, la acción de inconstitucionalidad sólo podrá deducirse cuando se hubieren agotado los recursos ordinarios. El plazo para interponerla, se computará a partir de la notificación de la resolución que causa estado.

- Art. 562.- Imposibilidad de interponer la acción si no se hubiese deducido la excepción. 
Si no hubiese opuesto la excepción de inconstitucionalidad en la oportunidad establecida por el Artículo 538 y el juez o tribunal resolviese la cuestión aplicando la ley invocada por la contraparte, no podrá impugnarse la resolución por vía de acción de inconstitucionalidad.

- Art. 563.- Declaración de oficio por la Corte Suprema de Justicia. 
Cuando correspondiere, la Corte Suprema de Justicia declarará de oficio la inconstitucionalidad de resoluciones, en los procesos que le fueren sometidos en virtud de la ley, cualquiera sea su naturaleza.

- Art. 564.- Inimpugnabilidad de las resoluciones de la Corte Suprema de Justicia. 
No serán atacables por la vía de la acción de inconstitucionalidad las resoluciones dictadas por la Corte Suprema de Justicia.

TÍTULO II

DEL JUICIO DE AMPARO

- Art. 565.- Procedencia. 
La acción de amparo procederá en los casos previstos en el Artículo 134 de la Constitución Nacional. No procederá:

a) Contra resoluciones o sentencias dictadas por jueces o tribunales;

b) Cuando se trate de restricción a la libertad individual en que corresponda la interposición de habeas corpus;

c) Cuando la intervención judicial impidiere directa o indirectamente la regularidad, continuidad o eficacia de la prestación de un servicio público o desenvolvimiento de actividades esenciales del Estado.

- Art. 566.- Juez Competente. 
Será competente para conocer en toda acción de amparo cualquiera juez de primera instancia con jurisdicción en el lugar en que el acto, omisión o amenaza ilegítimo tuviere o pudiere tener efectos.

Cuando un mismo acto, omisión o amenaza afectare el derecho de varias personas, entenderá en todas las demandas el magistrado que hubiere prevenido, disponiéndose, en su caso, la acumulación de autos.

- Art. 567.- Deducción de la acción. Plazo. 
La acción de amparo será deducida por el titular del derecho lesionado o en peligro inminente de serlo por quien demuestre ser su representante, bastando para ello una simple carta poder o un telegrama colacionado. Cuando el afectado se viera imposibilitado de peticionar por sí o apoderado, podrá hacerlo en su nombre un tercero, sin perjuicio de la responsabilidad que le pudiera corresponder si actuare con dolo.

En todos los casos la acción será deducida de los sesenta días hábiles a partir de la fecha en que el afectado tomó conocimiento del acto, omisión o amenaza ilegítimo.

- Art. 568.- Legitimación activa. 
Se hallan legitimados para peticionar amparo:

a) Las personas físicas o jurídicas;

b) Los partidos políticos con personería reconocida por el organismo electoral competente;

c) Las entidades con personería gremial o profesional; y

d) Las sociedades o asociaciones que, sin investir el carácter de personas jurídicas, justificaren, mediante exhibición de sus estatutos, que no contrarían una finalidad de bien común.

- Art. 569.- Forma y contenido de la demanda. 
La demanda deberá interponerse por escrito y contendrá:

a) El nombre, apellido y domicilio real y constituido del accionante;

b) El nombre, apellido y domicilio real o legal de la persona cuya acción, omisión o amenaza origina el amparo. En su caso, el juez, ante la imposibilidad de que se cumpla con este requisito, arbitrará las medidas necesarias para establecer la relación procesal;

c) La relación de los hechos, actos, omisiones o amenazas que ha producido o están en vía de producir la lesión de derechos cuyo amparo se pretende; y

d) Las peticiones que se formulan.

Con el escrito de demanda del accionante acompañará la prueba instrumental de que disponga o la individualizará, si no se encontrare en su poder, con indicación del archivo, protocolo o persona en cuyo poder se encuentre.

- Art. 570.- Rechazo "in limine". 
El juez que reciba la demanda de amparo debe enterarse de ella inmediatamente y, si la encontrare de notoria improcedencia, la rechazará y ordenará su archivo. Esta resolución será apelable en los términos del Artículo 581. En el caso de omitirse alguno de los recaudos establecidos en el artículo precedente, el juez dispondrá, de oficio, que el demandante los complete a los efectos de su sustanciación.

- Art. 571.- Medidas de urgencia. 
En cualquier estado de la instancia el juez podrá ordenar, de oficio o a petición de parte, medidas de no innovar, si hubiere principio de ejecución o inminencia de lesión grave. Deberá disponer la suspensión del acto impugnado, ordenar la realización del acto omitido o decretar otras medidas cautelares que juzgue convenientes, cuando a su juicio aparezca evidente la violación de un derecho o garantía y la lesión pudiere resultar irreparable. En cualquiera de dichos casos los trámites deberá proseguir hasta dictarse sentencia. El juez podrá exigir medidas de contracautela. El pedido de medidas de urgencia deberá resolverse el mismo día de su presentación.

- Art. 572.- Informe. 
Cuando la demanda fuere formalmente procedente y se tratare de acto, omisión o amenaza de órgano o agente de la administración pública, el juez requerirá de éste un informe circunstanciado acerca de los antecedentes de las medidas impugnadas y sus fundamentos, el que deberá ser evacuado dentro del plazo de tres días.

En casos excepcionales este plazo podrá ser ampliado por el juez, prudencialmente, en consideración a la distancia y a los medios de comunicación.

- Art. 573.- Traslado. 
Si el acto, omisión o amenaza ilegítimo fuere atribuido a un particular, el juez citará a éste y al actor a una audiencia a celebrarse dentro de tercer día, a la que deberán comparecer por sí o por apoderados. En dicha audiencia el particular contestará la demanda y ofrecerá su prueba de descargo y el acto las que no sean documentales.

Al contestar la demanda o evacuar el informe, deberá cumplirse, en lo relativo a la prueba, la carga impuesta por el Articulo 569.

- Art. 574.- Prueba. 
Contestada la demanda o el informe se producirá la prueba ofrecida por las partes, a cuyo efecto el juez adoptará las providencias necesarias.

La prueba será diligenciada dentro de los tres días de ofrecida.

El número de testigos propuestos no podrá exceder de tres por cada parte siendo carga de éstas hacerlos comparecer a su costa, cualesquiera fueren sus domicilios, sin perjuicio de que el juez los pueda hacer comparecer por la fuerza pública.

No se admitirá la prueba confesoria.

- Art. 575.- Incomparecencia del acto o del demandado. 
Si el actor no compareciere a la audiencia, por si o por apoderado, se lo tendrá por desistido, ordenándose el archivo de las actuaciones, con imposición de costas. Si fuere el accionado quien no concurriere, se recibirá la prueba del actor, si la hubiere, y quedarán los autos en estado de sentencia.

- Art. 576.- Sentencia. Plazo. 
Contestada la demanda o evacuado el informe, en su caso, o vencido el plazo para hacerlo, y producida la prueba, el juez dictará sentencia dentro de segunda día, concediendo o denegando el amparo.

Si no existiere prueba que diligenciar, el juez dictará sentencia dentro de segunda día de contestada la demanda o de recibido el informe, o de vencidos los plazos respectivos.

- Art. 577.- Retardo de justicia. 
Si dentro del plazo establecido el juez no dictare sentencia, cualquiera de las parte podrá denunciar este hecho a la Corte Suprema de Justicia, la cual dispondrá que, sin otro trámite, se pase los autos al juez que sigue en el orden de turno para que dicte sentencia, y aplicará al infractor la medida disciplinaria correspondiente.

- Art.578.- Contenido de la sentencia. 
La sentencia que conceda el amparo deberá contener:

a) La designación de la autoridad, ente o persona contra cuyo acto, omisión o amenaza se concede el amparo;

b) La determinación precisa de lo que debe hacerse o no hacerse; y

c) La orden para el cumplimiento inmediato de lo resuelto.

Al efecto del cumplimiento de la sentencia el juez librará los oficios o mandamientos correspondientes.

- Art.579.- Efecto de la sentencia. 
La sentencia recaída hará cosas juzgada respecto al amparo, dejando subsistentes las acciones que pudieran corresponder a las partes para la defensa de sus derechos, con independencia del amparo.

- Art. 580.- Sentencia inmediata. 
Cuando por las circunstancias del caso y la urgencia con que deba concederse la tutela no fuere posible sustanciar el amparo, el juez dictará sentencia sin más trámite.
- Art. 581.- Recurso de apelación. 
Contra la sentencia de primera instancia que acoge o deniega el amparo, así como en los casos de los Artículos 570 y 571 procederá el recurso de apelación, el que será concedido sin efecto suspensivo cuando se acoja el amparo o se haga lugar a las medidas de urgencia.

El recurso deberá interponerse y fundamentarse por escrito dentro del segundo día de notificadas las resoluciones mencionadas. El juez correrá traslado del mismo a la otra parte, la que deberá contestar dentro del plazo de dos días. Inmediatamente el juez elevará el expediente al Tribunal de Apelación competente. De este recurso conocerá el Tribunal de Apelación del fuero correspondiente al juez que dictó la resolución: el mismo deberá dictar sentencia, sin más trámite, dentro de un plazo no mayor de tres días, la que causará ejecutoria.

- Art.582.- Declaración de inconstitucionalidad. 
El juez podrá pronunciar expresamente la inconstitucionalidad de leyes, decretos, reglamentos u otros actos normativos de autoridad, cuando ello fuere necesario para la concesión del amparo. La apelación, en este caso, será resuelta por la Corte Suprema de Justicia (Modificado por la Ley Nº 600/95, que se transcribe en esta obra).

- Art. 583.- Cumplimiento de la sentencia. 
El órgano o agente de la administración pública a quien se dirija el mandamiento, deberá cumplirlo sin que pueda oponer excusa alguna ni ampararse en la obediencia jerárquica. Si por cualquier circunstancia el mandamiento no pudiera diligenciarse con la autoridad a quien está dirigido, se entenderá con su reemplazante y, a falta de éste, con su superior jerárquico.

Cuando se tratare de particular, bastará notificarle por el medio más rápido en el domicilio donde fue citado y notificado de la demanda; sin perjuicio de las medidas que para un mejor cumplimiento de la sentencia disponga el juez.

- Art. 584.- Remisión de los antecedentes al juez del crimen. 
En los casos en que el órgano, agente de la administración pública o particular requerido demorare maliciosamente, de manera ostensible o encubierta, notare o en alguna forma obstaculizarse la sustanciación del amparo, el juez pasará los antecedentes al juez del crimen que corresponda, a los fines previstos en el Código Penal.

- Art. 585.- Habilitación de días y horas inhábiles. 
Durante la sustanciación del juicio y la ejecución de la sentencia, quedarán habilitados por imperio de la ley días y horas inhábiles. Las partes deberán comparecer diariamente a secretaría a notificarse por nota de las resoluciones, en días y horas hábiles.

Sólo la notificación de la demanda y de la sentencia que acoja o desestime el amparo se hará en los domicilios denunciados o constituidos, por cédula o por telegrama colacionado.

- Art. 586.- Limitaciones y facultades. 
En este juicio no podrán articularse cuestiones previas o de competencia, excepciones ni incidentes. El juez, a petición de parte o de oficio, subsanará todos los vicios o irregularidades del procedimiento, asegurando, dentro de la naturaleza sumarísima de este juicio, la vigencia del principio de contradicción. Durante la sustanciación del mismo, el juez o tribunal interviniente podrá ordenar allanamientos y solicitar el auxilio de la fuerza pública.

En este juicio no procede la recusación, sin perjuicio del deber de excusación que tienen los jueces, conforme a lo dispuesto por el Artículo 19 de este Código.

- Art. 587.- Costas. 
Sin perjuicio del principio consagrado en el Artículo 192, no habrá condena en costas si antes de vencido el plazo para la contestación de la demanda o del informe a que se refieren los Artículos 572 y 573, cesara el acto, la omisión o la amenaza en que se fundó el amparo.

Si el vencido fuera autoridad, serán responsables solidariamente el agente de la administración pública y el órgano a que él pertenece.

- Art. 588.- Exención. 
Las actuaciones del amparo están exentas del pago del impuesto de papel sellado, estampillas y de todo otro impuesto o tasa.

LEY Nº 600/95

"QUE DEROGA EL ARTÍCULO 580 Y MODIFICA EL ARTÍCULO 582 DE LA LEY Nº 1.337/88, CÓDIGO PROCESAL CIVIL"

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY 
- Artículo lº: Derogase el Artículo 580, Titulo II "DEL JUICIO DE AMPARO" de la Ley Nº 1.337 del 4 de setiembre de 1988, que promulga el CÓDIGO PROCESAL CIVIL y modificase el Artículo 582 del mismo cuerpo legal, que queda redactado de la siguiente forma:

- "Art. 582.- Si para decidir sobre la acción de amparo fuere necesario determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de alguna ley, decreto o reglamento, el Juez, una vez constatada la demanda, elevará en el día los antecedentes a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, la que en la mayor brevedad declarará la inconstitucionalidad si ella sugiere en forma manifiesta.

El incidente no suspenderá el juicio que proseguirá hasta el estado de sentencia".

LEY Nº 1500/99
"QUE REGLAMENTA LA GARANTÍA CONSTITUCIONAL DEL 
HÁBEAS CORPUS"

CAPÍTULO I

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES

- Art. 1º. Objeto. 
Esta ley reglamenta las disposiciones constitucionales en materia de hábeas corpus.
- Art. 2º. Denominaciones. 
Si el hábeas corpus se tramita ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en todos los casos en los que la presente ley se refiere a "el Juez", se entenderá que se refiere a cualquiera de sus miembros; si se refiere a "el Juzgado", se entenderá que se refiere a la Sala en pleno.

- Art. 3º. Competencia. 
El procedimiento de hábeas corpus se iniciará ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, o ante cualquier juez de primera instancia, según las reglas que determinan su competencia territorial, salvo que el supuesto acto ilegítimo tuviese o pudiese producir sus efectos en todo el territorio de la República o en lugares no determinables de él, en cuyo caso no regirá esa limitación.

La negativa a intervenir, siendo competente el juez, constituirá causal de enjuiciamiento por mal desempeño del cargo y, en su caso, de remoción.

Cuando un mismo acto prima facie afectase el derecho de varias personas, entenderá en todas las acciones el juzgado que hubiese prevenido, el cual dispondrá, en su caso, la acumulación de autos.

- Art. 4º. Exclusividad de la competencia. 
Ningún órgano jurisdiccional intervendrá de oficio ni a petición de parte en un procedimiento de hábeas corpus que se halle en trámite ante otro órgano jurisdiccional. Si tal avocación ocurriese, serán nulas y de ningún valor todas las actuaciones y resoluciones emanadas del interviniente.

- Art. 5º. Modalidades y acumulación. 
El procedimiento de hábeas corpus será breve, sumario y gratuito.

En todos los casos, el órgano jurisdiccional estará facultado para adoptar los recaudos que sean conducentes para que se cumplan eficazmente sus mandatos a fin de que la garantía del hábeas corpus sea de hecho efectiva.

Se podrán acumular el hábeas corpus preventivo y el genérico. Cabrá también la acumulación alternativa del hábeas corpus reparador y del genérico.

La errónea calificación del hábeas corpus no provocará su rechazo sino que el órgano jurisdiccional le imprima el trámite que corresponda.

- Art. 6º. Legitimación activa. 
El procedimiento de hábeas corpus podrá iniciarse de oficio, por el propio afectado o por cualquier persona que, sin necesidad de poder, invoque tener conocimiento del acto supuestamente ilegítimo que pueda ser reparado por esa vía.

- Art. 7º. Contenido de la presentación inicial. 
La presentación inicial del hábeas corpus contendrá:

a) El nombre y el domicilio del peticionante;

b) El nombre y otros datos personales conocidos de la persona afectada por el acto supuestamente ilegítimo y la mención del sitio donde ésta se encuentra; y,

c) El objeto de la acción, con la mención del supuesto acto ilegítimo cuya reparación se solicita.

Si el peticionante ignorase alguno de los datos mencionados, proporcionará al órgano jurisdiccional las referencias suficientes para que éste los recabe por las vías judiciales pertinentes.

- Art. 8º. lnadmisibilidad de incidentes, excepciones y recusaciones. 
En el procedimiento de hábeas corpus no se admitirán incidentes, excepciones ni recusaciones, sin perjuicio de la obligación de los jueces de excusarse por las causales previstas en el Artículo 20 del Código Procesal Civil.

- Art. 9º. Facultades. 
En el procedimiento de hábeas corpus el juez interviniente estará investido de amplias facultades instructorias y disciplinarias y, cualquiera sea el recinto en que presuntamente se halle la persona privada de su libertad, podrá allanarlo, ordenar su allanamiento o la remoción de los obstáculos que impidan su acceso al mismo.

- Art. 10. Decisiones de urgencias y medidas para mejor proveer. 
Antes de dictar sentencia el órgano jurisdiccional, a pedido de parte o de oficio, podrá decretar en resolución fundada en cualquier estado del procedimiento, las decisiones de urgencia que estime convenientes, incluso las medidas para mejor proveer.

- Art. 11. Carácter de los plazos. 
Habilitación de días y horas. En el procedimiento de hábeas corpus todos los plazos, sean legales o judiciales, serán perentorios e improrrogables y sólo admitirán un día de ampliación en razón de la distancia, cuando el lugar del acto estuviera ubicado a más de cien kilómetros del asiento del órgano jurisdiccional interviniente. Los plazos que se establezcan en horas, se contarán de momento a momento.

Vencido un plazo, se pasará al estadio procesal que corresponda, sin trámite previo alguno.

En todos los casos, estarán habilitados los días y horas inhábiles sin necesidad de resolución judicial alguna.

- Art. 12. Notificaciones e intimaciones. 
En el procedimiento de hábeas corpus las notificaciones o las intimaciones que se efectúen por mandamiento, podrán realizarse por cualquier medio fehaciente que disponga el juez.

- Art. 13. Defectos de forma. 
Lo ordenado en los autos a que se refieren los

Artículos 20, 30 y 33, será cumplimentado aunque tenga defectos de forma y aunque no esté totalmente individualizada la persona o entidad a quien se dirige o la persona a cuyo favor se promueva, bastando que sea comprensible quién es el responsable del acto supuestamente ilegítimo o el beneficiado por la acción.

- Art. 14. Recursos. Acción de inconstitucionalidad. 
En el procedimiento de hábeas corpus:

a) Todos los recursos se interpondrán y fundarán en un mismo escrito; caso contrario se tendrán por no interpuestos.

b) Cabrá el recurso de aclaratoria, el cual será interpuesto hasta el día siguiente de notificada la sentencia definitiva. La interposición del recurso de aclaratoria no interrumpirá los plazos, sean legales o judiciales.

c) No tendrá efecto suspensivo la acción de inconstitucionalidad que se promueva contra sentencias definitivas que concedan el hábeas corpus.

d) La sentencia definitiva que dicte la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia será inapelable.

e) La sentencia definitiva que dicte un juez de primera instancia será apelable sin efecto suspensivo dentro del tercero día de su notificación. El Tribunal que corresponda al fuero de dicho juez de primera instancia, dictará sentencia en el plazo de tres días.

- Art. 15. Interpretación. 
En caso de que se susciten dudas sobre la inteligencia de las disposiciones de esta ley o de las resoluciones recaídas en el proceso, se las interpretará en el sentido más favorable a la concesión del hábeas corpus, y a la amplitud de los medios de protección establecidos en favor de los derechos tutelados.

- Art. 16. Responsabilidad generada por el acto ilegítimo. 
La sentencia definitiva, en su caso, hará expresa referencia a la responsabilidad de las personas que hubiesen cometido el acto ilegítimo y, de mediar circunstancias previstas en el Código Penal que prima facie evidencien la perpetración de un hecho punible, el juzgado podrá ordenar la detención de los responsables, o cualquier otra medida que sea legalmente procedente, y pasará los antecedentes a la autoridad competente para su investigación.

- Art. 17. Pérdida automática de la competencia. 
Cuando el Juzgado no dicte sentencia en el plazo previsto por esta ley, deberá hacerlo, de pleno derecho y en el mismo plazo, el que le siga en orden de turno, y así sucesivamente, sin trámite alguno.

Igual principio regirá para la segunda instancia.

La pérdida de competencia por mora en más de una oportunidad será causal de remoción.

- Art. 18. Juzgamiento de la competencia y de la legalidad del acto. 
El Juez del hábeas corpus no juzgará solamente la competencia de la autoridad de la cual emana el acto, sino también la legalidad del mismo.

- Art. 19. Procedencia. 
Procederá el hábeas corpus reparador en los casos en que se invoque la privación ilegal de la libertad física de una persona.

- Art. 20. Auto de hábeas corpus. 
Iniciado el procedimiento de hábeas corpus reparador, el Juez dictará inmediatamente el auto de hábeas corpus, en el cual ordenará para que dentro de las veinticuatro horas:

a) Se presente a la persona privada de su libertad en el lugar que el juez indique; y,

b) Que el agente público o privado sindicado como responsable de ese hecho presente un informe circunstanciado:

1) Sobre el momento de la privación de la libertad y el lugar, la forma y condiciones en que ella se cumple.

2) Sobre los motivos legales que invoque para la privación de la libertad.

3) En el caso de aprehensión, si ha dado cumplimiento con lo dispuesto en el último párrafo del Artículo 239 del Código Procesal Penal y, en caso afirmativo, quiénes son el juez y el representante del ministerio público comunicados.

4) Si la privación de la libertad se realizó por orden escrita de autoridad competente, en cuyo caso individualizará a ésta y adjuntará la orden escrita.

A tales efectos el juez dispondrá las intimaciones que correspondan. Si se ignorara el agente público o privado que privó de su libertad a la persona, la intimación se efectuará al superior jerárquico de aquél.

- Art. 21. Plazo para la presentación de la persona y del informe. 
La persona privada de su libertad y el informe a que se refiere el apartado b) del Artículo 20, serán presentados al juez dentro de las veinticuatro horas de -practicada la intimación.

El incumplimiento de lo estatuido en el Artículo 20 y en el presente artículo hará presumir la ilegitimidad de la privación de la libertad.

- Art. 22. Caso de incomparecencia de la persona o que se trate de dificultar su ubicación. 
Si no se produjera la comparecencia de la persona privada de su libertad dentro del plazo que establece el Artículo 21, el juez se constituirá en el sitio de su reclusión, donde hará juicio de mérito sobre ésta. Si no existiesen motivos legales que autoricen esa privación de la libertad, el juzgado dictará sentencia definitiva haciendo lugar al hábeas corpus reparador y disponiendo la inmediata libertad de la persona, dentro del plazo de un día. Si durante el procedimiento de hábeas corpus quien tiene la custodia de la persona dificulta su ubicación, la oculta, cambia el sitio de reclusión o transfiere a otro su custodia, será pasible de una pena de penitenciaría de dos a seis meses o de una multa equivalente hasta ciento veinte jornales mínimos para actividades no calificadas en la Capital. Estas penas serán aumentadas al doble si el autor es funcionario público civil o funcionario público militar en actividad o policial en actividad.

- Art. 23. Sentencia. Plazo. 
Presentados el detenido y el informe a que se refiere el Artículo 20, el Juzgado analizará las circunstancias en las que se produjo la privación de la libertad de la persona y, dentro del plazo de un día, dictará sentencia definitiva en la cual, si no existiesen motivos legales que autoricen la privación de libertad, hará lugar al hábeas corpus y ordenará su libertad, la que se hará efectiva en el acto.

- Art. 24. Informe negativo. 
Si el informe a que se refiere el Artículo 20 expresara que la persona no se halla privada de su libertad o no se halla bajo la custodia del agente requerido, el peticionante rectificará los datos o se ratificará en ellos, en cuyo caso el juez adoptará los recaudos que fueran conducentes para el esclarecimiento de la situación y dirigirá la intimación ordenada en el auto de hábeas corpus al agente público o privado que considere pertinente.

- Art. 25. Casos de aprehensión. 
Si el informe expresase que la persona se

halla privada de su libertad en dependencias policiales, en virtud de algunas de las circunstancias establecidas en el Artículo 239 del Código Procesal Penal e individualizase al magistrado y al agente fiscal comunicados, el juzgado, previa verificación inmediata de la veracidad del informe, dictará dentro del plazo de un día sentencia definitiva rechazando el hábeas corpus reparador.

Si el informe no individualizase al magistrado o al agente fiscal comunicados, el juzgado dentro del plazo de un día dictará sentencia definitiva, haciendo lugar al hábeas corpus y ordenando la inmediata libertad de la persona.

- Art. 26. Caso de privación de la libertad por orden escrita de autoridad judicial. 
Si el informe expresara que la persona se halla privada de su libertad en virtud de orden escrita de autoridad judicial, individualizando a ésta y
- Art. 31. Sentencia. Plazo. 
El juzgado hará mérito del informe a que se refiere el Artículo 30 y de las demás circunstancias del caso y dictará sentencia definitiva dentro del plazo de un día. En el caso en que haga lugar al hábeas corpus preventivo, ordenará la cesación de las restricciones que amenacen ilegalmente la libertad de la persona.

Si dicho informe no le fuera presentado dentro del plazo que determina e Artículo 30, dictará sentencia definitiva dentro del plazo de un día en la que haga lugar al hábeas corpus preventivo y ordenará la cesación de las restricciones que amenacen ilegalmente la libertad de la persona.

- Art. 32. Procedencia. 
Procederá el hábeas corpus genérico para demandar:

a) La rectificación de circunstancias que, no estando contempladas en el hábeas corpus reparador o en el preventivo, restrinjan ilegalmente la libertad o amenacen la seguridad personal.

b) El cese de la violencia física, psíquica o moral que agrave las condiciones de personas legalmente privadas de su libertad.

- Art. 33. Auto ordenando informe acerca de los hechos denunciados. 
Constitución del juez en el lugar. Iniciada la acción de hábeas corpus genérico:

a) El juez intimará a la persona o entidad sindicada de cometer los hechos, para que dentro de las veinticuatro horas remita un informe pormenorizado acerca de los mismos.

b) A pedido de parte o de oficio, se constituirá en el lugar en que se halle la persona cuya libertad se halla restringida, su seguridad amenazada o que se encuentre sometida a violencia física, psíquica o moral, para verificar los hechos relevantes.

- Art. 34. Sentencia definitiva. Plazo. Efectos. 
Concluida la causa, el juzgado dictará sentencia definitiva en el plazo de un día. Si hace lugar al hábeas corpus genérico dispondrá, en su caso, la rectificación de las circunstancias que restrinjan la libertad o amenacen la seguridad personal, o la cesación de la violencia física, psíquica o moral que agrave las condiciones de las personas legalmente privadas de libertad.
LEY Nº 1682/2000

"QUE REGLAMENTA LA INFORMACIÓN DE CARÁCTER PRIVADO"

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON

FUERZA DE LEY
- Artículo lº.- Toda persona tiene derecho a recolectar, almacenar y procesar datos personales para uso estrictamente privado.

- Artículo 2º.- Las fuentes públicas de información son libres para todos. Toda persona tiene derecho al acceso a los datos que se encuentren asentados en los registros públicos, incluso los creados por la Ley No 879 del 2 de diciembre de 1981, la Ley Nº 608 del 18 de julio de 1995, y sus modificaciones.

- Artículo 3º.- Es lícita la recolección, almacenamiento, procesamiento y publicación de datos o características personales, que se realicen con fines científicos, estadísticos, de encuestas y sondeos de la opinión pública o de estudio de mercados, siempre que en las publicaciones no se individualicen las personas o entidades investigadas.

- Artículo 4º.- Se prohíbe dar a publicidad o difundir datos sensibles de personas que sean explícitamente individualizadas o individualizables.

Se consideran datos sensibles los referentes a pertenencias raciales o étnicas, preferencias políticas, estado individual de salud, convicciones religiosas, filosóficas o morales; intimidad sexual y, en general, los que fomenten prejuicios y discriminaciones, o afecten la dignidad, la privacidad, la intimidad doméstica y la imagen privada de personas o familias.

- Artículo 5º.- Los datos de personas físicas o jurídicas individualizadas que revelen, describan o estimen su situación patrimonial, su solvencia económica o el cumplimiento de sus obligaciones comerciales, podrán ser publicados o difundidos solamente:

a. Cuando esas personas hubiesen otorgado autorización expresa y por escrito para el efecto; y;

b. Cuando se trate de informaciones o calificaciones que entidades estatales o privadas deban publicar o dar a conocer en cumplimiento de disposiciones legales específicas.

- Artículo 6º.- Podrán ser publicados y difundidos:

a. Los datos que consistan únicamente en nombre y apellido, documento de identidad, domicilio, edad, fecha y lugar de nacimiento, estado civil, ocupación o profesión, lugar de trabajo y teléfono ocupacional;

b. Cuando se trate de datos solicitados por el propio afectado; y,

c. Cuando la información sea recabada en el ejercicio de sus funciones, por magistrados judiciales, fiscales, comisiones parlamentarias o por otras autoridades legalmente facultadas para ese efecto.

- Artículo 7º.- Serán actualizados permanentemente los datos personales sobre la situación patrimonial, la solvencia económica y el cumplimiento de obligaciones comerciales que de acuerdo con esta ley pueden difundirse o publicarse.

La obligación de actualizar dichos datos pesa sobre las empresas, personas o entidades que almacenan, procesan y difunden esa información. Las empresas, personas o entidades que utilizan sus servicios tienen la obligación de suministrarles la información pertinente a fin de que los datos que aquéllas almacenen, procesen y divulgue, se hallen permanentemente actualizados.

La actualización de los datos y el suministro de la información pertinente, deberán efectuarse dentro de los dos días hábiles siguientes al momento en que llegaren a su conocimiento por vía directa de la empresa o a través del afectado.

- Artículo 8º.- Toda persona podrá acceder a la información y a los datos que sobre sí misma, sobre su cónyuge, sobre personas que acredite se hallen bajo su tutela o curatela, o sobre sus bienes, obren en registros oficiales o privados de carácter público o en entidades que suministren información sobre solvencia económica y situación patrimonial, así como conocer el uso que se haga de los mismos o su finalidad.

- Artículo 9º.- Las personas, personas o entidades que suministran información sobre la situación patrimonial, la solvencia económica o sobre el cumplimiento de obligaciones comerciales no transmitirán ni divulgarán datos:

a. Sobre deudas vencidas no reclamadas judicialmente cuando la mora no sea superior a los noventa días;

b. Pasados cuatro años de la inscripción de deudas vencidas no reclamadas judicialmente, siempre que no consten nuevos incumplimientos del mismo deudor;

c. Pasados tres años del momento en que las obligaciones reclamadas judicialmente hayan sido canceladas por el deudor o extinguidas de modo legal;

d. Sobre deudas reclamadas en juicios en los que se haya producido la caducidad de la instancia o las demandas que fuesen rechazadas por los juzgados por sentencias firmes y ejecutoriadas, siempre que esos hechos hubieran llegado a su conocimiento por informaciones públicas o por los propios afectados;

e. Pasados cinco años del momento en que fueran suscriptas las inhibiciones generales de vender o gravar bienes, y, en el caso en que fueran reinscriptas, después de los cinco años subsiguientes a esa reinscripción;

f. Pasados siete años de la fecha en que se haya dictado sentencia definitiva que determine obligaciones patrimoniales, en los que no conste su cumplimiento por el condenado;

g. Sobre sentencias declaratorias de quiebras después de siete años de su dictado, o, si se hubiese producido la rehabilitación del fallido, después de tres años de ese hecho; y,

h. Sobre juicios de convocatoria de acreedores después de cinco años de la resolución judicial que la admita.

Las empresas o entidades que suministran información, sobre la situación patrimonial, la solvencia económica y el incumplimiento de compromisos comerciales deberán implementar mecanismos informáticos que de manera automática elimine de su sistema de información los datos no publicables, conforme se cumplan los plazos establecidos en este Artículo.

- Artículo 10.- Se aplicarán las sanciones en los siguientes casos:

a. Las personas físicas o jurídicas que publiquen o distribuyan información sobre la situación patrimonial, solvencia económica o cumplimiento de obligaciones comerciales en violación de las disposiciones de esta ley serán sancionadas con multas que oscilarán, de acuerdo con las circunstancias del caso, entre trescientos y setecientos jornales mínimos para actividades laborales diversas no especificadas, multas que se duplicarán, triplicarán, cuadruplicarán, y así sucesivamente por cada reincidencia.

Para que se produzca la duplicación, triplicación, cuadruplicación,

etc., se requerirá el previo reclamo del particular afectado.

b. Las personas físicas o jurídicas que, pese a estar obligadas a rectificar o a suministrar información para que se rectifiquen datos de acuerdo con lo que dispone el Artículo 7º, no lo hagan o lo hagan fuera de los plazos allí establecidos, serán sancionadas con multas que, de acuerdo con las circunstancias del caso, oscilarán entre ciento cincuenta y quinientos jornales mínimos para actividades laborales diversas no especificadas, multas que, en caso de reincidencia, serán aumentadas de acuerdo con la pauta establecida en el apartado a);

c. Si los reclamos extrajudiciales a los que se refiere el Artículo 8º no fueran atendidos sin razón o sin base legal, se aplicará a la entidad reacia al cumplimiento de sus obligaciones, una multa que, de acuerdo con las circunstancias del caso, oscilará entre cien y doscientos salarios mínimos para actividades laborales diversas no especificadas; y,

d. El juzgado ordenará que se efectúen las rectificaciones o supresiones que correspondan, y podrá ordenar también que la sentencia definitiva sea publicada en forma total, parcial o resumida, a costa del responsable.

Será competente para la aplicación de las multas el Juzgado en lo Civil y Comercial, en trámite sumario.

El cincuenta por ciento (50%) del importe total de las multas corresponderá al afectado, y lo restante será destinado a las instituciones correccionales de menores.

La aplicación de la multa no obstará a que la persona afectada promueva acción penal o acciones para reclamar la indemnización por daños y perjuicios.

- Artículo 11º.- La presente ley entrará en vigencia a los seis meses de su publicación, lapso en el cual las empresas, entidades y personas deberán adaptar a sus disposiciones, sus operaciones, registros, sistemas de información y de divulgación.

LEY No 1.969/2002

QUE MODIFICA, AMPLÍA Y DEROGA VARIOS ARTICULOS

DE LA LEY Nº 1682/2001 "QUE REGLAMENTA LA INFORMACION DE CARÁCTER PRIVADO.
- Artículo lº.- Modificase los Artículos lº, 2º, 5º, 7º, 9º y 10 de la Ley Nº 1682/2001, cuyos textos quedan redactados de la siguiente manera: 

- "Art. 1º.- Esta Ley tiene por objeto regular la recolección, almacenamiento, distribución, publicación, modificación, destrucción, duración y en general, el tratamiento de datos personales contenidos en archivos, registros, bancos de datos o cualquier otro medio técnico de tratamiento de datos públicos o privados destinados a dar informes, con el fin de garantizar el pleno ejercicio de los derechos de sus titulares.

No se aplicará esta Ley en ningún caso a las bases de datos ni a las fuentes de informaciones periodísticas ni a las libertades de emitir opinión y de informar".

- "Art. 2º.- Toda persona tiene derecho a recolectar, almacenar y procesar datos personales para uso estrictamente privado.

Las fuentes públicas de información son libres para todos. Toda persona tiene derecho al acceso a los datos que se encuentren asentados en los registros públicos, incluso los creados por la Ley Nº 879 del 2 de diciembre de 1981, la Ley No 608 del 18 de julio de 1995, y sus modificaciones".

- "Art. 5º.- Los datos de personas físicas o jurídicas que revelen, describan o estimen su situación patrimonial, su solvencia económica o el cumplimiento de sus obligaciones comerciales y financieras, podrán ser publicados o difundidos solamente:

a) Cuando esas personas hubiesen otorgado autorización expresa y por escrito para que se obtengan datos sobre el cumplimiento de sus obligaciones no reclamadas judicialmente;

b) Cuando se trate de informaciones o calificaciones que entidades estatales o privadas deban publicar o dar a conocer en cumplimiento de disposiciones legales específicas; y,

c) Cuando consten en las fuentes públicas de información".

- "Art. 7º.- Serán actualizados permanentemente los datos personales sobre la situación patrimonial, la solvencia económica y el cumplimiento de obligaciones comerciales y financieras que de acuerdo con esta Ley pueden difundirse.

La obligación de actualizar los datos mencionados en el párrafo anterior pesa sobre las empresas, personas o entidades que almacenan, procesan y difunden esa información. Esta actualización deberá realizarse dentro de los cuatro días siguientes del momento en que llegaren a su conocimiento. Las empresas, personas o entidades que utilizan sus servicios tienen la obligación de suministrar la información pertinente a fin de que los datos que aquéllas almacenen, procesen y divulguen, se hallen permanentemente actualizados, para cuyo efecto deberán comunicar dentro de los dos días, la actualización del crédito atrasado que ha generado la inclusión del deudor.

Los plazos citados precedentemente empezarán a correr a partir del reclamo realizado por parte del afectado.

En caso de que los datos personales fuesen erróneos, inexactos, equívocos o incompletos, y así se acredite, el afectado tendrá derecho a que se modifiquen.

La actualización, modificación o eliminación de los datos será absolutamente gratuita, debiendo proporcionarse además, a solicitud del afectado y sin costo alguno, copia auténtica del registro alterado en la parte pertinente".

- "Art. 9º.- Las empresas, personas o entidades que suministran información sobre la situación patrimonial, la solvencia económica o sobre el cumplimiento de obligaciones comerciales no transmitirán ni divulgarán datos:
b) pasados tres años de la inscripción de deudas vencidas no reclamadas judicialmente;

c) pasados tres años del momento en que las obligaciones reclamadas judicialmente hayan sido canceladas por el deudor o extinguidas de modo legal;

h) sobre juicios de convocatoria de acreedores después de cinco años de la resolución judicial que la admita.

Las empresas o entidades que suministran información sobre la situación patrimonial, la solvencia económica y el cumplimiento de compromisos comerciales y financieros deberán implementar mecanismos informáticos que de manera automática eliminen de su sistema de información los datos no publicables, conforme se cumplan los plazos establecidos en este Artículo".

- "Art. 10.- Se aplicarán las sanciones en los siguientes casos:

a) Las personas físicas o jurídicas que publiquen o distribuyan información sobre la situación patrimonial, solvencia económica o cumplimiento de obligaciones comerciales y financieras en violación de las disposiciones de esta Ley serán sancionadas con multas que oscilarán, de acuerdo con las circunstancias del caso, entre cincuenta y cien jornales mínimos para actividades laborales diversas no especificadas, multas que se duplicarán, triplicarán, cuadruplicarán, y así sucesivamente por cada reincidencia del mismo afectado.

Para que se produzca la multa, la duplicación, triplicación, cuadruplicación, etc., se requerirá que la entidad reacia al cumplimiento de la actualización dentro del plazo establecido en el Artículo 7º de esta Ley, haya recibido el previo reclamo por escrito del particular afectado;

b) Las personas físicas o jurídicas que, pese a estar obligadas a rectificar o a suministrar información para que se rectifiquen datos de acuerdo con lo que dispone el Artículo 7º, no lo hagan o lo hagan fuera de los plazos allí establecidos, serán sancionadas con multas que, de acuerdo con las circunstancias del caso, oscilarán entre cincuenta y cien jornales mínimos para actividades laborales diversas no especificadas; multas que, en caso de reincidencia, serán aumentadas de acuerdo con la pauta establecida en el apartado a).

Para que se produzca la multa, duplicación, triplicación, cuadruplicación, etc., se requerirá que la entidad reacia al cumplimiento de la actualización dentro del plazo establecido en el Artículo 7º de esta Ley, haya recibido el previo reclamo por escrito del particular afectado;

c) Si los reclamos extrajudiciales a los que se refiere el Artículo 8º no fueran atendidos sin razón o sin base legal, se aplicará a la entidad reacia al cumplimiento de sus obligaciones, una multa que, de acuerdo con las circunstancias del caso, oscilará entre cien y doscientos jornales mínimos para actividades laborales diversas no especificadas;"
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